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Presentación institucional 

 

Tengo el honor de presentar este cuadernillo, elaborado por el equipo docente a 

cargo del curso de Acompañamiento a las Trayectorias Iniciales de la carrera de 

Abogacía de la Universidad Nacional del Sur, en el marco del cual inician su contacto 

con la vida universitaria ingresantes de la carrera año tras año. La elaboración de este 

material expresa la convicción institucional de que el ingreso a la universidad es un 

proceso que requiere acompañamiento, inclusión y compromiso con la formación de 

quienes comienzan su trayectoria académica. 

En este sentido, la UNS en general y el Departamento de Derecho en particular, 

asumen la responsabilidad de generar condiciones que favorezcan el acceso efectivo al 

conocimiento y a habilidades esenciales para el desarrollo como estudiantes 

universitarios y profesionales. Este cuadernillo se inscribe precisamente en esa línea, 

dado que, además de introducir contenidos fundamentales para el estudio del derecho, 

también busca fortalecer destrezas de razonamiento, de argumentación y de formación 

ciudadana, indispensables para estudiantes de Abogacía. 

Asimismo, el material refleja una concepción del derecho como práctica social, 

vinculada a la vida democrática y al funcionamiento de las instituciones. Se parte de la 

premisa de que la formación jurídica debe promover desde sus etapas iniciales no solo 

el rigor conceptual, sino también el compromiso con los valores que sostienen el Estado 

de Derecho, y el material aquí presentado recepta esa visión. 

Destacamos y agradecemos el trabajo del equipo de profesores y profesoras cuya 

dedicación ha sido clave para la elaboración de este cuadernillo. Su labor expresa el 

compromiso del Departamento de Derecho con una formación de calidad, orientada a 

acompañar a los y las estudiantes desde el inicio de su recorrido universitario. 
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Sin dudas este material será una herramienta valiosa para quienes comienzan la 

carrera y contribuirá a consolidar una experiencia formativa más equitativa, reflexiva y 

comprometida con los desafíos de nuestra sociedad. 

 

Sebastián G. Arruiz 

Director Decano 

Departamento de Derecho - Universidad Nacional del Sur 

 

Bahía Blanca, mayo de 2026. 
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Introducción 

 

El ingreso a la carrera de Abogacía en la Universidad Nacional del Sur supone el 

inicio de un proceso de formación que trasciende la mera adquisición de contenidos. 

Estudiar derecho implica, ante todo, aprender a pensar de un modo específico: 

interpretar textos, construir argumentos, analizar problemas y comprender el 

funcionamiento de las instituciones que estructuran la vida social. 

En este sentido, formar parte de la carrera de Abogacía requiere que el/la 

estudiante se familiarice con una serie de herramientas fundamentales que hacen posible 

el conocimiento y la práctica del derecho. Entre ellas, el lenguaje ocupa un lugar 

central, en tanto el derecho se expresa, se interpreta y se aplica a través de palabras. A su 

vez, la lógica y la argumentación constituyen instrumentos indispensables para 

estructurar razonamientos válidos, justificar decisiones y evaluar críticamente discursos 

jurídicos. Finalmente, el conocimiento de la organización del Estado y del contexto 

institucional permite comprender el marco dentro del cual se producen y aplican las 

normas. 

Pero formar parte de la universidad no implica únicamente la incorporación de 

saberes teóricos. Supone también la inserción en un ámbito institucional con reglas, 

prácticas y dinámicas propias. Por ello, el Acompañamiento a las Trayectorias Iniciales 

(ATI) se orienta no solo a brindar herramientas académicas, sino también a facilitar la 

integración del estudiantado a la vida universitaria, promoviendo el desarrollo de 

habilidades de lectura, escritura y razonamiento acordes a las exigencias de la 

formación superior. 

El presente cuadernillo se inscribe en ese doble propósito. Por un lado, introduce 

nociones elementales sobre lenguaje, lógica y argumentación, que constituyen la base 

del pensamiento jurídico. Por otro, acerca al/a la estudiante al funcionamiento 

institucional de la Universidad Nacional del Sur y del Departamento de Derecho, 

contribuyendo a su inserción en el ámbito académico. 

De este modo, el material propone un recorrido inicial que articula herramientas 

conceptuales y prácticas de estudio, con el objetivo de que el/la ingresante comience a 

desarrollar una comprensión más rigurosa del derecho y adquiera progresivamente 

autonomía en su formación universitaria. 
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Con esos fines en mira, el material se organiza en una serie de módulos 

temáticos que abordan, de manera progresiva, los distintos aspectos involucrados en la 

formación jurídica preliminar. 

El Módulo I examina el papel del lenguaje en el derecho, analizando sus 

características, tipos y usos, así como los problemas de ambigüedad y vaguedad que 

inciden en la interpretación de las normas. Por su parte, el Módulo II introduce las 

nociones básicas de lógica formal y las estructuras del razonamiento, permitiendo 

comprender cómo se construyen argumentos válidos y cómo se articulan premisas y 

conclusiones en el discurso jurídico. 

En otra línea, el Módulo III ofrece una aproximación inicial a la estructura del 

Estado argentino, abordando principios fundamentales como la división de poderes, la 

forma de gobierno y los distintos niveles de organización territorial, con el fin de situar 

al derecho en su marco institucional de producción. Por último, el Módulo IV presenta 

el funcionamiento de la Universidad Nacional del Sur y del Departamento de Derecho, 

incluyendo sus principales normas, dinámicas y prácticas institucionales, con el objetivo 

de facilitar la inserción del/de la estudiante en la vida universitaria. 

De este modo, el cuadernillo articula herramientas conceptuales y prácticas de 

estudio, con el propósito de que el/la ingresante comience a desarrollar una 

comprensión más rigurosa del derecho y adquiera progresivamente autonomía en su 

formación universitaria. 

 

Federico D. Arrué  -  Marcos Fernández Peña 

Coordinadores 

 

Bahía Blanca, mayo de 2026.  
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MÓDULO I 

LENGUAJE Y DERECHO: NOCIONES ELEMENTALES. 

Carolina Rodríguez Alfaro 

Melina Schwab 

I. El lenguaje. Signos y símbolos. 

El lenguaje constituye el punto de partida para el estudio del derecho, ya que toda 

disciplina científica se expresa mediante enunciados. En este sentido, el derecho puede 

comprenderse como un fenómeno lingüístico (Guastini, 2016:41), lo que exige analizar 

cómo se estructuran, producen e interpretan los mensajes jurídicos.  

A su vez, es una construcción social y cultural que permite que una comunidad 

comparta sus ideas y organice sus acciones. Sin esta capacidad de asignar un sentido 

común a lo que se dice o se hace, la vida en sociedad y la creación de reglas, serían 

imposibles. 

Pero entonces, ¿de qué está hecho el lenguaje? Como se suele señalar, el lenguaje se 

compone de signos. En general, puede definirse al signo como un fenómeno que la 

mente relaciona con otro fenómeno (Guibourg, Ghigliani y Guarinoni, 1998:17). Por 

ejemplo, al ver una columna de humo, se relaciona inmediatamente con la existencia de 

fuego; o si se vislumbra vapor que sale de un recipiente, será un signo de que el agua 

está caliente. La característica común de estos signos es que poseen una relación de 

causa-efecto natural, es decir, el signo se produce independientemente de que alguien 

quiera comunicar algo. 

En cambio, si esa relación entre fenómenos es fijada de manera arbitraria o mediante 

acuerdo social, se estará ante la presencia de un símbolo. Un símbolo puede entenderse 

como un sustituto: es un hecho de la realidad que la mente reemplaza por un concepto o 

una realidad distinta. Esto ocurre porque se ha decidido deliberadamente, para poder 

comunicarse, que ciertos elementos representen a otros. Entonces, a diferencia del signo 

natural, el símbolo nace de un acuerdo social para organizar la convivencia y dar 

sentido a las reglas. 

Un caso representativo de símbolo en el ámbito del derecho, es la imagen de la mujer 

con la balanza, la venda en los ojos y la espada. No existe una relación de causa-efecto 
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natural entre, una balanza y la equidad, ni entre una venda y la imparcialidad. Sin 

embargo, se ha acordado culturalmente que estos objetos simbolicen valores jurídicos: 

la balanza representa el equilibrio en las decisiones; la venda remite a la necesidad de 

juzgar sin hacer distinciones entre las personas y la espada alude a la fuerza o el poder 

coercitivo para hacer cumplir lo que se ha decidido.  

Vemos entonces en qué sentido los símbolos se distinguen de los signos naturales: en 

estos últimos, la relación entre un hecho y su significado es física o causal; en cambio, 

los símbolos no guardan una conexión física con lo que representan, sino que dependen 

enteramente de una convención social que les otorga sentido para que se puedan 

transmitir ideas. En definitiva, los símbolos son signos artificiales (Guibourg, Ghigliani 

y Guarinoni, 1998:17). 

En consecuencia, el lenguaje se compone de signos artificiales o, mejor dicho, de 

símbolos. Sin embargo, un simple conjunto de símbolos no conforma necesariamente un 

lenguaje. Para serlo, ese conjunto debe cumplir con ciertas características: poseer una 

estructura y una función propia. En definitiva, el lenguaje es un sistema de símbolos que 

sirve para la comunicación (Guibourg, Ghigliani y Guarinoni, 1998:18-19). 

II. Lenguaje como convención y como proceso dinámico.  

El lenguaje no es un elemento estático, sino un conjunto de herramientas que dependen 

de convenciones -muchas veces acuerdos implícitos- entre los miembros de una 

sociedad para lograr que una idea se transmita correctamente. Así, desde un gesto 

cotidiano hasta la presentación de un escrito en un juicio, el ámbito científico y el 

derecho en particular se manifiestan siempre a través del lenguaje. 

Por otra parte, la comunicación debe entenderse como un proceso dinámico en el cual 

intervienen necesariamente un emisor, un receptor, un mensaje y un canal físico o vía 

para transmitirlo. Para que esta transferencia de información sea efectiva, es requisito 

indispensable que la transmisión se realice mediante un código compartido; es decir, un 

sistema de reglas y señales -como el idioma o el lenguaje técnico- que sea conocido 

tanto por quien emite el mensaje como por quien lo recibe. En cada uno de estos 

intercambios, el mensaje no es una unidad aislada, sino que se compone de una serie de 

signos organizados que poseen una significación determinada por ese contexto común. 
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El derecho, puntualmente, se construye sobre significados y se realiza un esfuerzo por 

establecer significados precisos para que todas las personas comprendan las reglas de la 

misma manera y así organizar la convivencia.  

III. Tipos y usos de lenguaje. 

Como se señaló, para comprender el derecho como fenómeno lingüístico, primero se 

debe abordar el lenguaje y sus características. En este punto, tanto la estructura del 

lenguaje como su uso exigen un análisis más profundo de la semiótica,
1
 entendida como 

la disciplina que estudia los signos y los procesos de significación.  

Para avanzar en este análisis, resulta necesario estudiar la clasificación basada en el 

origen y en la formación de las reglas que rigen el lenguaje, a partir de la distinción 

entre el lenguaje natural y el lenguaje artificial. 

III.1. El lenguaje según su estructura. Lenguaje natural y artificial.  

Como se indicó, el lenguaje se compone de signos artificiales (símbolos). Según el 

grado de artificialidad y la forma en que se originan sus reglas, es posible realizar una 

distinción entre el lenguaje natural y el lenguaje artificial (Guibourg, Ghigliani y 

Guarinoni, 1998:20-22). 

El lenguaje natural, también conocido como lenguaje común, es aquel que utilizan las 

personas en las comunicaciones ordinarias y cotidianamente para vincularse. Se lo 

denomina "natural" porque es el que se incorpora desde el nacimiento en el marco de 

una comunidad específica, y no porque los términos posean un significado natural o 

biológico. Su característica principal es que se forma de manera espontánea a través del 

uso social, sin que existan reglas establecidas de antemano de forma deliberada.  

En cambio, el lenguaje artificial, es aquel en el que los símbolos y las reglas que rigen 

su uso han sido creados de manera consciente y deliberada para cumplir funciones 

específicas, buscando una precisión que el lenguaje común a veces no alcanza (como 

ocurre con el lenguaje de la lógica, las matemáticas o, en gran medida, el derecho). Esta 

clase de lenguaje se denomina así en contraposición al lenguaje natural, ya que cuenta 

con un mayor grado de artificialidad. 

                                                      
1
 La lingüística es la ciencia que se ocupa del estudio del lenguaje, pero es la semiótica la que brinda el 

marco general para entender cómo los seres humanos atribuyen sentido a la realidad a través de distintos 

sistemas de signos. 
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Entonces, a diferencia del lenguaje natural, estos sistemas son creados deliberadamente 

para satisfacer necesidades de precisión que el habla cotidiana no puede cubrir. Debido 

a que el lenguaje común es a veces impreciso para fines científicos o normativos, se 

diseñan reglas específicas que otorgan mayor exactitud a la comunicación. Dentro de 

esta categoría, se estudian dos subtipos: el lenguaje técnico y el lenguaje formal. 

El lenguaje técnico es, en realidad, el lenguaje natural al que se le han adicionado 

términos con un significado restringido y preciso. En este caso, se otorga a vocablos 

comunes un sentido estricto a través de definiciones técnicas, con el fin de evitar las 

imprecisiones del habla cotidiana. Su estructura gramatical es la misma que la del 

lenguaje natural, pero su vocabulario es específico de cada ciencia o disciplina (como la 

medicina, la psicología o el derecho). 

Un ejemplo del ámbito del derecho se puede encontrar en la palabra "pago". Mientras 

que en el lenguaje natural se suele usar para referir a la entrega de dinero, en el Derecho 

Privado, específicamente en el Derecho de las Obligaciones, el "pago" tiene una 

definición técnica precisa: es el cumplimiento de la prestación que constituye el objeto 

de la obligación, sea esta de dar, hacer o no hacer.
2
 Establecer un significado preciso 

permite diferenciar figuras jurídicas que en el habla común podrían confundirse.  

El lenguaje formal representa el nivel más alto de artificialidad. En él, se han eliminado 

por completo los términos del lenguaje ordinario para dar lugar a un sistema de 

símbolos arbitrarios que no se refieren a la realidad concreta, sino a las relaciones 

lógicas entre esos símbolos, como ocurre con el álgebra o la lógica formal. 

Por ejemplo, veamos la siguiente expresión algebraica: 

(a + b) = (b + a) 

No importa si "a" representa vacas o contratos; lo que importa es que se aplica la 

propiedad conmutativa por la que se establece que el orden de los elementos no altera el 

resultado de la suma. En este tipo de lenguaje, el significado de los signos es puramente 

operativo. 

La principal ventaja de este tipo de lenguaje es que permite operar como un "cálculo" 

puro, eliminando las distracciones, ambigüedades o cargas emocionales que suelen 

acompañar a las palabras del lenguaje natural.  

                                                      
2
 Es lo que surge explícitamente del Código Civil y Comercial de la Nación, en su artículo 865: 

“Definición. Pago es el cumplimiento de la prestación que constituye el objeto de la obligación”. 
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En el ámbito jurídico, esta precisión es fundamental para analizar, por ejemplo, la 

validez de los razonamientos: permite verificar si una sentencia es lógicamente 

coherente y si su conclusión se deriva correctamente de las normas aplicables, con 

independencia de la valoración que puedan merecer los hechos del caso. 

En conclusión, es preciso comprender que cada clase de lenguaje presenta sus propias 

ventajas y desafíos según el contexto en el que se aplique. Mientras que el lenguaje 

natural brinda la riqueza y la flexibilidad necesarias para la interacción social cotidiana, 

el lenguaje artificial -ya sea en su variante técnica o formal- ofrece la precisión y el 

rigor indispensables para el análisis científico y la labor jurídica. 

Sin embargo, es necesario advertir que el lenguaje artificial no constituye una solución 

definitiva ni absoluta. Aunque su objetivo principal es reducir las imprecisiones al 

mínimo, no puede abarcar la totalidad de los casos ni eliminar por completo los 

problemas de vaguedad y ambigüedad. Estos vicios, inherentes a todo sistema de 

símbolos, persisten incluso en las definiciones más técnicas. Como el derecho se nutre 

de conceptos que deben aplicarse a una realidad social siempre cambiante, usualmente 

existirán situaciones donde la interpretación seguirá siendo una tarea necesaria e 

inevitable. 

III.2. El lenguaje según su jerarquía. Lenguaje objeto y metalenguaje.  

Este segundo criterio de clasificación, no se ocupa de la estructura del lenguaje ni de su 

finalidad, sino del lugar que ocupa respecto de lo que está describiendo. Es una 

distinción de jerarquía que permite entender que las palabras pueden señalar objetos del 

mundo o, incluso, referirse a otras palabras (Guibourg, Ghigliani y Guarinoni, 1998:26).  

Esta diferenciación es vital en el derecho, ya que hace posible separar las normas que 

regulan la conducta de aquellas otras normas (o textos) que explican, modifican o 

interpretan a las primeras. 

En el primer estrato de esta jerarquía se encuentra el lenguaje objeto. Se trata del 

lenguaje que se utiliza para referir a entidades extralingüísticas; es decir, a las cosas, los 

hechos y los procesos de la realidad que existen fuera del lenguaje mismo. En este nivel, 

las palabras funcionan como una herramienta de contacto directo con el mundo físico: 

es el lenguaje que se emplea para describir la realidad circundante. 
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Por ejemplo, cuando un testigo declara en un juicio "el automóvil cruzó el semáforo en 

rojo", está utilizando lo que se conoce como lenguaje objeto, pues sus palabras refieren 

a un suceso concreto de la realidad empírica. 

Por encima del lenguaje objeto aparece el metalenguaje. Este nivel no se refiere a los 

objetos del mundo físico, sino que tiene como "objeto de estudio" a otro lenguaje 

anterior. Es, en esencia, un lenguaje que habla sobre otro lenguaje. Cuando se define 

una palabra, se traduce un texto o se analiza la gramática de una oración, se adopta un 

plano superior de observación. 

Ejemplo: Si un profesor de lengua explica que "la palabra 'llover' es un verbo 

impersonal", está utilizando un metalenguaje. En ese momento, no es relevante si afuera 

llueve o no (el hecho de la realidad) porque lo que se está analizando es la palabra en sí 

misma y sus propiedades lingüísticas. 

Esta distinción resulta fundamental para evitar confusiones entre el dato y el análisis. 

Comprender que existen distintos niveles de observación donde un enunciado puede 

estudiar a otro, permite entender cómo se construye cualquier ciencia. Esta herramienta 

es la que permite que el pensamiento se vuelva sobre sí mismo para ganar claridad y 

rigor, asegurando que el investigador -o el/la abogado/a- identifique con precisión si 

está trabajando con la realidad directa o con un discurso que la interpreta. 

III.3. El lenguaje según su uso.  

Hasta aquí se ha visto que el lenguaje puede clasificarse según su construcción o el 

nivel de realidad al que se refiere. Sin embargo, también es fundamental preguntarse 

qué es lo que "se hace" con las palabras.  

Esta clase de uso no busca describir cómo es el mundo, sino que intenta modificarlo, 

dirigiendo la conducta de las personas para que actúen de una manera determinada. Es 

el lenguaje de las órdenes, de los permisos y, fundamentalmente, de las normas 

jurídicas.  

Para comprender mejor este universo, es posible observar los distintos usos que 

conviven en el lenguaje en general y, a su vez, en el ámbito jurídico y académico.
3
 

                                                      
3
 La clasificación de las funciones del lenguaje y el análisis detallado de sus matices, grados de fuerza y 

criterios de validez, siguen el desarrollo teórico incluido en Nino, 2003: 65-66.   
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En cuanto al uso informativo (o descriptivo), esta función se manifiesta cuando el 

lenguaje se utiliza para comunicar datos, hechos o estados de cosas que tienen la 

particularidad de poder ser verificados como verdaderos o falsos por expresarse 

mediante proposiciones. En el ámbito de la enseñanza del derecho, este es el lenguaje 

que emplea, por ejemplo, un profesor al explicar que "nuestra Constitución Nacional 

fue sancionada en 1853". En este caso, no se está emitiendo una orden ni se busca 

dirigir la conducta de los alumnos, sino que se está transmitiendo un conocimiento 

histórico y fáctico sobre el cual se asienta la organización legal. Es el lenguaje de la 

descripción y del dato, fundamental para establecer el contexto de cualquier análisis 

jurídico. 

Sin embargo, las palabras también tienen la capacidad de exteriorizar sentimientos o 

provocar emociones en quien escucha, una faceta en la que no tiene sentido aplicar 

criterios de verdad o falsedad. Esta dimensión se vuelve especialmente visible, por 

ejemplo, en los alegatos de un juicio oral, cuando un/a abogado/a describe el 

sufrimiento de una víctima con el propósito de conmover al tribunal. Aunque no 

constituye el lenguaje técnico de la ley, sí implica un uso expresivo del lenguaje. Esta 

herramienta resulta esencial para transmitir la importancia de los valores y la humanidad 

que están en juego en cada conflicto jurídico. 

En otras ocasiones, el lenguaje no se limita a describir o emocionar, sino que se utiliza 

para requerir información del interlocutor. Esto se conoce como uso interrogativo del 

lenguaje y es constante en la práctica legal, como sucede, por ejemplo, cuando un juez/a 

interroga a un testigo para reconstruir los hechos de una causa. Aunque a menudo se la 

puede considerar una forma indirecta de guiar la conducta (solicitando una respuesta), 

su especificidad radica en la búsqueda de datos para el proceso. 

Un fenómeno aún más particular ocurre con el uso operativo del lenguaje. En este caso, 

pronunciar ciertas palabras en condiciones determinadas no describe una acción, sino 

que es la acción misma. Por ejemplo, cuando se utilizan fórmulas como "juro decir la 

verdad" o "prometo pagar", el lenguaje aquí tiene un poder transformador: el acto se 

realiza mediante el habla. 

Finalmente, el núcleo de la actividad jurídica reside en el uso prescriptivo o directivo. 

Esta función se activa cuando el emisor no pretende simplemente describir una realidad, 

sino que busca provocar que otra persona realice (o deje de realizar) una acción 

determinada. Es fundamental entender que esta categoría no es un bloque rígido de 
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"órdenes", sino un espectro muy amplio que incluye desde un pedido o una sugerencia 

hasta el mandato legal más estricto. De hecho, lo que define a una expresión como 

directiva es la intención del emisor de generar un cambio en la conducta ajena, 

independientemente de si finalmente tiene éxito o resulta ineficaz. 

Una característica central de estas expresiones es que no poseen un valor de verdad. 

Mientras que una descripción puede ser contrastada con la realidad para saber si es 

verdadera o falsa, una directiva se evalúa bajo otros parámetros: puede ser considerada 

justa o injusta, oportuna o arbitraria, y eficaz o ineficaz.  

Además, su identificación no depende estrictamente de la gramática. No es necesario 

usar verbos en imperativo para estar ante una directiva; a veces, una frase que parece 

una simple afirmación (como aconsejar a alguien que le conviene estudiar) esconde una 

clara intención de guiar su comportamiento. 

Dentro de este universo, las prescripciones representan las directivas de mayor 

intensidad. Estas se distinguen por apoyarse en una relación de superioridad entre quien 

emite el mensaje y quien lo recibe, ya sea por una autoridad moral o por la capacidad de 

imponer una sanción. En estos casos, la voluntad del destinatario queda en un segundo 

plano; el emisor no espera que el otro esté de acuerdo, sino que cumpla. 

Si bien las normas están estrechamente relacionadas con las prescripciones, no toda 

prescripción es una norma (como la orden de un asaltante) ni toda norma es 

necesariamente una prescripción en sentido estricto, ya que el lenguaje jurídico también 

incluye los permisos o autorizaciones, que presentan una naturaleza particular. Si bien 

no parecen "dirigir" la conducta de forma directa, funcionan como una garantía: quien 

otorga un permiso está, en el fondo, comprometiéndose a no prohibir esa acción en el 

futuro o a no interferir con ella. Así, el lenguaje jurídico se revela como un sistema 

complejo donde conviven mandatos, consejos y libertades, todos trabajando para 

coordinar la vida en sociedad. 

IV. Las definiciones. 

IV.1. Denotación y designación. Palabras de clase. 

Antes de examinar con mayor profundidad el vínculo existente entre el lenguaje y el 

derecho, resulta conveniente introducir ciertas nociones conceptuales en materia de 

definiciones, por constituir una herramienta fundamental para la estructuración del 

discurso jurídico. 
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Se conoce como “definición” al enunciado mediante el cual se determina el significado 

de una palabra o expresión. Cuando se alude al significado de las palabras, se suele 

incluir tanto su denotación (también conocida como extensión), esto es, la clase de 

cosas o hechos nombrada por la palabra, como su designación (también conocida como 

connotación o intensión), es decir, el conjunto de propiedades que deben reunir tales 

cosas o hechos para quedar incluidas en la clase denotada por el término. 

Lo antedicho refiere a las denominadas palabras de clase, las cuales se distinguen de 

los nombres propios en que, además de denotar cosas o hechos, también designan 

propiedades que deben tener tales cosas o hechos para que sean denotadas por la palabra 

en cuestión.  

Por el contrario, los nombres propios denotan sin designar: en otras palabras, no existe 

ninguna propiedad común que deban poseer los individuos para quedar incluidos en ese 

término. En este sentido, cabe advertir que un nombre propio como “Juan Pérez” denota 

una gran cantidad de personas, pero no existe ninguna propiedad común que deban 

poseer para tener ese nombre. 

En consecuencia, las palabras de clase implican haber efectuado una clasificación de la 

realidad. La acción de clasificar supone seleccionar como relevantes ciertas propiedades 

o características comunes a determinados objetos, ignorando otros rasgos semejantes, 

así como las propiedades diferentes que puedan presentar.  

Esta selección de propiedades o características comunes no está determinada por la 

realidad, sino que se efectúa en función de la necesidad que se busque satisfacer con la 

clasificación. Ello no significa que no existan, en el plano de los hechos, otras analogías 

y diferencias entre las cosas incluidas en tales palabras de clase, sino que se limita a 

establecer el criterio de no incluir en una determinada palabra, por ejemplo, ningún 

objeto que no reúna la propiedad A, independientemente de que posea muchas otras 

semejanzas y diferencias con el resto de los objetos incluidos en esa clase (Nino, 2003: 

252-254). 

Existe una tradición filosófica según la cual las expresiones lingüísticas tendrían un 

significado verdadero y único que debe ser “descubierto”, con independencia de la 

voluntad de quienes las utilizan. Sin embargo, la doctrina mayoritaria sostiene que la 

relación entre los símbolos lingüísticos y la realidad es convencional y no natural.  
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En consecuencia, la selección de las propiedades o características que integran las 

palabras de clase responde a las necesidades y finalidades que se busquen satisfacer, y 

no a una determinación impuesta por los hechos. Suponer que las palabras poseen un 

significado “natural” supone confundir los signos -que mantienen una relación causal o 

natural con aquello que indican- con los símbolos, cuya relación con los objetos que 

representan es convencional. 

Las palabras de clase son los términos que más claramente requieren definición, en la 

medida en que su uso presupone la fijación de criterios que determinan qué objetos o 

hechos quedan incluidos en la clase que designan. La acción -y también el resultado- de 

establecer el significado de una palabra se denomina definición.  

La forma tradicional de una definición consiste un enunciado del estilo “X significa Y”. 

Se denomina definiendum al término definido (“X”) y definiens a la expresión utilizada 

para definirlo (“Y”). Así, por ejemplo, se entiende por “República” la organización del 

Estado cuya máxima autoridad es elegida por los ciudadanos o por el Parlamento para 

un período determinado. 

IV.2. Tipos de definiciones.  

Sobre esa base cabe distinguir entre distintos tipos de definiciones, según el criterio que 

se utilice para su clasificación.
4
  

Entre los distintos criterios, resulta especialmente pertinente aquel que distingue las 

definiciones según su finalidad: ya sea la de informar cómo utilizan un término las 

personas en general o alguien en particular, o la de decidir, prescribir o recomendar 

cierto uso para un término. Así, se distingue entre las definiciones informativas 

(también llamadas descriptivas o lexicográficas) y las definiciones estipulativas. 

Las definiciones informativas describen el modo en que un término es utilizado en cierta 

comunidad o por alguien en particular.  Son clásicos ejemplos de este tipo de 

definiciones aquellas contenidas en los diccionarios, en la medida en que estos tienen 

por finalidad registrar, describir y sistematizar los usos efectivos de las palabras en una 

determinada comunidad lingüística, asumiendo una función fundamentalmente 

descriptiva y no prescriptiva del significado. Este tipo de definiciones es susceptible de 

verdad o falsedad, según se corresponda o no con el uso que se pretende describir. 

                                                      
4
 Los diferentes criterios de clasificación que se exponen en estas páginas se basan en el desarrollo 

incluido en Nino, 2003:254-256. 
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Las definiciones estipulativas, por el contrario, no describen el modo en que se utiliza 

un determinado vocablo, sino que expresan una decisión o directiva acerca del 

significado que se le dará a una palabra. Es por ello que, a diferencia de las definiciones 

informativas, las definiciones estipulativas no son susceptibles de verdad o falsedad, 

sino que lo que se evalúa es su mayor o menor utilidad para la comunicación o para la 

precisión de un esquema conceptual.  

Estas últimas definiciones pueden:  

i. establecer cómo usar un término nuevo (estipulación pura);  

ii. proponer usar un término preexistente de una manera nueva (otra clase de 

estipulación pura); o 

iii. proponer usar un término preexistente de una manera más precisa respecto 

del uso común (redefinición) (Guastini, 2016:43). 

La mayor parte de las definiciones estipulativas suelen ser redefiniciones, siendo 

bastante menos frecuente que se atribuya a un término un significado enteramente 

nuevo o que se introduzca un vocablo novedoso. 

En el ámbito normativo, se observa con frecuencia la incorporación de definiciones 

estipulativas en los textos legales. Una muestra ejemplificativa de ello lo constituye el 

artículo 6° de la Ley N° 26.727 de Trabajo Agrario, el cual establece: “A los fines de la 

presente ley, se entenderá por ámbito rural aquel que no contare con asentamiento 

edilicio intensivo, ni estuviere efectivamente dividido en manzanas, solares o lotes 

destinados preferentemente a residencia y en el que no se desarrollaren en forma 

predominante actividades vinculadas a la industria, el comercio, los servicios y la 

administración pública. Sólo a los efectos de esta ley, se prescindirá de la calificación 

que efectuara la respectiva autoridad comunal”. 

Cabe advertir que la definición contenida en el texto normativo citado no busca 

proporcionar información respecto de la costumbre lingüística de determinada 

comunidad, sino que tiene por finalidad establecer o estipular el significado que habrá 

de atribuirse a la expresión “ámbito rural” en el marco de dicha ley. 

Es importante remarcar que a las definiciones informativas y estipulativas no siempre se 

las distingue por su forma, la cual puede ser idéntica, sino por la finalidad perseguida 

por quien las formule.  
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Otra manera de clasificar las definiciones consiste en atender a las definiciones según el 

método que emplean para transmitir los criterios de uso de las palabras. De acuerdo con 

este criterio, es posible distinguir entre definiciones intensionales o por designación y 

definiciones extensionales o denotativas.  

En las definiciones intensionales o por designación se utiliza como método la 

formulación de la designación o intensión del término. Dicho de otro modo, este tipo de 

definiciones enuncia el conjunto de propiedades o características definitorias de la 

palabra o expresión cuyo significado se procura precisar.  

Así, por ejemplo, si se quisiera formular una definición intensional o por designación de 

la palabra “planeta”, podría afirmarse que planeta significa cuerpo celeste, opaco, que 

solo brilla por la luz refleja del sol, alrededor del cual describe una órbita con 

movimiento propio y periódico. Se advierte que esta definición enuncia las 

características definitorias que conforman el criterio para el uso de la palabra “planeta”. 

Por el contrario, en las definiciones extensionales o denotativas el método utilizado 

consiste en la formulación de la denotación o extensión del término. En este caso, se 

enumeran las cosas o hechos denotados por la palabra, ya sea mediante la indicación de 

subclases o de individuos particulares. Así, una definición extensional o denotativa de la 

palabra “planeta” podría consistir en afirmar que son planetas Mercurio, Venus, la 

Tierra, Marte, Júpiter, Saturno, Urano, Neptuno y Plutón.  

Las definiciones extensionales o denotativas presentan, sin embargo, diversas 

dificultades, que suelen convertir a las definiciones intensionales o por designación en 

un método más ventajoso. 

En primer lugar, aquellas resultan generalmente menos precisas y pueden dar lugar a 

confusiones al momento de comunicar cuáles son los criterios para el uso correcto de un 

término. 

En segundo lugar, existen clases que son excesivamente numerosas (como la de los 

seres humanos) o incluso infinitas (como la de los números naturales), lo que implica 

que las definiciones extensionales, en tales supuestos, necesariamente quedarán 

incompletas.  

Pero incluso en aquellos supuestos en los que sea posible formular una definición 

extensional completa, cabe advertir que esta resulta excesivamente rígida, en la medida 

en que queda atada a la enumeración efectuada. En este sentido, resulta particularmente 
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ilustrativo el ejemplo de la definición extensional ofrecida precedentemente respecto del 

término “planeta”. Si bien tal definición fue correcta durante cierto período, en el año 

2006 Plutón fue reclasificado por la Unión Astronómica Internacional (UAI) y dejó de 

ser considerado un “planeta principal”. Este caso pone de manifiesto una de las 

principales dificultades de las definiciones extensionales: su dependencia de 

enumeraciones contingentes, que pueden verse modificadas con el avance del 

conocimiento y forzar, en consecuencia, sucesivas redefiniciones. 

De acuerdo con el criterio que clasifica las definiciones según al método que emplean, 

también es oportuno hacer mención de las definiciones ostensivas. En este tipo de 

definiciones se señala o muestra un objeto denotado por la expresión de que se trate. A 

diferencia de las definiciones denotativas, en las ostensivas los ejemplos no se enuncian 

verbalmente, sino que se exhiben directamente. Este procedimiento constituye una de 

las formas más habituales mediante los cuales los niños aprenden el significado de las 

palabras. No obstante, las definiciones ostensivas presentan dificultades análogas a las 

que afectan a las definiciones denotativas. 

Finalmente, otro criterio de clasificación de las definiciones es el contextual. En este 

supuesto, el significado de una palabra se comunica mediante la inserción en un 

contexto lingüístico específico, de modo tal que la comprensión global del enunciado 

permita identificar el significado del término en cuestión. Por ejemplo, la frase “El 

banco cerró a las tres de la tarde” permite advertir que “banco” se refiere a una entidad 

financiera y no a un asiento. 

IV.3. Importancia de las definiciones.  

De lo expuesto se desprende que las definiciones no constituyen elementos secundarios 

del lenguaje, sino que cumplen un papel central en el discurso jurídico. Definir implica 

expresar con qué significado se utiliza un término y, por lo tanto, delimitar su alcance. 

En consecuencia, dado que el derecho se expresa a través de palabras, el análisis de los 

distintos tipos y métodos de definición no solo reviste interés teórico, sino que resulta 

indispensable para comprender cómo el derecho construye y comunica sus contenidos a 

través del lenguaje. 

V. La relación entre el lenguaje y el derecho. 
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Existe un estrecho vínculo entre el lenguaje y el derecho, lo que justifica su 

incorporación como tema de estudio. Ello se debe a que el derecho se manifiesta y se 

expresa fundamentalmente a través del lenguaje.  

El derecho no es algo que exista de forma espontánea en la naturaleza (como la 

gravedad o la lluvia), sino que se manifiesta a través de las palabras que se utilizan para 

ordenar la conducta de los demás y dar estructura a la realidad. Las normas jurídicas se 

formulan mediante palabras, las decisiones de los jueces se redactan en textos escritos y 

los derechos y obligaciones de las personas suelen establecerse a través de instrumentos 

como contratos, leyes o sentencias. Por esta razón, comprender cómo funciona el 

lenguaje resulta especialmente relevante para quienes se inician en el estudio del 

derecho. 

En este sentido, cabe señalar que el lenguaje jurídico no es otra cosa que un lenguaje 

técnico. Si bien comparte, en lo esencial, las características del lenguaje natural 

utilizado en la comunicación cotidiana, las normas jurídicas incorporan una 

terminología específica mediante la cual se precisa, delimita o redefine el significado de 

determinados términos.  

Algunas palabras del derecho se emplean exclusivamente en este ámbito, como ocurre 

con “usucapión”. Otras, en cambio, como “robo” o “hurto”, también se utilizan en el 

lenguaje común, aunque con un alcance mucho más impreciso que en el ámbito 

jurídico. Ello explica la incorporación de definiciones estipulativas en algunos textos 

normativos, tal como se explicó en el apartado anterior. 

De allí la importancia de comprender ciertas nociones elementales vinculadas con el 

lenguaje antes de adentrarse en el estudio del derecho, ya que ello permitirá interpretar 

con mayor precisión los textos jurídicos y entender con mayor claridad el 

funcionamiento de las normas. 

En este contexto, también es importante advertir que el lenguaje jurídico debe procurar 

un cierto equilibrio. Por un lado, necesita recurrir a términos técnicos que permitan 

formular las normas con precisión. Pero, por otro lado, no debería convertirse en un 

lenguaje completamente inaccesible para la ciudadanía. 

Esta cuestión resulta especialmente relevante si se tiene en cuenta que el derecho utiliza 

el lenguaje para regular la conducta de las personas. A través de normas, decisiones 

judiciales y otros textos jurídicos se orientan conductas, se ordenan determinadas 
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situaciones y se establecen derechos y obligaciones. Por esta razón, resulta fundamental 

que tales disposiciones se formulen de manera clara y comprensible para sus 

destinatarios. 

Como se ha analizado, el derecho se manifiesta y cobra vida a través de las palabras. 

Para superar la ambigüedad propia del lenguaje común, la ciencia jurídica se ha 

esforzado históricamente por consolidar un lenguaje técnico de contornos precisos.  

En este sistema, términos como los que se mencionaron anteriormente adquieren un 

significado exacto y técnico, lo que permite distinguirlos nítidamente de su uso 

cotidiano y otorgar mayor previsibilidad al ordenamiento. Esto es fundamental en 

términos de seguridad jurídica, ya que permite que cualquier persona pueda conocer de 

antemano las consecuencias legales de sus actos, evitando que la aplicación de la ley 

quede sujeta a interpretaciones arbitrarias o caprichosas. 

Sin embargo, esta aspiración de precisión absoluta es difícil de alcanzar en la práctica. 

El discurso jurídico, en última instancia, sigue basándose en la lengua natural de la 

comunidad y, por lo tanto, permanece sujeto a sus mismos cambios, vaivenes e 

indeterminaciones. 

El problema surge cuando, en esa búsqueda de objetividad, el discurso legal se aleja 

excesivamente de la claridad y desarrolla una sintaxis de frases largas o párrafos 

complejos, por mencionar tan solo dos ejemplos posibles.  

Esta pretensión de neutralidad y tecnicismo ha generado, a lo largo del tiempo, una 

brecha profunda entre quien dicta la norma y quien debe cumplirla. Frente a este 

escenario, surge una corriente de pensamiento que se conoce como “lenguaje claro” que 

no propone eliminar los términos técnicos necesarios para la precisión jurídica, sino 

erradicar la complejidad terminológica que suele rodear al derecho.  

En esta misma línea se suele decir que los abogados acostumbran utilizar diez palabras 

cuando podrían usar tres. Para autores que pregonan esta corriente,
5
 una buena escritura 

jurídica no debe diferir del lenguaje ordinario bien escrito; el uso de frases recargadas y 

palabras solemnes no garantiza mayor rigor, sino que, por el contrario, confunde al 

destinatario y oscurece el verdadero propósito de la norma. 

                                                      
5
  Como Wydick, 2005.  
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Un ejemplo frecuente de esta complejidad innecesaria en los expedientes judiciales es el 

uso de la fórmula: “Téngase por cumplimentado el recaudo procesal exigido y, en su 

mérito, hágase saber lo resuelto a los interesados mediante la correspondiente 

notificación por cédula”. En términos sencillos, lo que este párrafo indica es que, como 

se ha cumplido con lo pedido, se debe informar la decisión a las partes mediante una 

cédula de notificación. 

Esta dificultad para comunicar produce una desconexión entre el emisor y el 

destinatario. Además, cuando el lenguaje se vuelve excesivamente complejo, se pierde 

el contacto con la ciudadanía: si una persona no logra comprender qué se le está 

ordenando o qué derecho se le está reconociendo, la comunicación jurídica fracasa.  

Incluso, estudios empíricos revelan que esta confusión alcanza en ocasiones a los 

propios profesionales, quienes repiten fórmulas antiguas por tradición sin analizar 

plenamente su significado actual.
 6

 

En definitiva, el desafío para quienes se inician en el estudio de la Abogacía es 

encontrar un equilibrio: el lenguaje jurídico debe ser técnico para ser preciso, pero debe 

ser claro para ser democrático. 

Como se ha explicado, si el fin del derecho es regular la conducta humana, las normas 

solo pueden cumplir su función si son redactadas en un código que permita la 

comprensión de todos los miembros de la comunidad. La claridad, por lo tanto, no es 

una opción estética, sino una herramienta esencial para garantizar el verdadero acceso a 

la justicia. 

VI. Incertidumbre en la comunicación: ambigüedad y vaguedad. 

El lenguaje natural, es decir, aquel que se emplea en la vida cotidiana para comunicarse, 

presenta ciertas limitaciones estructurales que pueden afectar la precisión del 

intercambio comunicativo. Estas dificultades no son fortuitas, sino que derivan del 

propio diseño del lenguaje. 

Ello obedece a que no existe una palabra distinta para cada objeto particular, para cada 

hecho específico o para cada característica individual. Tal como se señaló 

precedentemente, el lenguaje está diseñado con base en palabras de clase que sirven 

para aludir a grupos o familias de objetos, hechos o propiedades y no con base en 

                                                      
6
 Véase Martinho, 2017. 
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nombres propios de objetos, hechos o propiedades individuales. Así, cuando se habla de 

“contrato”, “bien” o “persona,  no se alude a un caso único, sino a un conjunto de 

situaciones que comparten ciertos rasgos. El lenguaje, entonces, funciona mediante 

palabras que agrupan y clasifican la realidad. 

Es precisamente en el uso de palabras generales donde se encuentra el origen de ciertas 

incertidumbres que pueden frustrar una comunicación lingüística. Este fenómeno 

adquiere especial relevancia en el ámbito jurídico. Si existen dudas sobre el significado 

de un texto legal, ello supone una falta de certeza acerca de cuál es la norma que ese 

texto establece y, por lo tanto, sobre cuál es la solución que corresponde aplicar en un 

caso determinado.  

VI.1. Ambigüedad. Cuestiones generales. 

La ambigüedad es una propiedad del lenguaje por la cual una palabra, expresión u 

oración admite más de un significado posible. En el ámbito del lenguaje natural, esta 

característica no solo no obstaculiza la comunicación, sino que incluso puede facilitarla. 

Ello se explica porque la ambigüedad permite alcanzar una mayor eficiencia 

comunicativa, en la medida en que un mismo término puede emplearse -según el 

contexto- para aludir a distintos significados. 

Sin embargo, la ambigüedad se convierte en un inconveniente cuando se trata de 

discursos que requieren una precisión conceptual. Como se señaló en apartados 

anteriores, el lenguaje jurídico constituye un lenguaje técnico: un lenguaje natural en el 

cual se otorga a determinados vocablos o expresiones un significado delimitado.  

Aunque los textos normativos suelen incorporar definiciones estipulativas destinadas a 

fijar el sentido de ciertos vocablos, ello no impide que la ambigüedad propia del 

lenguaje natural genere, en ocasiones, dificultades interpretativas dentro del 

ordenamiento jurídico. 

Es posible distinguir entre ambigüedad semántica y ambigüedad sintáctica.  

 VI.2. Ambigüedad semántica. 

La ambigüedad semántica de algunas palabras es un fenómeno de público 

conocimiento. El caso más conocido es el de la homonimia accidental, en la cual una 

palabra admite más de un significado, aunque sus orígenes históricos sean diferentes, 

siendo la coincidencia meramente fortuita. Este es el caso, por ejemplo, de la palabra 
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“banco”. Si alguien dice “Estoy en un banco”, se puede dudar si se alude a un asiento o 

a una entidad financiera.  

Existen, en cambio, otros supuestos de ambigüedad semántica, en los cuales la 

coincidencia no es accidental, sino que los múltiples significados de la palabra tienen 

una vinculación entre sí. Así ocurre, por ejemplo, con la “ambigüedad de proceso-

producto”, que se produce cuando uno de los significados posibles refiere a una 

actividad, mientras el otro alude al resultado de esa actividad. Este es el caso de 

palabras como “trabajo”, “estudio” o “dibujo”. Así, si alguien dice “Me gusta el dibujo” 

no habrá certeza sobre si se está refiriendo a la acción de dibujar o al resultado de esa 

actividad.  

En otras ocasiones, la ambigüedad semántica puede generarse cuando una expresión 

tiene un significado vulgar que está vinculado a su uso científico, pero difiere de éste. 

Así sucede, por ejemplo, con la palabra “alcohol”, que es utilizada popularmente con 

una denotación más restringida que la que posee en el discurso químico. 

Asimismo, es dable mencionar como otro caso de ambigüedad semántica, aquel que se 

produce como resultado del uso metafórico de una palabra, uso que con el correr del 

tiempo termina creando un significado autónomo del original. Eso ocurre, por ejemplo, 

con la palabra “arteria”, aplicada vulgarmente para referir a las calles de una ciudad. 

Existen múltiples ejemplos en el ámbito jurídico de problemas interpretativos generados 

por ambigüedades semánticas. Entre ellos, resulta ilustrativo lo dispuesto en el artículo 

2° de la Constitución de la Nación Argentina, el cual establece: “El Gobierno federal 

sostiene el culto católico apostólico romano”.  

Este texto ha generado debates sobre el alcance del término “sostiene”.  Este verbo 

puede interpretarse, entre todos los sentidos posibles, como “profesa”, o como 

“mantiene”, “apoya”, etc. En uno de los sentidos, podría entenderse que el Estado 

asume una posición confesional respecto del culto católico. En el otro, en cambio, es 

dable concluir que la norma solo establece que el gobierno federal debe sostener 

económicamente el culto católico.  

La indeterminación surge porque el texto no especifica cuál de estos sentidos debe 

adoptarse, dejando abierta la selección interpretativa. La Corte Suprema de Justicia de la 

Nación ha entendido que el artículo 2° no establece una religión oficial, sino que 

impone al Estado un deber de sostenimiento principalmente económico del culto 
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católico. De este modo, el tribunal ha seleccionado uno de los sentidos posibles del 

verbo “sostener” y ha descartado otros, resolviendo institucionalmente la ambigüedad 

que el lenguaje natural deja abierta. 

Este ejemplo permite advertir cómo la estructura semántica del lenguaje natural puede 

introducir márgenes de indeterminación también en el ámbito jurídico, que luego deben 

ser resueltos mediante criterios interpretativos extralingüísticos. 

VI.3. Ambigüedad sintáctica.  

La ambigüedad puede producirse también porque una oración presenta una estructura 

sintáctica ambigua que da lugar a varios significados posibles. Es lo que se conoce 

como ambigüedad sintáctica. 

Un caso frecuentemente discutido es el de la conectiva “o”, que puede expresar dos 

tipos de disyunción. La ambigüedad no es de significado, sino de estructura: la misma 

expresión puede dar lugar a dos formas distintas de interpretación.  

En efecto, la conectiva “o” puede entenderse en sentido incluyente (caso en el cual el 

enunciado es verdadero tanto si se verifica una sola de las alternativas como si se 

verifican ambas, es decir que “o” equivale a “y/o”) o en sentido excluyente (caso en el 

cual el enunciado es verdadero si se verifica una de las alternativas, pero no ambas).  

Por ejemplo, si en un restaurante se lee en la carta que “El menú incluye postre o café”, 

en un sentido incluyente podría entenderse que es posible ordenar postre, café o ambos. 

En cambio, en un sentido excluyente, se entendería que puede elegirse postre o café, 

pero no los dos. 

Este tipo de ambigüedad puede aparecer también en el ámbito en el cual rige una 

conectiva. En estos supuestos, si bien se conoce el significado de la conectiva (“y”, “o”, 

etc.) no se sabe con precisión a qué elementos de la oración se aplica.  

Si, en lugar de lo anterior, la carta del restaurante dijera “El menú incluye postre o café 

y bebida”, podría dudarse si el menú incluye “postre” o “café y bebida”, o si incluye 

“postre o café” y “bebida”. La conectiva “o” no es ambigua en su significado, pero no 

está claro qué elementos conecta. 

La ambigüedad sintáctica puede originarse también en las frases de excepción o 

condición. Así, por ejemplo, si se anunciara que “La universidad otorgará becas a 

estudiantes y graduados, siempre que acrediten situación económica vulnerable”, podría 
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dudarse si la condición de acreditar situación económica vulnerable rige solo para 

graduados, o si también alcanza a estudiantes. 

Otra fuente habitual se encuentra en los pronombres. Por caso, si se leyera que “El 

profesor puede desaprobar el examen y exigir su repetición, pero ello debe ser 

notificado al estudiante”, no habría certeza de si lo que debe notificarse es únicamente 

la exigencia de repetición del examen o también la desaprobación.  

Finalmente, es también frecuente que las frases que incluyen adjetivos den lugar a 

equívocos. En efecto, si se dijera que “Se premiará a los alumnos y a los docentes 

destacados”, cabría preguntarse si la calificación de “destacados” alcanza a los 

estudiantes o solo se refiere a los docentes. 

Las ambigüedades sintácticas también pueden presentarse en el ámbito normativo y 

generar problemas interpretativos. Un ejemplo puede encontrarse en el artículo 80 del 

Código Penal de la Nación Argentina, que agrava el homicidio cometido “con 

ensañamiento, alevosía, veneno u otro procedimiento insidioso”.  

La dificultad interpretativa surge del alcance del adjetivo “insidioso”. Desde el punto de 

vista estructural, la expresión admite dos lecturas: por una parte, puede entenderse que 

el tipo agravado comprende el uso de veneno -en cualquier caso- y, además, cualquier 

otro procedimiento insidioso; por otra, puede interpretarse que el adjetivo “insidioso” 

alcanza tanto al veneno como a otros procedimientos. La ambigüedad no reside en el 

significado de los términos, sino en la estructura de la disyunción y en el alcance del 

adjetivo final.  

De lo hasta aquí desarrollado se desprende que el fenómeno de la ambigüedad propio de 

los lenguajes naturales puede manifestarse de diferentes maneras. En el ámbito jurídico 

adquiere una relevancia particular, dado que puede generar problemas interpretativos en 

el ordenamiento.  

Comprender el fenómeno de la ambigüedad -tanto semántica como sintáctica- es, por 

ello, fundamental: permite advertir que muchas discrepancias interpretativas se originan 

en la propia estructura del lenguaje y, en ocasiones, deben resolverse mediante 

herramientas interpretativas que exceden el plano estrictamente lingüístico. 

VII. Vaguedad. 

VII.1. Cuestiones generales.  
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La vaguedad es un fenómeno lingüístico por el cual los límites de aplicación de una 

palabra o expresión no están claramente definidos. Aquí las dudas no surgen de la 

existencia de varios significados posibles, como en el caso de la ambigüedad, sino de 

una imprecisión en el significado de algunos de los términos que integran la oración. 

Al igual que sucede con la ambigüedad, en el contexto del lenguaje natural esta 

característica no representa una dificultad, toda vez que la vaguedad permite adaptar el 

lenguaje al nivel de precisión relativamente bajo que suele requerirse en las 

comunicaciones de la vida cotidiana. 

No obstante, este fenómeno representa una dificultad en el caso de lenguajes técnicos, 

esto es, discursos que requieren una mayor precisión. El lenguaje jurídico no está exento 

de estos inconvenientes, siendo habitual que la vaguedad genere también problemas 

interpretativos en el ordenamiento jurídico. Por tal razón, es oportuno examinar con 

algo más de detenimiento el fenómeno de la vaguedad, así como las causas que lo 

producen. 

VII.2. La textura abierta del lenguaje.  

En relación con las palabras vagas, la realidad puede clasificarse en tres zonas: 

i. Una zona de claridad, en la cual se incluyen aquellos hechos que con 

seguridad son denotados por el término; 

ii. Una zona de oscuridad, integrada por hechos que con certeza quedan 

excluidos de la aplicación del término; y 

iii. Una zona de penumbra, formada por aquellos casos en los cuales se generan 

dudas con respecto a la posibilidad de aplicar o no la palabra en cuestión.  

Todas las palabras son potencialmente vagas. Es decir que todas tienen una zona de 

penumbra. La vaguedad (zona de penumbra) no puede suprimirse por completo, sino 

solo reducirse. Ello obedece a que incluso las palabras más precisas podrían generar 

dudas respecto de sus casos de aplicación. Es decir, incluso términos que parecen 

precisos, pueden volverse problemáticos frente a casos nuevos o no previstos.  

 

Un caso de la vida real puede contribuir a una mejor comprensión de esta idea. Un 

ejemplo sencillo de vaguedad en el lenguaje cotidiano puede encontrarse en la expresión 

“cerca” cuando se utiliza para describir la distancia entre dos lugares.  
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En algunos casos la aplicación del término no genera dudas. Así, por ejemplo, si dos 

casas se encuentran separadas por unos pocos metros, resultará claro que una se 

encuentra cerca de la otra (zona de claridad). Del mismo modo, si dos ciudades se 

encuentran a miles de kilómetros de distancia, difícilmente pueda afirmarse que están 

cerca (zona de oscuridad). 

Sin embargo, existen situaciones intermedias respecto de las cuales pueden surgir dudas. 

Así podría suceder, por ejemplo, cuando dos localidades se encuentran separadas por 

una distancia de cincuenta kilómetros. En estos casos no resulta evidente si corresponde 

o no aplicar el término “cerca”, lo que pone de manifiesto la existencia de una zona de 

penumbra propia de las expresiones vagas. 

Este ejemplo constituye un caso de vaguedad debida a propiedades o características 

que se dan como un continuo. No obstante, existen otros casos de vaguedad que no se 

explican por la existencia de propiedades que se presentan de manera continua y que 

pueden resultar incluso más complejos. 

En ocasiones, la designación de ciertos términos depende de un conjunto de propiedades 

o características, sin que la presencia aislada de cada una de ellas resulte indispensable 

para su aplicación. En estos casos, algunas de las propiedades relevantes pueden estar 

ausentes y, aun así, el término puede emplearse correctamente, en virtud de la presencia 

de otras propiedades pertinentes. Este fenómeno se conoce como vaguedad 

combinatoria.  

Un ejemplo de este último tipo de vaguedad puede encontrarse en la palabra “deporte”. 

En la vida cotidiana, el uso de este término suele asociarse con diversas propiedades, 

tales como la existencia de reglas, la realización de actividad física, el carácter 

competitivo o la participación organizada.  

Sin embargo, ninguna de estas características resulta estrictamente necesaria para la 

aplicación del término. Así, por ejemplo, el ajedrez es considerado un deporte a pesar de 

no implicar una actividad física significativa, mientras que ciertas actividades físicas 

recreativas pueden carecer de un carácter competitivo y, aun así, ser calificadas como 

deportes. En estos casos, el término se aplica en virtud de la presencia de algunas de 

estas propiedades, aun cuando otras se encuentren ausentes, lo que constituye un 

ejemplo de vaguedad combinatoria. 
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Otro caso de vaguedad aún más complejo está constituido por aquellas palabras que no 

solo carecen de propiedades que -consideradas aisladamente- resulten indispensables 

para la aplicación del término, sino que ni siquiera es posible ofrecer un listado 

completo de propiedades para su uso. Ello se debe a que siempre permanece abierta la 

posibilidad de que aparezcan nuevas propiedades o características, no contempladas 

previamente, que justifiquen la aplicación del vocablo. Estamos entonces ante vaguedad 

por relativa indeterminación de propiedades relevantes.  

Un ejemplo ilustrativo puede encontrarse en la palabra “arte”. En la vida cotidiana, este 

término suele asociarse con diversas propiedades, tales como la creatividad, la intención 

expresiva, la originalidad o el valor estético de la obra. Sin embargo, no solo ninguna de 

estas características resulta indispensable para la aplicación del término, sino que 

tampoco es posible ofrecer un listado exhaustivo de propiedades suficientes para 

determinar qué objetos o producciones deben ser considerados arte. A lo largo del 

tiempo han surgido nuevas formas de producción artística que no se ajustan fácilmente a 

los criterios tradicionales y que, sin embargo, son habitualmente consideradas como 

manifestaciones artísticas. Este ejemplo muestra cómo, en la aplicación de algunos 

términos, permanece abierta la posibilidad de que aparezcan nuevas propiedades o 

características que justifiquen su uso. 

VII.3. Implicancias para el derecho.  

La vaguedad del lenguaje se traslada al derecho en tanto éste utiliza el lenguaje. El 

lenguaje del derecho posee textura abierta. Esto significa que, si bien existen casos 

claros que caen bajo un "núcleo de certeza" donde la regla se aplica de forma casi 

automática y lógica, también hay una zona de incertidumbre donde las palabras se 

vuelven vagas. El lenguaje formal busca precisamente fortalecer ese núcleo de certeza, 

proporcionando un "esqueleto" rígido que otorgue previsibilidad al sistema. 

A diferencia de lo que ocurre con la ambigüedad -que en muchos casos podría evitarse 

mediante una redacción más cuidadosa- la vaguedad en el derecho no puede suprimirse 

por completo. En el mejor de los casos, es posible reducir sus efectos o acotar las zonas 

de incertidumbre, pero no eliminarla.  

Precisamente por ello, su estudio adquiere especial relevancia, ya que la identificación 

de las zonas de penumbra y de los casos dudosos permite desarrollar herramientas 

argumentativas más adecuadas para la interpretación de los textos normativos. 
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Un ejemplo de vaguedad en el derecho puede encontrarse en la regulación de la tenencia 

de estupefacientes para consumo personal prevista en el artículo 14 de la Ley 23.737. La 

norma distingue entre la tenencia de estupefacientes destinada al consumo personal y 

aquella que responde a otras finalidades, pero no establece criterios precisos que 

permitan determinar con claridad cuándo una tenencia debe considerarse destinada al 

consumo propio.  

Como consecuencia, el concepto presenta una zona de indeterminación: existen casos 

claros de consumo personal, como sería la posesión de una pequeña cantidad destinada 

al uso inmediato (zona de claridad) y casos claros en los que la tenencia se vincula con 

actividades de comercialización (zona de oscuridad). Sin embargo, también existen 

situaciones intermedias en las que no resulta evidente cómo debe calificarse la 

conducta, lo que evidencia la presencia de una zona de penumbra en la aplicación del 

término. 

Este tipo de problemas no constituye una excepción, sino una característica estructural 

del lenguaje jurídico, lo que explica la centralidad de la interpretación en la práctica del 

derecho. Así, aun cuando una norma se formule mediante términos aparentemente 

claros, siempre es posible que surjan circunstancias nuevas que generen dudas acerca de 

su ámbito de aplicación.  

Puede pensarse en una norma que prohíbe el ingreso de personas a determinada área 

restringida. Al momento de formularse la regla, el término “persona” estaba pensado 

para referirse a seres humanos. Sin embargo, podría plantearse el caso de entidades no 

humanas altamente autónomas (como sistemas robóticos avanzados), lo que generaría 

dudas sobre la extensión del término “persona” en la norma.  

VIII. Reflexiones finales. 

El estudio del lenguaje constituye una herramienta indispensable para comprender el 

derecho. Las normas jurídicas, las sentencias, los contratos y los actos procesales no 

existen al margen de las palabras, sino que se construyen, comunican e interpretan 

mediante ellas. Por eso, analizar cómo funciona el lenguaje permite advertir tanto sus 

posibilidades como sus límites. 

A lo largo del módulo se ha visto que el lenguaje jurídico combina elementos del 

lenguaje natural y del lenguaje técnico. Esa combinación le permite alcanzar mayores 
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niveles de precisión, pero no elimina por completo los problemas propios de toda 

comunicación lingüística.  

La ambigüedad, la vaguedad, la textura abierta de los conceptos y la necesidad de 

definir los términos muestran que la interpretación jurídica no es una actividad 

mecánica, sino una práctica argumentativa que exige criterios de razonabilidad, 

coherencia y justificación. 

De allí que el desafío del derecho no consista únicamente en producir normas 

técnicamente correctas, sino también en formularlas de manera clara, comprensible y 

aplicable. Un lenguaje jurídico excesivamente oscuro puede debilitar la seguridad 

jurídica y alejar a la ciudadanía de la comprensión de sus propios derechos y 

obligaciones. En cambio, un lenguaje preciso y claro contribuye a fortalecer el acceso a 

la justicia, la previsibilidad normativa y la legitimidad democrática del sistema jurídico. 

Por todo ello, el estudio del lenguaje no debe ser considerado un saber auxiliar o 

meramente introductorio, sino una dimensión central de la formación jurídica. 

Comprender el derecho exige entender las palabras con las que el derecho se expresa, 

los sentidos que esas palabras pueden adoptar y los conflictos interpretativos que de 

ellas pueden surgir. 
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ANEXO DE EJERCICIOS MÓDULO I 

 

1. Signos y símbolos.  

Determine si los siguientes fenómenos son signos o símbolos y justifique brevemente su 

respuesta basándose en si existe una relación de causa-efecto o un acuerdo social. 

 

a) Las nubes negras en el cielo como anuncio de tormenta. 

b) El sonido de la sirena de una ambulancia pidiendo paso. 

c) Las huellas de frenado en el asfalto tras un accidente de tránsito. 

d) La "faja de clausura" colocada por la municipalidad en un local. 

e) El color rojo de un semáforo. 

 

2. Clasificación del lenguaje según su estructura. 

Identifique qué tipo de lenguaje se utiliza en cada caso (natural, técnico o formal).  

 

a) Si P entonces Q; es así que P, por lo tanto, Q.  

b) ¿Me pasarías los apuntes de la clase de hoy? 

c) El 'dolo' consiste en la producción de un daño de manera intencional o con manifiesta 

indiferencia por los intereses ajenos.  

d) (x + y)² = x² + 2xy + y².  

e) La “mora” es el retardo en el cumplimiento de la obligación cuando este es imputable 

al deudor.  

 

3. Clasificación del lenguaje normativo según su nivel. 

A partir de la lectura de los siguientes enunciados, identifique a qué nivel de lenguaje 

normativo corresponden (lenguaje-objeto o metalenguaje).  

 

a) “Artículo 961.- Buena fe. Los contratos deben celebrarse, interpretarse y ejecutarse 

de buena fe. Obligan no sólo a lo que está formalmente expresado, sino a todas las 

consecuencias que puedan considerarse comprendidas en ellos, con los alcances en que 

razonablemente se habría obligado un contratante cuidadoso y previsor.” 
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b) Según autores de renombre, la buena fe contractual mencionada en el artículo 961 

implica un deber de colaboración entre las partes.  

c) Los proyectos de ley pueden tener inicio en cualquiera de las Cámaras del Congreso. 

d) "Prohibido estacionar sobre la mano izquierda las 24 horas".  

e) En este manual de estudio se explica que la capacidad de derecho es la aptitud de ser 

titular de derechos y deberes jurídicos.  

 

4. Ejercicio sobre definiciones. 

Determine respecto de las siguientes definiciones cuáles son informativas, estipulativas, 

intensionales o por designación y extensionales o denotativas: 

 

a) Constituye trabajo, a los fines de esta ley, toda actividad lícita que se preste en favor 

de quien tiene la facultad de dirigirla, mediante una remuneración. (art 4°, Ley N° 

20.744) 

b) “Puerto”: construcción artificial desarrollada por el hombre a orillas de algún curso 

de agua, con el objetivo principal de organizar el transporte y comercio de productos 

con otras regiones terrestres. 

c) Son considerados como “continentes” Asia, América, África, Antártida, Europa y 

Oceanía. 

d) A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña, niño y 

adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías 

reconocidos en esta ley. (art. 3°, Ley N° 26.061). 

e) Un “rectángulo” es un paralelogramo que tiene los cuatro ángulos rectos y los lados 

contiguos desiguales 

 

5. Ejercicio sobre ambigüedad. 

Lea siguientes oraciones e indique qué tipo de ambigüedad poseen: 

 

a) El gato está en el garaje. 

b) Los estudiantes pueden consultar el libro o los apuntes. 

c) Me interesa la escritura. 

d) Se prohíbe vender bebidas alcohólicas a menores o en la vía pública, salvo 

autorización. 

e) Laura llegó muy lejos. 
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6. Ejercicio sobre vaguedad. 

Lea la siguiente norma e identifique qué términos puede considerarse que poseen 

vaguedad: 

 

Artículo 184 del Código. - La pena será de tres (3) meses a cuatro (4) años de prisión, 

si mediare cualquiera de las circunstancias siguientes: (…) Producir infección o 

contagio en aves u otros animales domésticos; (…). 

 

 

RESPUESTAS 

 

1. Signos y símbolos. 

a) Signo: relación causal natural (meteorológica). 

b) Símbolo: acuerdo social para identificar una emergencia. 

c) Signo: efecto físico del rozamiento del neumático. 

d) Símbolo: es una convención legal que mediante un acto de autoridad pública 

representa la suspensión de la habilitación de un lugar. 

e) Símbolo: relación arbitraria fijada por normas de tránsito. 

 

2. Clasificación del lenguaje según su estructura. 

a) Lenguaje formal.  

b) Lenguaje natural. 

c) Lenguaje técnico.  

d) Lenguaje formal.  

e) Lenguaje técnico.  

 

3. Clasificación del lenguaje normativo según su nivel. 

a) Lenguaje Objeto.  

b) Metalenguaje.  

c) Metalenguaje. 

d) Lenguaje Objeto.  

e) Metalenguaje. 
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4. Definiciones. 

a) Estipulativa. 

b) Informativa. Intensional o por designación. 

c) Extensional o denotativa. 

d) Estipulativa. 

e) Informativa. Intensional o por designación. 

 

5. Ambigüedad. 

a) Ambigüedad semántica (homonimia accidental). La palabra “gato” puede referir a un 

animal o a una herramienta para levantar autos. 

b) Ambigüedad sintáctica. Podría entenderse que los estudiantes pueden usar cualquiera 

de los dos o ambos. Pero también podría interpretarse que deben elegir uno.  

c) Ambigüedad semántica (ambigüedad proceso-producto). Podría aludirse a la 

actividad de escribir o al texto producido.  

d) Ambigüedad sintáctica. De acuerdo con una primera interpretación, con autorización 

se puede vender a menores y en la vía pública. Pero también podría entenderse que la 

autorización solo exceptúa a la vía pública, pero no a menores. 

e) Ambigüedad semántica (ambigüedad producida por el uso metafórico de una 

palabra). Podría indicase que Laura llegó a un lugar distante o que Laura alcanzó mucho 

éxito 

 

6. Vaguedad. 

La expresión “animales domésticos” es el término más claramente vago, ya que no está 

definido qué animales deben considerarse como domésticos. Podrían surgir casos 

dudosos en el supuesto de ciertos animales criados por el ser humano pero que no son 

considerados tradicionalmente como domésticos (por ejemplo, animales exóticos 

mantenidos como mascotas). 

Ello no excluye que el o la estudiante pueda considerar que otras palabras poseen 

vaguedad y justificarlo. 
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MÓDULO II 

LÓGICA Y ARGUMENTACIÓN:  

HERRAMIENTAS PARA PENSAR EL DERECHO  

Federico Daniel Arrué  

Guillermo Ríos  

I. Vínculos de la lógica con el Derecho.  

La lógica es una ciencia auxiliar para las demás ciencias y disciplinas, entre ellas, el 

Derecho. Tanto en el estudio del Derecho como en su ejercicio, ya sea en el ámbito 

privado o en el ámbito público, el profesional encuentra diversas normas de cuya 

consideración conjunta pueden derivarse otras normas que requieren algún tipo de 

interpretación, proceso en el cual interviene la lógica.  

Asimismo, en la práctica jurídica es habitual que algunos hechos se conozcan y estén 

probados y que haya otros que no; sin embargo, tampoco es infrecuente que éstos 

últimos puedan establecerse con mayor o menor grado de certeza a partir de los 

primeros. La lógica sirve también para elaborar ese vínculo entre lo sabido y lo 

desconocido. En esa línea, subsumir hechos particulares en normas generales, requiere 

un proceso lógico.  

Por otra parte, la actividad jurídica es en buena medida una labor argumentativa, y la 

lógica contribuye a elaborar una argumentación fundada y ordenada; así como también 

a advertir y refutar posibles errores en el razonamiento de quienes sostienen posturas 

adversas. 

En suma, conocer aspectos esenciales de la lógica es de máxima importancia para el 

estudio teórico y para el ejercicio del derecho. Estas cuestiones quedarán evidenciadas y 

ejemplificadas a lo largo de este Módulo.  

II. La lógica. Tipo de ciencia y objeto de estudio.  

La lógica es una ciencia de tipo formal. Esto quiere decir que estudia entidades 

abstractas o ideales y no fenómenos del mundo material. Específicamente, la lógica 

estudia los razonamientos, para distinguir los válidos (o correctos) de los inválidos (o 

incorrectos).  
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Un razonamiento es un tipo especial de pensamiento en el cual se parte de premisas y se 

llega a una conclusión, por medio de un nexo entre ambos llamado inferencia.  Un 

razonamiento es válido (o correcto) cuando traslada la verdad de la premisas a la 

conclusión. Es decir que, en un razonamiento válido, si las premisas son verdaderas, la 

conclusión necesariamente es verdadera, porque la verdad pasa siempre de premisas a 

conclusión. 

En cambio, un razonamiento es inválido (o incorrecto) cuando no está asegurado el 

traslado de la verdad de las premisas a la conclusión. Es decir, que puede partirse de 

premisas verdaderas y llegarse a una conclusión falsa. No hay garantía del efectivo pase 

de la verdad de premisas a conclusión.  

Nótese que la lógica no se ocupa de si las premisas efectivamente son verdaderas o si no 

lo son. Sólo nos asegura que si las premisas son verdaderas, en un razonamiento 

lógicamente válido, esa verdad pasará a la conclusión.  

II.1. Las estructuras lógicas. 

Se ha dicho con anterioridad que la lógica se ocupa de los razonamientos. Éstos están 

compuestos por proposiciones; y las proposiciones, a su vez, por términos.  

Las tres estructuras lógicas básicas son, entonces, los términos, las proposiciones y los 

razonamientos. Los analizaremos seguidamente:  

II.2 Los términos.  

Los términos son unidades de significación más pequeñas. Algunos términos coinciden 

con una única palabra –por ejemplo: estudiante-; otros se expresan con varias palabras. -

Por ejemplo: estudiante universitario-. 

Los términos no afirman ni niegan nada de la realidad. En nuestro ejemplo, con el 

término estudiante universitario no se dice que el estudiante universitario sea o no sea 

(algo), ni que tenga o no tenga, ni que haga o no haga, etc.  
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Como los términos no afirman ni niegan, no puede predicarse de ellos verdad o 

falsedad. No son ni verdaderos ni falsos porque no se dice nada sobre ellos. Los 

términos componen las proposiciones.  

II.3 Las proposiciones.  

II.3.1 Consideraciones generales 

A diferencia de los términos, las proposiciones afirman o niegan sobre la realidad. 

Como dan información sobre el mundo, sobre ellas puede decirse que son verdaderas o 

falsas.  

Las proposiciones son verdaderas cuando existe una correspondencia entre lo que dicen 

y la realidad misma (por ejemplo: El robo es un delito). En cambio, son falsas cuando 

no existe tal correspondencia con la realidad (por ejemplo: No saludar es un delito). Sin 

embargo, no es incumbencia de la lógica pronunciarse acerca de la verdad o no de las 

proposiciones, sino del traspaso de su eventual verdad de una premisa a una conclusión.   

A partir de lo dicho, se descartan como proposiciones las preguntas, las exclamaciones 

y las órdenes, ya que ellas no se corresponden con la función informativa del lenguaje, 

ni tampoco de ellas puede predicarse verdad ni falsedad.  

Las proposiciones, entonces, integran los razonamientos y están compuestas por 

términos.  

II.3.2. Estructura de las proposiciones 

En una proposición se establece una relación entre los términos que la componen. Así se 

forma un enunciado, afirmativo o negativo. Poseen un término sujeto: del que se dice 

algo; un término predicado: lo que se atribuye al sujeto; y una cópula: a través de la 

cual se relacionan uno y otro, a modo de declaración. 

 

 

II.3.3. Forma típica de las proposiciones 



42 
 

Cuando la proposición tiene una forma típica, la cópula es alguna variante del verbo 

“ser”. Por ejemplo, en la proposición: Juan es estudiante universitario encontramos la 

cópula es; Juan es el término sujeto y estudiante universitario es el término predicado.  

Si la proposición no se ajusta a esa forma típica (con el verbo “ser” o alguna de sus 

conjugaciones), las proposiciones pueden ser reformuladas para que adquieran esa 

forma. Por ejemplo: La proposición María ejerce la abogacía puede reformularse en 

una forma típica como María es abogada en ejercicio.  

II.3.4. Forma lógica de las proposiciones. 

Asimismo, las proposiciones pueden adoptar una forma lógica, que es una 

simplificación simbólica. El término sujeto se señala como S (u otra letra), el término 

predicado como P (u otra letra) y la cópula con el verbo es. Así, la forma lógica de 

María es abogada es S es P (o, si se prefiere, para hacerlo más intuitivo, M  -de María- 

es A -de abogada-). 

II.3.5. Clasificación de las proposiciones 

Las proposiciones se pueden clasificar según distintos criterios: 

i. Según su composición:  

 Proposiciones simples: son indivisibles, no pueden descomponerse en partes que 

sean a su vez proposiciones. Son las mínimas unidades de las que tiene sentido 

predicar verdad o falsedad. Ejemplo: “Juan es estudiante de abogacía”. 

 Proposiciones compuestas: son divisibles. Pueden descomponerse en 

proposiciones simples unidas por conectivas. Las conectivas más frecuentes son: 

"y", "o", “si... entonces...” y “si y sólo si… entonces…”. Así, dentro de las 

proposiciones compuestas tenemos: 

- Proposiciones conjuntivas: afirman simultáneamente dos proposiciones 

mediante el nexo "y". Ejemplo: “Juan es abogado y Pedro es contador”. 

Puede descomponerse en “Juan es abogado” (por una parte) y “Pedro es 

contador” (por otra). 

- Proposiciones disyuntivas: contienen dos o más proposiciones unidas 

mediante el nexo “o”, donde unas se presentan como alternativas de las 

otras. Las proposiciones disyuntivas, a su vez, pueden ser: 
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a. Excluyentes (o fuertes): o lo uno o lo otro, pero no ambos. Ejemplo: 

“Pedro participa en el juicio como juez o participa como defensor” 

(No puede participar como juez y como defensor a la vez). En latín, 

este “o” se escribe “aut”.  

b. Incluyentes (o débil): o lo uno o lo otro o ambos. Puede escribirse 

como “y/o”.  Ejemplo: “Pedro es abogado o es contador” (puede 

tener los dos títulos). En latín, este “o” se escribe “vel”, de forma tal 

que se diferencia de la disyunción “aut”.  

Si no se hace ninguna aclaración o no surge de forma clara del contexto, 

debe entenderse que la disyunción es incluyente (o débil). 

- Proposiciones condicionales y bicondicionales, las que analizaremos desde 

otro punto de vista: por oposición a las categóricas.  

 

ii. Según su condicionalidad: 

 Proposiciones categóricas: Afirman o niegan, sin más. La afirmación o 

negación no está supeditada o condicionada a nada. Ejemplo: “Julieta será 

nombrada Jueza”. Se lo afirma, sin que ello dependa de ningún otro hecho. 

 Proposiciones condicionales o hipotéticas: contienen dos partes:  

- Antecedente (encabezado por "si…"). 

-Consecuente (encabezado por "entonces…", aunque a veces el “entonces” se 

sustituye por una coma). 

El consecuente se presenta condicionado al antecedente con lo que una proposición 

depende de la otra proposición. Ejemplo: “Si Santiago es inocente entonces Santiago 

será liberado”. No se está afirmando que “Santiago será liberado” ni tampoco que “es 

inocente”, sino que será liberado “si” es inocente. El hecho de que sea liberado está 

condicionado al hecho de que sea inocente.  

Utilizando una coma en lugar de “entonces”, nuestro ejemplo queda: “Si Santiago es 

inocente, Santiago será liberado”. O incluso puede evitar repetirse el sujeto, con lo que 

nuestro ejemplo quedaría: “Si Santiago es inocente, será liberado”. 

 Proposiciones bicondicionales: al igual que las condicionales, contienen dos 

partes, pero están unidas por el conectivo “Si y sólo si… entonces…”. De esta 
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forma, cada parte depende de la otra. No hay forma de que sea verdad una y no 

verdad la otra. Por ejemplo: “Si y sólo si Antonia es ciudadana entonces Antonia 

es electora”.  

Al igual que en una condicional, el consecuente se da si se produce el antecedente: 

“Antonia es electora” si “Antonia es ciudadana”. Pero aquí se nos dice además que no 

existe otro hecho que haga que Antonia sea electora más que el hecho de que sea 

ciudadana.  

Esto implica que puede alterarse el orden de antecedente y consecuente sin que cambie 

la relación lógica. Si y sólo si Antonia es ciudadana entonces Antonia es electora es 

equivalente a decir  Si y sólo si Antonia es electora entonces Antonia es ciudadana.  

 

iii. Según su cantidad:  

 Proposiciones universales: se refieren a todos los miembros de la clase 

designada por su término sujeto. Ejemplo: “Todos los argentinos son 

sudamericanos”. 

 Proposiciones particulares: se refieren solamente a algunos miembros de la 

clase designada por su término sujeto. Ejemplo: “Algunos sudamericanos son 

argentinos”. 

 

iv. Según su cualidad:  

 Proposiciones afirmativas: señalan que el sujeto es. Ejemplo: “Lima es una 

ciudad capital”. 

 Proposiciones negativas: señalan que el sujeto no es.  Ejemplo: “España no es 

parte del Mercosur”. 
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v. Según su cualidad y su cantidad a la vez  

Combinando los dos criterios anteriores, se obtienen las cuatro proposiciones clásicas: 

 Proposiciones universales afirmativas: Su forma lógica: Todos los S son P. 

Ejemplo: “Todos los abogados son empleados”. 

 Proposiciones universales negativas: Ningún S es P. Ejemplo: “Ningún abogado 

es empleado”. 

 Proposiciones particulares afirmativas: Algunos S son P. Ejemplo: “Algunos 

abogados son empleados”. 

 Proposiciones particulares negativas: Algunos S no son P. Ejemplo: “Algunos 

abogados no son empleados”. 

 

III. Los razonamientos.  

III.1. Consideraciones generales. 

En los apartados anteriores se ha afirmado que un razonamiento es un tipo especial de 

pensamiento en el cual se derivan conclusiones a partir de premisas, y que está 

compuesto por proposiciones.  

En el razonamiento se elabora entonces una proposición (conclusión: punto al que se 

llega) sobre la base de otras proposiciones (premisas: punto de partida que sustenta la 

conclusión). Así, supone como mínimo una premisa y una conclusión. Asimismo, las 

premisas y la conclusión están conectadas por un nexo, aunque a veces éste es tácito. 

En definitiva, la estructura del razonamiento posee tres elementos: premisas, 
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conclusión, y nexo. 

Por Ejemplo:  

Todos los bahienses son argentinos (Premisa) 

Todos los argentinos son hispanoamericanos (Premisa) 

Por lo tanto (Nexo) todos los bahienses son hispanoamericanos (Conclusión) 

El proceso por el que se llega a una conclusión a partir de las premisas se denomina 

inferencia.  

III.2. Razonamientos válidos e inválidos.  

De los razonamientos no puede predicarse verdad o falsedad, porque son una relación 

de proposiciones (sobre las que sí puede decirse que son verdaderas o falsas). Todo lo 

que puede decirse con respecto a ellos es si son válidos (o correctos) o inválidos (o 

incorrectos) y precisamente la función de la lógica es esa, diferenciar unos de otros. 

Son válidos si la verdad de las premisas hace que la conclusión también sea verdadera y 

son inválidos si, pese a partir de premisas verdaderas, podría llegar a arribarse a una 

conclusión falsa.  

III.3. Razonamientos en forma lógica. 

Siendo que los razonamientos están compuestos por proposiciones y que éstas pueden 

adoptar forma lógica; los razonamientos también pueden plantearse de ese modo.  

El ejemplo anterior, en su forma lógica, queda expresado como 

Todos los B son A                 

Todos los A son H 

(Por lo tanto) todos los B son H 

 

Debemos tener en cuenta que ninguna proposición es en sí misma una premisa o una 

conclusión. Su carácter de premisa o conclusión es relativo, por lo que una misma 

proposición puede ser premisa en un texto y conclusión en otro. 

En el ejemplo anterior, la proposición Todos los bahienses son hispanoamericanos era 

conclusión. Veremos un ejemplo en donde la misma proposición es premisa: 
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Todos los bahienses son hispanoamericanos (premisa) 

Todos los hispanoamericanos son americanos (premisa) 

Todos los bahienses son americanos (conclusión) 

 

Asimismo, la conclusión puede encontrarse localizada en diferentes lugares del 

razonamiento. El lugar donde se ubica no influye en la relación lógica entre premisas y 

conclusión. Seguirá siendo el mismo razonamiento anterior si la conclusión fuera 

ubicada al principio:  

Todos los bahienses son americanos, puesto que todos los bahienses son 

hispanoamericanos y todos los hispanoamericanos son americanos.  

 

Entonces, para reconocer en un razonamiento cuáles son las premisas y cuál es la 

conclusión, es importante identificar los nexos.  

Algunos nexos indican que las premisas están antes que ellos y que la conclusión es lo 

que está después (esquema premisas-nexo-conclusión). Entre ellos, es posible destacar 

los siguientes: por lo tanto, luego, por ende, en consecuencia, de ahí que, 

correspondientemente, consecuentemente, lo cual prueba que, como resultado, por esta 

razón/es, se sigue que, podemos inferir que, concluyo que, lo cual muestra que, lo cual 

significa que, lo cual implica que. 
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Otros nexos indican que la conclusión está antes que ellos y las premisas después 

(esquema conclusión-nexo-premisas). Entre ellos se destacan los siguientes: porque, 

pues, dado que, puesto que, ya que, a causa de, se sigue de, como muestra, como es 

indicado por, la razón es que, por las siguientes razones, se puede inferir que, se puede 

derivar de, se puede deducir de, en vista de que. 

 

IV. Falacias. 

Una parte tradicional del estudio de la lógica ha sido el examen y el análisis de las 

falacias, que son errores muy frecuentes y naturales del razonamiento. 

Las falacias son razonamientos inválidos, es decir, que no trasladan la verdad de las 

premisas a la conclusión. Sin embargo, su estudio es relevante dado que son argumentos 

que suelen ser persuasivos y su conocimiento es importante precisamente para evitar 

que sean confundidos con argumentos lógicamente válidos.   

Algunas  falacias conllevan una intención de engaño y otros son simplemente errores. 

El punto central es que es habitual que en algunos casos logran convencer a la audiencia 

a quien van dirigidos. 

Una falacia no implica necesariamente que las premisas de las que se parta sean falsas 

ni que la conclusión a la que se llega sea falsa, sino, como se dijo, que no existe garantía 

de que aunque efectivamente las premisas sean verdaderas la conclusión también lo sea.  

Las falacias se clasifican, en primera medida, en formales y no formales.  

 Las falacias formales importan un error en la construcción lógica del 

razonamiento. Son tratadas puntualmente por la lógica. 

 Las falacias no formales: aquí el error o confusión no pasa por la estructura 

lógica sino por su contenido. Las falacias no formales se dividen a su vez en: 

i. Falacias de atinencia: no existe una relación real entre las premisas y la 

conclusión. La relación es sólo psicológica, aparente. 
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ii. Falacias de ambigüedad: se valen de significados distintos de una misma 

palabra, que, sin embargo, en el razonamiento se plantean como si fueran el 

mismo.   

Si bien en la literatura especializada de la lógica se han identificado muchas falacias, en 

este cuadernillo sólo nos ocuparemos de algunas de las más frecuentes, que también son 

conocidas por sus nombres en latín. 

Se verán en primera medida las falacias no formales y luego, las falacias formales serán 

analizadas en el marco de los razonamientos deductivos.   

IV.1. Falacias de atinencia 

En estos razonamientos, las conclusiones no tienen relación de atinencia (es decir, 

relación) lógica con sus premisas, pero sí tienen atinencia psicológica, lo que explica 

que puedan (equivocadamente) tenerse por razonamientos válidos y tengan poder de 

persuasión. Es decir: en las falacias de atinencia la conclusión se funda en premisas que 

no son pertinentes, que no hacen a la cuestión.  

a. Apelación a la piedad (Ad misericordiam)  

Se comete esta falacia, cuando para conseguir que se acepte una determinada 

conclusión, se apela a razones vinculadas con circunstancias penosas en las que se 

encuentra quien hace la afirmación o el sujeto respecto del cual se hace la afirmación, a 

fin de despertar la misericordia o altruismo de la audiencia.  

Es una falacia de apelación a la piedad una afirmación como la siguiente: “Este hombre, 

que siempre ha tenido una vida dura y vive en la pobreza, no puede ser culpable de 

amenazas”.  

b. Apelación a la fuerza (Ad baculum)  

Se comete esta falacia cuando se intenta forzar una conclusión inatinente, utilizando 

como base de sustentación la amenaza del uso de la fuerza o consecuencias negativas 

para quien se niegue a aceptarla. Esta amenaza o advertencia puede ser más o menos 

sutil. 

Es una falacia de apelación a la fuerza, por ejemplo: “Ese hombre es culpable porque si 

no es culpable habrá manifestaciones populares por toda la ciudad” o “Ese dato es falso 

dado que si es verdadero las consecuencias políticas serán terribles”.     

c. Apelación al pueblo (Ad populum)  
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Se comete esta falacia, cuando una afirmación se sustenta en el hecho de que todo el 

mundo o un grupo determinado de personas consideran que así lo es. Ese acuerdo 

general puede ser expreso o puede reflejarse en actitudes (como, por ejemplo, la compra 

masiva de un producto, de lo cual se intenta concluir que el producto es bueno). 

Sin embargo se está ante una falacia ya que el asentimiento general no demuestra 

verdad. El pueblo puede incluso cambiar de opinión sin que cambien los hechos sobre 

los que está opinando. Es una falacia de apelación al pueblo, por ejemplo: “Ese 

legislador es corrupto: todo el mundo lo sabe”.  

d. Argumento por la ignorancia (Ad ignorantiam)  

Se comete esta falacia, cuando se argumenta que una proposición es verdadera, sobre 

la base que nadie ha demostrado su falsedad; o bien se argumenta su falsedad, porque 

nadie ha demostrado su verdad.  

Es decir, a partir de la ignorancia, se pretende desprender una certeza. Sin embargo, 

debe recordarse que nuestra ignorancia sobre cómo probar o refutar una proposición no 

implica su verdad ni su falsedad. 

Son falacias por la ignorancia afirmaciones como: “Las brujas existen puesto que no se 

ha podido demostrar que no las hay” o “No se ha demostrado que Dios existe, por lo 

tanto, Dios no existe.” 

Debemos aclarar aquí que el derecho puede establecer presunciones legales para el caso 

de duda. Es decir, señalar que la ignorancia debe entenderse en algún sentido. Por 

ejemplo, el “principio de inocencia” que implica que, si no se pudo demostrar que una 

persona es penalmente culpable, entonces es inocente. Aplicar principios como ese, no 

implica incurrir en una falacia dado que el sustento de la conclusión última está en la 

norma que crea la presunción.   

e.  Apelación inapropiada a la autoridad (Ad verecundiam)  

Se comete esta falacia, cuando se cita la opinión de alguna persona reconocida, como 

razón para creer en la verdad de una afirmación, pero la persona en cuestión no tiene 

autoridad en la materia en discusión, por estar fuera del campo de su especialidad.  

La apelación es totalmente inapropiada, ya que no se trata de una autoridad capacitada 

para expedirse sobre el tema. Es una falacia de apelación inapropiada a la autoridad una 

afirmación como “La ley se ajusta a la Constitución porque así lo ha afirmado el 

campeón del mundo de fútbol”. 
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En el Derecho es habitual que, para fundamentar un argumento, se recurra a la opinión 

de especialistas en la materia. Esto se denomina doctrina. Argumentar fundando en 

doctrina no se considera una falacia de apelación inapropiada a la autoridad pues se está 

ante una autoridad en el tema y, en última instancia, hay una remisión expresa o tácita al 

argumento que tiene dicha autoridad para sostener su parecer. Aunque, más allá de esto, 

que una postura sea mayoritaria o unívocamente sostenida por la doctrina no implica 

necesariamente que sea correcta ni que no pueda argumentarse en contra.  

f. Argumento contra el hombre (Ad hominem) 

Se comete esta falacia cuando se trata de persuadir sobre la falsedad de una proposición, 

atacando a la persona que la afirma o defiende, por ciertas características propias de 

esa persona.  

Sin embargo, las características de una persona carecen de relevancia lógica para 

invalidar su discurso. No debe confundirse la idea con aquél que la manifiesta. Incluso 

una misma idea puede ser expresada por distintas personas con condiciones muy 

diversa.  

Es una falacia de argumento contra el hombre una afirmación como “La opinión legal 

de Manuel sobre el Derecho de la Salud no puede ser tomada en cuenta porque Manuel 

nunca estuvo enfermo de gravedad”. Si se considera falsa la postura de Manuel, debe 

cuestionarse dicha postura y no su condición personal. Debe atacarse el argumento de 

Manuel y no a Manuel.  

Lo mismo ocurre si el argumento se centra en la reputación de una persona. Así, es una 

falacia, por ejemplo “La opinión legal de Manuel no puede ser tomada en cuenta porque 

Manuel es mala persona”.  

IV.2. Falacias de ambigüedad 

En ellas el error es no tener en cuenta la ambigüedad (más de un significado) o bien de 

la vaguedad (falta de precisión) de ciertos términos o ciertas expresiones usadas en la 

formulación de los razonamientos. 

Entre las más frecuentes se encuentran:  

a. Equívoco 
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La mayoría de las palabras tienen más de un sentido literal. A partir de esto se incurre 

en una falacia si se confunden -en forma intencional o accidental- los diferentes 

significados de una palabra, empleándolos como si fuera el mismo.   

Es una falacia de equívoco una afirmación como “Las arañas son seres vivos. Yo tengo 

una araña que tiene cinco focos de luz. Por lo tanto, yo tengo un ser vivo con cinco 

focos de luz”. Se confunde “araña” como ser vivo y “araña” como artefacto de 

iluminación. 

Claro está que la falacia es más difícil de detectar cuando los significados de una 

palabra, si bien distintos, están relacionados unos con otros. Por ejemplo, “mayor” 

como legalmente “mayor” de edad y “mayor” como ya anciano.   

b. Composición 

Se aplica a dos tipos de razonamientos incorrectos relacionados entre sí.  

En el primero, se comete esta falacia cuando a partir de propiedades de las partes de un 

todo se atribuye esa misma propiedad al todo. Por ejemplo, en la afirmación “Cada 

parte del proceso es breve por lo tanto todo el proceso es breve”. Es posible que cada 

parte del proceso efectivamente sea breve (verdad de la premisa) pero que el proceso en 

su conjunto no lo sea (falsedad de la conclusión) pues puede ocurrir que el proceso 

conste de muchas partes que lo tornen de larga duración.  

El segundo caso de falacia de composición ocurre cuando la comparación de las partes 

individuales de dos conjuntos distintos, se traslada a la comparación de cada uno de 

esos dos conjuntos como un todo.  

Por ejemplo, en la afirmación: “Los jueces ganan más sueldo que los empleados 

administrativos de los juzgados. Por lo tanto, el gasto en sueldo de jueces es mayor que 

el gasto en empleados administrativos de los juzgados”. La primera afirmación puede 

ser verdadera pero la segunda no si, por ejemplo, hay muchos más empleados 

administrativos que jueces, con lo cual el conjunto de empleados insume gasto en 

salario mayor que el conjunto de jueces pese a que cada juez como individuo tenga un 

salario mayor que cada uno de los empleados administrativos.   

c. División 

Es la falacia inversa de la composición. Se aplica a dos tipos de razonamientos 

incorrectos relacionados entre sí. 
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El primero consiste en argumentar falazmente que lo que es verdad de un todo, también 

debe ser cierto de cada una de sus partes. Por ejemplo en la afirmación: “La Justicia de 

Bahía Blanca trabaja muy bien y Ricardo es empleado de la Justicia de Bahía Blanca. 

Por lo tanto, Ricardo trabaja muy bien”. Pueden ser verdaderas las premisas, pero no la 

conclusión, pues la Justicia en su conjunto puede trabajar muy bien pese a que 

específicamente el empleado Ricardo no lo haga así.  

El segundo caso se da cuando una afirmación relativa a la comparación de dos 

conjuntos -cada uno como un todo- se traslada a partes individuales de los conjuntos. 

Esta falacia se advierte, por ejemplo, en la afirmación “La Justicia de La Plata tiene más 

causas por año que la justicia de Bahía Blanca. Por lo tanto, el juez Juan de La Plata 

tiene más causas por año que el juez Pedro de Bahía Blanca”. La premisa puede ser 

verdadera pero la conclusión falsa, pues no hay ninguna garantía de que Juan tenga más 

causas que Pedro. Puede que La Plata tenga mayor número de jueces o que no todos 

tengan asignadas la misma proporción de causas.    

 

V. Razonamientos deductivos y falacias formales. 
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Un razonamiento deductivo es aquél en el que la conclusión está implícita en las 

premisas, y siempre que esté correctamente formulado (y, por lo tanto, sea lógicamente 

válido), garantizará que, si sus premisas son verdaderas su conclusión también lo será.  

Suele decirse que un razonamiento deductivo es aquél que parte de una o más premisas 

generales y llega a una conclusión particular. O, de modo más sucinto, que es aquél 

razonamiento que va de lo general a lo particular; que individualiza.  

Uno de los ejemplos clásicos de deducción se ajusta bien a lo dicho: “Todos los 

hombres son mortales. Sócrates es hombre. En conclusión: Sócrates es mortal”. De la 

premisa general referente a todos los hombres se extrae una conclusión sobre uno de 

ellos: Sócrates. 

La idea expresada referente a que la deducción va de lo general a lo particular puede 

servir como regla para identificar algunos razonamientos deductivos, pero no es 

aplicable a todos ni define su esencia.  

El punto central no es que las premisas sean generales y la conclusión particular, sino 

que la verdad de las premisas pasa a la conclusión. En el ejemplo: si es verdad que 

“todos los hombres son mortales” y si es verdad que “Sócrates es hombre”, entonces 

necesariamente es verdad también que “Sócrates es mortal”.  

V.1. Silogismo. 

El silogismo es un tipo de razonamiento deductivo compuesto de dos premisas y una 

conclusión. El antes citado ejemplo de Sócrates es un silogismo. 

Existen distintos tipos de silogismo dependiendo de los tipos de proposiciones que 

contienen. En este Módulo analizaremos tres tipos de silogismos: el disyuntivo, el 

hipotético puro y el hipotético mixto. En el marco de éste último, veremos dos falacias 

formales: la de afirmación del consecuente y la de negación del antecedente.  

Existe también otro silogismo muy común, el denominado categórico puro, en el cual 

las dos premisas revisten este carácter. Sin embargo, por su complejidad al momento de 

establecer cuándo es válido y cuándo no, no será desarrollado.  
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V.1.1. Silogismo disyuntivo –también llamado alternativo-. 

Este silogismo tiene como una de sus premisas una disyunción. De allí obtiene su 

nombre. La disyunción plantea dos posibilidades sin afirmar o negar la verdad de una o 

de otra. Ejemplo de premisa de disyunción: “La denuncia fue hecha por la víctima o la 

denuncia fue hecha por otra persona”.  

La otra premisa de este silogismo afirma o niega una de las posibilidades que plantea 

la primera premisa.  

Así, continuando el ejemplo, esta segunda premisa podría ser cualquiera de estas cuatro 

variantes:  

- La denuncia no fue hecha por la víctima. (Niega la primera posibilidad) 

- La denuncia no fue hecha por otra persona. (Niega la segunda posibilidad) 

- La denuncia fue hecha por la víctima. (Afirma la primera posibilidad) 

- La denuncia fue hecha por otra persona. (Afirma la segunda posibilidad) 

Finalmente, la conclusión afirma o niega en relación a la posibilidad que no fue 

nombrada en la segunda premisa, haciendo lo opuesto. Si la segunda premisa afirmó, la 

conclusión niega. Y si la segunda premisa negó, la conclusión afirma.   

Así, podemos tener cuatro formas de este silogismo, según la variante de la segunda 

premisa (la categórica). Pero, como veremos, sólo dos de ellas son lógicamente válidas. 
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 Primer caso: 

La denuncia fue hecha por la víctima o por otra persona. (Primera premisa: 

disyunción). 

La denuncia no fue hecha por la víctima. (Segunda premisa: Negación de una 

posibilidad de la disyunción). 

Entonces la denuncia fue hecha por otra persona. (Conclusión: Afirma la posibilidad 

no negada). 

Puede mostrarse gráficamente: 

Premisa: D es V o D es P 

Premisa: D no es V 

Conclusión: D es P 

 

 Segundo caso: 

La denuncia fue hecha por la víctima o por otra persona. (Primera premisa: disyunción) 

La denuncia no fue hecha por otra persona. (Segunda premisa: negación de la otra 

posibilidad de la disyunción) 

Entonces la denuncia fue hecha por la víctima. (Conclusión: Afirma la posibilidad no 

negada) 

Puede mostrarse gráficamente: 

Premisa: D es V o  D es P 

Premisa: D no es P 

Conclusión: D es V 

 

Estos dos razonamientos deductivos son válidos. En el primer ejemplo: Si es verdad que 

la denuncia fue hecha por la víctima o por otra persona; y si es verdad que la denuncia 

no fue hecha por la víctima; entonces, necesariamente, la denuncia fue hecha por otra 

persona. El segundo caso es equivalente al primero. 
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Entonces: cuando se niega una posibilidad de las dos planteadas en la disyunción es 

válido afirmar como conclusión la otra posibilidad.  

 

Pero existen otros dos razonamientos son lógicamente inválidos: 

 Tercer caso: 

La denuncia fue hecha por la víctima o por otra persona. (Primera premisa: disyunción) 

La denuncia fue hecha por la víctima. (Segunda premisa: afirmación de una posibilidad 

de la disyunción) 

Entonces la denuncia no fue hecha por otra persona. (Conclusión: Negación de la 

premisa no afirmada) 

Puede mostrarse gráficamente: 

Premisa: D es V o D es P 

Premisa: D es V 

Conclusión: D no es P 

 

 Cuarto caso: 

La denuncia fue hecha por la víctima, o por otra persona. (Disyunción). 

La denuncia fue hecha por otra persona. (Segunda premisa: afirmación de la otra 

posibilidad de la disyunción). 

Entonces la denuncia no fue hecha por la víctima. (Conclusión: Negación de la premisa 

no afirmada). 

Puede mostrarse gráficamente: 

Premisa: D es V o D es P 

Premisa: D es P 

Conclusión: D no es V 

La invalidez del tercer y del cuarto caso se debe a que, salvo que se diga lo contrario o 

surja de forma indiscutible del contexto, interpretamos que la disyunción “o” es una 

disyunción débil.  



58 
 

Es decir, que es equivalente a “y/o”. Por lo tanto, en el ejemplo, afirmar que la denuncia 

fue hecha por la víctima no implica que la denuncia no fuera hecha –también- por otra 

persona. Puede que la víctima y un tercero hayan denunciado ambos. Es posible, 

entonces, que aunque sea verdad que la denuncia fue hecha por la víctima o por otra 

persona y también que la denuncia fue hecha por la víctima, no sea verdad que la 

denuncia no fue hecha por otra persona. 

En sentido similar, afirmar que la denuncia fue hecha por una tercera persona no 

implica que no pueda haber sido efectuada -también- por la propia víctima.  

Entonces, si en la segunda premisa se afirma una posibilidad, no podemos tener un 

razonamiento lógicamente válido negando en la conclusión la otra posibilidad, pues 

pueden concurrir ambas.  

Por el contrario, si se indicara que la disyunción “o” de la primera premisa –en el 

ejemplo: “La denuncia fue hecha por la víctima o por otra persona”- es una disyunción 

fuerte –esto es: que es una u otra, pero jamás ambas-; entonces los razonamientos 

tercero y cuarto también serían válidos. Pues si afirmamos una posibilidad tenemos 

certeza en la negación de la otra posibilidad porque no pueden darse las dos 

conjuntamente.  

V.1.2. Silogismo hipotético puro. 

Se caracteriza por tener como premisas y como conclusión, proposiciones condicionales 

(o hipotéticas). De allí su nombre. 

Tal como vimos, la proposición hipotética se divide en dos partes: la que sigue al 

término si: antecedente; y la que sigue al término entonces –o un equivalente-: el 
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consecuente. El consecuente es lo que se da si se da el antecedente. Es decir que el 

consecuente depende del antecedente. 

Por ejemplo, una proposición hipotética es “Si Josefa es líder de su partido entonces 

Josefa es cabeza de la lista”. En ella “Josefa es líder de su partido” es el antecedente y 

“Josefa es cabeza de la lista” es el consecuente. Esto quiere decir que la consecuencia de 

que Josefa sea (eventualmente) líder de su partido es que Josefa sea cabeza de la lista.  

La proposición hipotética (o condicional), en sí, no afirma ni niega que se dé el 

antecedente o el consecuente. Sólo indica que de darse el antecedente –hipótesis- se 

dará también, necesariamente, el consecuente.  

 

La primera premisa en el silogismo hipotético puro tiene, entonces, un antecedente y su 

consecuente.  

La segunda premisa, por ser igualmente condicional, tiene también antecedente y 

consecuente. Pero el consecuente de la primera premisa es el antecedente de la 

segunda.  

Por ejemplo:  

Primera premisa: “Si Josefa es líder de su partido entonces Josefa es cabeza de la lista”. 

Segunda premisa: “Si Josefa es cabeza de lista entonces Josefa es la próxima 

presidenta”. Nótese que “Josefa es cabeza de lista” es consecuente en la primera 

premisa y antecedente en la segunda. 

 

La conclusión del silogismo es también una proposición hipotética la cual tiene por 

antecedente, el antecedente de la primera premisa, y como consecuente, el consecuente 

de la segunda premisa.  

En el ejemplo la conclusión es: Si Josefa es líder de su partido entonces Josefa es la 

próxima presidenta.    

Puede ser útil verlo de forma esquemática: 

Premisa: Si J es L entonces J es C 

Premisa: Si J es C entonces J es P 
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Conclusión: Si J es L entonces J es P 

El razonamiento es inválido cuando no se respeta este esquema. Por ejemplo, si la 

conclusión tuviese por antecedente o por consecuente alguna expresión que no estuviese 

mencionada en las premisas –En el caso anterior: Conclusión: Si L entonces F-. O si el 

razonamiento alterara el curso de las hipótesis haciéndolo circular –En el caso anterior: 

Conclusión: Si P entonces L-.  

V.1.3. Silogismo hipotético mixto y falacias formales en relación a él.  

El silogismo hipotético mixto tiene una premisa hipotética o condicional. Por ejemplo: 

“Si Ramírez es ladrón entonces Ramírez será enviado a prisión”. Como ya habíamos 

indicado las premisas hipotéticas tienen un antecedente –en el ejemplo: Si Ramírez es 

ladrón- y un consecuente –Ramírez será enviado a prisión-. 

La otra premisa del silogismo, en cambio, no es hipotética, sino que es categórica. De 

allí que el silogismo se denomine mixto. Esta segunda premisa afirma o niega el 

antecedente o el consecuente de la primera.  

Esta premisa categórica puede adoptar, entonces, cuatro formas: 

Afirmar el antecedente. Ramírez es ladrón. 

Negar el antecedente. Ramírez no es ladrón. 

Afirmar el consecuente. Ramírez será enviado a prisión. 

Negar el consecuente. Ramírez no será enviado a prisión. 

 

De allí que tengamos cuatro posibles modelos de silogismo de los cuales sólo dos son 

lógicamente válidos. La premisa categórica da nombre a cada modelo.   
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 Afirmación del antecedente o modus ponens (Del latín ponere que significa 

afirmar). 

Como su nombre lo indica, aquí la premisa categórica afirma el antecedente de la 

premisa condicional (la primera premisa).  

Por ejemplo:  

Si Ramírez es ladrón entonces Ramírez será enviado a prisión (Premisa condicional) 

Ramírez es ladrón. (Premisa categórica: Afirmación del antecedente) 

Por lo tanto Ramírez será enviado a prisión. (Conclusión) 

Esquemáticamente: 

Si R es L entonces R será P 

R es L 

Entonces R será P 

 

Este razonamiento es lógicamente válido. Si es verdad que si Ramírez es ladrón será 

enviado a prisión y si es verdad que Ramírez es ladrón entonces necesariamente es 

verdad que Ramírez será enviado a prisión. Eso es lo que indica la premisa condicional 

que debe ocurrir si se cumple el antecedente.   

 

 Negación del consecuente o modus tollens (Del latín tollere que significa 

negar).  

En este modelo la premisa categórica niega el consecuente de la premisa condicional. 

Por ejemplo:  

Si Ramírez es ladrón entonces Ramírez será enviado a prisión (Premisa condicional) 

Ramírez no será enviado a prisión. (Premisa categórica: Negación del consecuente) 

Por lo tanto Ramírez no es ladrón. (Conclusión) 

Esquemáticamente: 

Si R es L entonces R será P 

R no será P 
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Entonces R no es L 

 

Este razonamiento también es válido. Si es verdad que si Ramírez es ladrón será 

enviado a prisión, y si es verdad que Ramírez no será enviado a prisión; entonces es 

verdad que Ramírez no es ladrón. Pues si fuese ladrón sería enviado a prisión, de 

conformidad con lo establecido por la premisa condicional (la primera premisa).   

 

En cambio, los otros dos modelos constituyen falacias formales. Son falacias por ser un 

razonamiento incorrecto que, a simple vista, puede parecer acertado. Y son formales por 

derivar de la forma, de la estructura lógica del razonamiento. Es posible identificar las 

siguientes: 

 Falacia de la afirmación del consecuente. 

Aquí la premisa categórica afirma el consecuente de la premisa condicional.  

Por ejemplo: 

Si Ramírez es ladrón entonces Ramírez será enviado a prisión (Premisa condicional) 

Ramírez será enviado a prisión. (Premisa categórica: afirmación del consecuente) 

Por lo tanto Ramírez es ladrón. (Conclusión) 

Esquemáticamente: 

Si R es L entonces R será P 

R será P 

Entonces R es L 

El razonamiento es inválido. La premisa condicional dice que si Ramírez es ladrón será 

enviado a prisión pero no dice que no puede ser enviado a prisión por otro delito, 

aunque no fuese ladrón. O, dicho de otro modo, la premisa condicional no dice que 

Ramírez será enviado a prisión solamente si es ladrón. Así, puede ser verdad que 

Ramírez será enviado a prisión, pero ser falso que Ramírez es ladrón. La verdad de las 

premisas no garantiza la verdad de la conclusión.  

 

 Falacia de la negación del antecedente. 
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En este modelo la premisa categórica niega el antecedente de la premisa condicional. 

Por ejemplo: 

Si Ramírez es ladrón entonces Ramírez será enviado a prisión (Premisa condicional) 

Ramírez no es ladrón. (Premisa categórica: Negación del antecedente) 

Por lo tanto Ramírez no será enviado a prisión. (Conclusión) 

Esquemáticamente: 

Si R es L entonces R será P 

R no es L 

Entonces R no será P 

 

Este razonamiento también es inválido. Pues, como ya indicamos, la premisa 

condicional no dice que ser ladrón es la única causa por la que Ramírez puede ser 

enviado a prisión. Puede que sea verdad que si Ramírez es ladrón entonces Ramírez 

será enviado a prisión y que Ramírez no es ladrón; y sin embargo ser falso que Ramírez 

no será enviado a prisión. Podría ser enviado a prisión por otro delito. La verdad de la 

conclusión no está garantizada con la verdad de las premisas.  
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 El supuesto de bicondicionalidad 

La situación sería diferente si la primera premisa (en vez de decir: Si Ramírez es ladrón, 

entonces Ramírez será enviado a prisión) dijese: Si Ramírez es ladrón y sólo si es 

ladrón entonces Ramírez será enviado a prisión. O, lo que es lo mismo: Si y sólo si 

Ramírez es ladrón entonces Ramírez será enviado a prisión. En el texto modificado la 

premisa señala que el único camino para que Ramírez sea enviado a prisión es el robo 

(ser ladrón). No hay otro.  

Como se ha visto con anterioridad, la expresión si y solo si –u otra equivalente- se da 

lugar a una proposición bicondicional. Bajo esa premisa los modelos tercero y cuarto 

(afirmación del consecuente y negación del antecedente) son válidos. Ya no constituyen 

falacias. 

Esto es así porque, si en la segunda premisa se afirma el consecuente (de la primera 

premisa) entonces es válido concluir afirmando el antecedente (de la primera premisa). 

Porque si es verdad el consecuente entonces necesariamente es verdad el antecedente, 

dado que el consecuente no puede ser verdad por otra razón distinta a la verdad del 

antecedente.  

En el ejemplo: Si Ramírez es ladrón y sólo si es ladrón entonces Ramírez será enviado 

a prisión (premisa bicondicional), Ramírez será enviado a prisión (premisa categórica 

afirmando el consecuente) entonces Ramírez es ladrón (conclusión afirmando el 

antecedente). Es válido porque si Ramírez será enviado a prisión es necesariamente 

porque es ladrón: la bicondicionalidad indica que no puede ser enviado a prisión por 

otro hecho.  

Y si en la segunda premisa se niega el antecedente (de la primera premisa) es válido 

concluir negando el consecuente (de la primera premisa). Porque el consecuente no 

puede originarse sino por medio del antecedente, que la segunda premisa ha negado.  

En el ejemplo: Si Ramírez es ladrón y sólo si es ladrón entonces Ramírez será enviado 

a prisión (premisa bicondicional), Ramírez no es ladrón (premisa categórica niega el 

antecedente) entonces Ramírez no será enviado a prisión (conclusión negando el 

consecuente). Si es verdad que Ramírez sólo será enviado a prisión si es ladrón y es 

verdad que Ramírez no es ladrón (premisas), entonces podemos concluir con certeza 

que Ramírez no será enviado a prisión. La bicondicionalidad nos indica que no puede 

ser enviado a prisión por otro motivo distinto a ser ladrón.      
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 Entimema 

Se denomina entimema al silogismo expresado de modo abreviado por darse por 

sobrentendida una de sus dos premisas. En la práctica muchos silogismos se plantean 

de manera entimemática dado que hay conocimientos comunes que se entiende no 

merecen la pena ser expresados. 

Por ejemplo: Méndez es mayor de 18 años –premisa- entonces es elector –conclusión-. 

La premisa no expresada es alguna variante de: Todos los que son mayores de 18 años 

son electores.  

VI. Razonamientos inductivos. 

En un razonamiento inductivo, partiendo de premisas verdaderas, es probable que la 

conclusión también lo sea. Pero este tipo de razonamiento no garantiza –como sí lo 

hace uno deductivo- la derivación de la verdad. En atención a esta particularidad, la 

conclusión de un razonamiento inductivo suele llamarse conjetura.  

Pese a lo señalado, las ciencias se valen tanto de razonamientos deductivos como de 

inductivos, pero teniendo siempre presente las limitaciones de estos últimos y 

procurando que sean lo más fiables posibles según distintos criterios que se analizarán 

en este apartado.   

Se suele decir que el razonamiento inductivo es el que pasa de premisas particulares a 

una conclusión general. O que es un razonamiento que va de lo particular a lo general. 

Así, se contrapone así a la noción vulgar de razonamiento deductivo. 

Esta idea, si bien puede ser útil para identificar un tipo de razonamientos inductivos (la 

generalización inductiva), no se corresponde con todos ellos. Veremos aquí tres tipos de 

inducciones: la generalización inductiva, la inducción estadística y la analogía. 

VI.1. Generalización inductiva. 

Es la forma más conocida de inducción. En ella, partiendo siempre de premisas, se 

arriba a una conclusión que es una generalización de aquéllas. De allí su nombre. 

La generalización inductiva se basa en que existe una característica –una propiedad- en 

común entre varios miembros de una clase y traslada esa característica, en la 

conclusión, a la totalidad de la clase en cuestión.   

Por ejemplo: 
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Premisas:  

El juez argentino Gómez sostiene que algunos delitos establecidos por el legislador son 

inconstitucionales. 

El juez argentino Fernández sostiene que algunos delitos establecidos por el legislador 

son inconstitucionales. 

El juez argentino Páez sostiene que algunos delitos establecidos por el legislador son 

inconstitucionales. 

Conclusión: Todos los jueces argentinos sostienen que algunos delitos establecidos por 

el legislador son inconstitucionales.  

Gómez, Fernández y Páez pertenecen al grupo de los jueces argentinos y sostienen que 

algunos delitos establecidos por el legislador son inconstitucionales. De allí se concluye 

que todos los jueces argentinos –toda la clase en cuestión- tiene esa propiedad (que 

sostienen que algunos delitos establecidos por el legislador son inconstitucionales). La 

conclusión, entonces, es una generalización de las premisas. 

Nótese que no necesariamente las premisas deben referir a un solo individuo o 

elemento. El ejemplo dado también podría reformularse con premisas que refieren a 

grupos.  

Así: Todos los jueces de Bahía Blanca sostienen que algunos delitos establecidos por el 

legislador son inconstitucionales; todos los jueces de Neuquén sostienen que algunos 

delitos establecidos por el legislador son inconstitucionales y todos los jueces de 

Viedma sostienen que algunos delitos establecidos por el legislador son 

inconstitucionales (premisas). Entonces, todos los jueces de la Argentina  son 

sostenedores de que algunos delitos establecidos por el legislador son 

inconstitucionales (conclusión). 

Lo importante es que, como en el primer ejemplo, la conclusión sea una generalización 

de las premisas.  

VI.1.1. Los límites de la generalización inductiva: la falta de garantía de 

traslado de la verdad de las premisas a la conclusión. 

Es fácil ver como la inducción puede servir, como pretende, para postular la posibilidad 

de la conclusión. Pero no puede afirmar que la conclusión sea verdad, aunque todas las 

premisas sean verdaderas. 
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En el ejemplo anterior, podría existir cualquier otro juez de los tantos que componen el 

Poder Judicial, que tuviese un pensamiento distinto al señalado. Entonces, aunque el 

pensamiento de Gómez, Fernández y Páez efectivamente fuese el dicho, no sería verdad 

que todos los jueces argentinos son sostenedores de que algunos delitos establecidos por 

el legislador son inconstitucionales.  

Claro está que entre más elementos se tomen en consideración como premisas y entre 

menos elementos compongan el total de la clase en cuestión, más factible será la 

conclusión de la inducción.  

Así, por ejemplo, si en vez de analizarse el pensamiento de sólo tres jueces argentinos 

se analizara el de treinta o el de trescientos, habría más posibilidades de que la 

conclusión fuese verdadera. O si la Argentina fuese un pequeño país y tuviese un 

número mucho menor de jueces en total.  

VI.1.2. Generalización inductiva completa.  

Existe un tipo de generalización inductiva que sí garantiza la verdad de su conclusión 

si las premisas son verdaderas. Se denomina generalización inductiva completa y se da 

cuando se analizan en las premisas todos los elementos que componen una clase. De 

esta forma no puede existir un elemento no visto que haga caer la verdad de la 

generalización.  

Por ejemplo: Piénsese que los mencionados jueces del primer ejemplo –Gómez, 

Fernández y Páez- son los únicos jueces Correccionales de la ciudad de Bahía Blanca. 

Si tenemos como premisa que Gómez, Fernández y Páez sostienen que algunos delitos 

establecidos por el legislador son inconstitucionales entonces podemos concluir que 

todos los jueces Correccionales de la ciudad de Bahía Blanca sostienen que algunos 

delitos establecidos por el legislador son inconstitucionales.  

En este caso si las premisas son verdaderas la conclusión también lo será. No hay sólo 

una posibilidad sino una certeza. Pero esto es así sólo porque Gómez, Fernández y Páez 

agotan la clase jueces Correccionales de Bahía Blanca. Es decir, no hay otros casos, 

dado que todos han sido examinados.  

VI.2. Inducción estadística 

La inducción estadística es una especie de generalización inductiva en la cual se parte 

de una muestra de un todo y se trasladan los resultados de esa muestra al todo.  
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Por ejemplo:  

Premisa: De 1.000 personas parte del padrón electoral encuestadas, el 65% son 

partidarias de votar al candidato “A” y el 35% son partidarias de votar al  candidato 

“B”. 

Conclusión: Del total del padrón electoral el 65% es partidario de votar al candidato 

“A” y el 35 % es partidario de votar al candidato “B”.   

No hay certeza de que los porcentajes de la muestra poblacional encuestada se trasladen 

a la totalidad del padrón electoral, aunque es posible que las proporciones de intención 

de voto totales sean semejantes a las que indica la muestra. 

Claro está que más atendible será la inducción estadística entre mayor sea el 

porcentaje analizado sobre el total y entre más representativa sea la muestra del todo. 

Por ejemplo, en las encuestas electorales, se debe encuestar a personas de diferente 

sexo, edad, clase social, lugar de residencia, etc., de modo tal que los encuestados 

representen proporcionalmente todo el padrón en cuanto a las condiciones susceptibles 

de influir en la intención de voto.      

VI.3. Analogía. 

La analogía es una especie de inducción por la cual a partir de la similitud de dos o más 

elementos en relación a una o más propiedades –características- y la tenencia de otra 

propiedad en alguno o algunos de ellos, se establece que el elemento restante también 

posee esta última propiedad.  

Por ejemplo: 

El abogado Alfonso es estudioso y es buen abogado. (Premisa) 

El abogado Daniel es estudioso. (Premisa) 

Entonces El abogado Daniel es buen abogado (Conclusión)  

Los abogados Alfonso y Daniel tienen en común que son estudiosos. Esto surge de 

comparar las premisas. Además se sabe que el abogado Alfonso es buen abogado. 

Entonces, como Alfonso y Daniel tienen una propiedad en común (ser estudiosos), se 

entiende que también tendrán en común la propiedad que sólo se conoce de Alfonso (ser 

buen abogado). Así, se concluye que el abogado Daniel es buen abogado.  
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Sin embargo, la analogía tampoco garantiza que si las premisas son verdaderas la 

conclusión también lo sea. Sólo indica que es probable. En el ejemplo, podría ser que el 

abogado Daniel, pese a ser estudioso, sea mal abogado. Esto podría darse por carecer de 

otra condición que hacen al buen desempeño de la profesión o por tener alguna 

condición que impida el buen ejercicio.  

En la conclusión del razonamiento puede verse claramente la diferencia entre la 

analogía y la generalización inductiva. Si estuviésemos frente a esta última la 

conclusión, en vez de ser El abogado Daniel es buen abogado, sería Todos los 

abogados estudiosos son buenos abogados. 

VI.3.1. La mayor o menor fiabilidad de la analogía.  

Esto depende de varios aspectos. Por ejemplo: 

 La cantidad de elementos que se comparan. Entre más elementos sean más 

confiable será la analogía. 

Así la analogía siguiente será más fiable que la del ejemplo anterior: 

El abogado Alfonso es estudioso y es buen abogado. (Premisa) 

El abogado Felipe es estudioso y es buen abogado (Premisa) 

El abogado Daniel es estudioso. (Premisa) 

Entonces El abogado Daniel es buen abogado (Conclusión)  

Ya no se compara a Alfonso y Daniel sino a Alfonso, Felipe y Daniel. Los tres 

abogados comparten una propiedad (son estudiosos) y por eso se le transmite a Daniel 

la segunda propiedad que se sabe de sus otros dos colegas (ser buen abogado).  

 La cantidad de propiedades que tienen en común los elementos comparados. 

Entre más propiedades se sepa que tienen en común, más posibilidades habrá de 

que compartan también aquélla propiedad que se ignora de un elemento. 

Así la analogía siguiente será más fiable que la del ejemplo primero: 

El abogado Alfonso es estudioso, es buen orador y es buen abogado. (Premisa) 

El abogado Daniel es estudioso y es buen orador. (Premisa) 

Entonces El abogado Daniel es buen abogado (Conclusión)  

Se ha agregado la propiedad ser buen orador en común entre los abogados Alfonso y 

Daniel.   
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 La vinculación de las características entre sí. Es decir, la relevancia que tienen 

en lo que hace a la conclusión. Entre más relación tenga lo que se sabe con la 

conclusión, más confiable será la analogía. Por ejemplo, la siguiente analogía 

será muy poco fiable por la falta de atinencia.  

El abogado Alfonso juega al fútbol y es buen abogado. (Premisa) 

El abogado Daniel juega al fútbol. (Premisa) 

Entonces El abogado Daniel es buen abogado (Conclusión)   

No hay ninguna relación entre jugar al fútbol y ser buen abogado.  

 Las diferencias substanciales entre los elementos comparados. Si existen una o 

más diferencias que pueden ser claves para que la conclusión varíe el 

razonamiento es menos atendible. 

Por ejemplo, si el abogado Daniel nunca fue un abogado que ejerció en la práctica la 

profesión. Es un elemento que puede hacer suponer que, pese a ser estudioso (e, incluso, 

pese a ser también buen orador) puede no ser un buen abogado por falta de experiencia.  

VII. Palabras finales. 

A partir de los contenidos expuestos, se ha procurado identificar la importancia del 

estudio de la lógica para el Derecho. En concreto, debe resaltarse la relevancia que 

importa comprender: 

 La distinción entre términos, proposiciones y razonamientos. 

 Que las proposiciones pueden ser verdaderas o falsas, mientras que los 

razonamientos pueden ser válidos o inválidos.  

 Que una proposición por sí misma, no es premisa o conclusión en un 

razonamiento, con lo cual premisa y conclusión deben ser identificadas siempre 

en el marco de aquél. 



71 
 

 La distinción entre razonamientos inductivos y deductivos. 

 Que un razonamiento deductivo debe estar debidamente construido para ser 

lógicamente válido. 

 Que incluso en los razonamientos lógicamente válidos (correctamente 

construidos), la verdad de la conclusión está garantizada sólo si se parte de 

premisas verdaderas. Porque la lógica no se ocupa de verificar la verdad de las 

premisas, sino sólo de que esa (asumida) verdad pase a la conclusión.  

 Que los argumentos inductivos, aun partiendo de premisas verdaderas, no 

garantizan la verdad de la conclusión. 

 Que la excepción a ello es la inducción completa, en la que si las premisas son 

verdaderas la conclusión también lo es. 

 Que en los argumentos inductivos puede haber más o menos razones para 

esperar (sin garantías) que a partir de premisas verdaderas, la conclusión 

también lo sea. 

 Que existen razonamientos que a primera vista pueden parecer válidos, aunque 

no lo son, y que suelen ser psicológicamente persuasivos. A estos se los 

denomina falacias. 

 Que algunas falacias se originan en la construcción o estructura del 

razonamiento (falacias formales) pero otras se originan en el contenido del 

razonamiento (falacias no formales).  

 Que, en atención a estas últimas, el error puede pasar por la relación entre 

premisa y conclusión (falacias de atinencia).  

 Que, en las falacias no formales, el error también puede pasar por una 

ambigüedad. 
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ANEXO DE EJERCICIOS MÓDULO II 

 

1. Indique si los siguientes enunciados son verdaderos o falsos. En el último caso, 

justifique o reformule la expresión para que sea verdadera. 

1. La lógica es una ciencia formal. 

2. La lógica estudia los razonamientos, para distinguir los válidos de los inválidos. 

3. En un razonamiento inválido, si las premisas son verdaderas, la conclusión 

necesariamente es falsa. 

4. La lógica no es una ciencia auxiliar del Derecho. 

5. Las proposiciones afirman o niegan sobre la realidad. 

6. De los razonamientos puede decirse que son verdaderos o falsos. 

 

2. Identifique cuáles de las siguientes expresiones son proposiciones. 

1. Estudiante ingresante de la carrera de Abogacía en la UNS. 

2. El señor Pérez es cuidadoso al elegir sus amistades. 

3. El Código es el mejor amigo del abogado. 

4. El abogado García es generalmente puntual. 

5. ¡Viva la Patria! 

6. Ningún miembro del cuerpo diplomático actual es un ferviente defensor de la paz. 

 

3. Indique la clase a la que corresponde cada una de las siguientes proposiciones 

según su composición: proposiciones simples o compuestas; y dentro de estas 

últimas, conjuntivas, disyuntivas excluyentes, disyuntivas incluyentes, 

condicionales o bicondicionales. 

1. La doctrina es la obra de los científicos del Derecho, llamados juristas. 

2. Buenos Aires es una provincia argentina, y La Plata es la capital de una provincia 

argentina. 

3. La víctima es parte del proceso o no es parte del proceso. 
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4. La víctima demandó al responsable por daño material o daño moral. 

5. Si conduce a exceso de velocidad, será pasible de una multa. 

 

4. Indique la clase a la que corresponde cada una de las siguientes proposiciones 

según su condicionalidad: condicionales, bicondicionales o categóricas. 

1. Si el deudor paga la deuda, será liberado de responsabilidad. 

2. El consumidor es la parte débil en la relación de consumo entablada con el proveedor. 

3. Si y sólo si el legajo de la sociedad es superior al número 260.000, cualquier trámite 

vinculado a esa sociedad es enteramente digital. 

4. Si y sólo si el demandado omite constituir domicilio, será notificado en los estrados 

del juzgado. 

5. Todos los plazos en el Código Procesal Civil y Comercial son computados en días 

hábiles. 

 

5. Identifique los términos sujeto y predicado en las siguientes proposiciones 

categóricas. Identifique su calidad y su cantidad. 

1. Algunos automóviles eléctricos importados son tan económicos que se encuentran al 

alcance de cualquier trabajador. 

2. Todos los consumidores que litigan por causas vinculadas a una relación de consumo 

son beneficiarios del beneficio de gratuidad. 

3. Ningún profesional liberal es proveedor en los términos de la Ley de Defensa del 

Consumidor. 

4. Algunos abogados recientemente matriculados en el Colegio de Abogados de Bahía 

Blanca no son egresados de la Universidad Nacional del Sur. 

5. Ningún Colegio de Abogados de la provincia de Buenos Aires es más antiguo que el 

Colegio de Abogados de Bahía Blanca. 

6. Algunos antiguos edificios construidos por las empresas ferroviarias inglesas a 

principios del siglo XX son parte del patrimonio cultural de Bahía Blanca. 
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6. En los siguientes pasajes identifique premisa o premisas, conclusión y nexo 

1. La elección presidencial de 2003 tuvo características inusitadas para la Argentina, 

puesto que cinco políticos tenían posibilidades de ocupar las dos primeras posiciones en 

la primera vuelta y acceder al ballotage. 

2. Dado que ningún hombre tiene una autoridad natural sobre sus semejantes, y puesto 

que la naturaleza no produce derecho alguno, las convenciones son la base de toda 

autoridad legítima entre los hombres. 

3. Las decisiones del juez no son fuentes del derecho. El fundamento es que no son 

vinculantes, en el sentido de que los otros jueces pueden apartarse de los principios en 

ellas enunciados y de las interpretaciones de principios contenidas en ellas.  

4. Los derechos de crédito son patrimoniales porque dan derecho a exigir una conducta 

de dar, hacer o no hacer susceptible, también, de apreciación económica. 

5. El daño causado en ejercicio regular de un derecho está justificado y, por lo tanto, no 

da lugar a resarcimiento a favor de quien lo sufre. 

6. Enfriar los átomos es retardar su movimiento, puesto que la temperatura es una 

medida de la velocidad de su movimiento. 

 

7. Identifique en los siguientes ejemplos las falacias de atinencia o de ambigüedad 

presentes. 

1. El balance confeccionado por el contador seguramente es correcto, atento a que es un 

hombre de edad muy avanzada, que a duras penas puede leer y movilizarse. 

2. La carrera de Abogacía seguramente es más estimulante que la licenciatura en 

Matemática, atento a que los ingresantes de la primera son mucho más numerosos que 

los ingresantes de la segunda. 

3. La acusada es inocente, porque así lo ha manifestado el Premio Nobel de Fisiología y 

Medicina. 

4. La opinión de González sobre la discriminación a las mujeres es irrelevante, porque 

él es varón. 

5. Los tangos que cantaba Gardel seguramente son desdeñables, porque no le gustaban 

al escritor Jorge Luis Borges. 
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6. El imputado debe ser absuelto, porque es el único sostén de una familia numerosa y 

necesitada. 

7. Si usted no vota al candidato del partido blanco, no será admitido en nuestro 

exclusivo club social. 

8. Todos los jugadores del equipo son figuras de primer nivel, por lo que el equipo 

seguramente resultará ganador. 

9. La esperanza de vida promedio del hombre primitivo era de cuarenta años. Por 

consiguiente, en la prehistoria ningún hombre llegó a vivir setenta años. 

 

8. Indique si los siguientes razonamientos son deductivos o inductivos (y qué tipo, 

dentro de cada uno de ellos). 

1. Tres Arroyos, Villarino y Tornquist son partidos de la provincia de Buenos Aires, y 

todos ellos tienen una economía predominantemente agrícola. Por lo tanto, todos los 

partidos de la provincia de Buenos Aires tienen una economía predominantemente 

agrícola. 

2. Si Aquiles enfrenta su destino, entonces Aquiles es valiente. Si Aquiles es valiente, 

entonces Aquiles merece la gloria. Por lo tanto, si Aquiles enfrenta su destino, Aquiles 

merece la gloria. . 

3. González es abogado de empresas, y es un hombre sumamente formal. García es 

abogado de empresas, y es un hombre sumamente formal. Por lo tanto Rodríguez, que 

es abogado de empresas, seguramente también sea un hombre sumamente formal. 

 

9. Indique si en los siguientes silogismos hipotéticos mixtos, en la segunda premisa 

se afirma o se niega el antecedente o el consecuente de la primera. Y si, en 

consecuencia, el razonamiento es válido o inválido –falacia-. 

1. Si una persona comete un robo, entonces le corresponde una pena de prisión. García 

cometió un robo. Entonces, le corresponde una pena de prisión. 

2. Si una persona comete un robo, entonces le corresponde una pena de prisión. No le 

corresponde a García una pena de prisión. Entonces García no cometió un robo. 
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3. Si alguien lleva una dieta desequilibrada, su expectativa de vida se acorta. La 

expectativa de vida de Pérez se acorta. Consecuentemente, lleva una dieta 

desequilibrada. 

4. Si alguien lleva una dieta desequilibrada, su expectativa de vida se acorta. La 

expectativa de vida de Pérez no se acorta. Consecuentemente, no lleva una dieta 

desequilibrada. 

5. Si el homicidio fue cometido con ensañamiento, entonces el reo es merecedor de una 

pena mayor. El reo no es merecedor de una pena mayor. De allí que el homicidio no fue 

cometido con ensañamiento. 

 

10. Indique si los siguientes razonamientos son silogismos disyuntivos o si son 

silogismos hipotéticos puros. Además, indique si son válidos o inválidos. 

1. Si usted estudia, entonces conocerá la materia. Si usted conoce la materia, aprobará el 

parcial. Por lo tanto, si usted estudia, aprobará el parcial. 

2. Juan miente o carece de toda la información relevante. Juan no miente. Por lo tanto, 

Juan carece de toda la información relevante. 

3. Si un comerciante trata gentilmente a sus conocidos, entonces éstos lo recomendarán 

a otros. Si sus conocidos recomiendan el comercio a otros, entonces la clientela 

aumentará. Por consiguiente, si un comerciante trata gentilmente a sus conocidos, su 

clientela aumentará. 

4. La pena será multa o inhabilitación. La pena será multa. Eso implica que no será 

inhabilitación. 

 

11. Reconstruya la proposición faltante en los siguientes entimemas. 

1. La asociación civil “Consumidores y Usuarios de la Patagonia” es una asociación de 

consumidores inscripta en el Registro. Consecuentemente, tiene legitimación activa para 

promover una acción colectiva. 

2. Daniel firmó el contrato bajo amenaza de que, de no hacerlo, sufriría un perjuicio 

físico. Consecuentemente el contrato es nulo. 
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12. Indique a qué tipo de razonamiento inductivo corresponde cada caso: 

generalización inductiva, generalización inductiva completa, inducción estadística 

o analogía. 

1. La experiencia de Daniel lidiando con vecinos y administradores en reuniones de 

consorcio es traumática. Por lo tanto, Daniel espera que su experiencia en la próxima 

reunión de consorcio a celebrarse en dos semanas sea traumática. 

2. El 51% de los alumnos encuestados tiene una opinión favorable acerca de su paso por 

la Universidad. De ello se puede concluir que el 51% del universo de alumnos tienen 

una opinión favorable acerca de su paso por la Universidad. 

3. El 35% de los encuestados piensa votar al candidato. Consecuentemente el 35% de 

los votantes totales votará al candidato.  

4. Todos los abogados que conozco son grandes lectores. Por consiguiente, es probable 

que todos los abogados sean grandes lectores. 

5. Cabirón, Linares, Lopes, Breitenstein, Bevilacqua, Gay y Susbielles fueron 

intendentes de Bahía Blanca en el período 1983 - 2027 y son varones. Por lo tanto, 

todos los intendentes de Bahía Blanca en el período 1983-2027 fueron varones. 

 

RESPUESTAS  

1.1. Verdadero. 

1.2. Verdadero. 

1.3. Falso. En un razonamiento inválido, si las premisas son verdaderas, la conclusión 

puede ser verdadera o falsa. 

1.4. Falso. El profesional del Derecho emplea la lógica en la consideración de las 

normas, la prueba de los hechos y la argumentación. 

1.5. Verdadero. 

1.6. Falso. La verdad o falsedad sólo puede predicarse de las proposiciones; y de los 

razonamientos puede decirse que son válidos o inválidos. 

 

2.1. No es una proposición, es un término. 
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2.2. Es una proposición. 

2.3. Es una proposición. 

2.4. Es una proposición. 

2.5. No es una proposición, es una exclamación. 

2.6. Es una proposición. 

 

3.1. Proposición simple. 

3.2. Proposición compuesta conjuntiva. 

3.3. Proposición compuesta disyuntiva excluyente (por el propio enunciado, no puede 

ser y no ser a la vez). 

3.4. Proposición compuesta disyuntiva incluyente. 

3.5. Proposición compuesta condicional. 

 

4.1. Proposición condicional (no es bicondicional porque existen otros modos de 

liberación de responsabilidad, como por ejemplo la renuncia del acreedor). 

4.2. Proposición categórica. 

4.3. Proposición bicondicional. 

4.4. Proposición bicondicional. 

4.5. Proposición categórica. 

 

5.1. Particular afirmativa. 

5.2. Universal afirmativa. 

5.3. Universal negativa. 

5.4. Particular negativa. 

5.5. Universal negativa. 

5.6. Particular afirmativa. 
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6.1. Premisa: [En la elección presidencial de 2003] cinco políticos tenían posibilidades 

de ocupar las dos primeras posiciones en la primera vuelta y acceder al ballotage. 

Nexo: puesto que 

Conclusión: La elección presidencial de 2003 tuvo características inusitadas para la 

Argentina. 

 

6.2. Premisas: ningún hombre tiene una autoridad natural sobre sus semejantes y la 

naturaleza no produce derecho alguno 

Nexo: Dado que y puesto que  

Conclusión: Las convenciones son la base de toda autoridad legítima entre los hombres. 

 

6.3. Premisa: [Las decisiones del juez] no son vinculantes, en el sentido de que los otros 

jueces pueden apartarse de los principios en ellas enunciados y de las interpretaciones 

de principios contenidas en ellas. 

Nexo: El fundamento es que 

Conclusión: Las decisiones del juez no son fuentes del derecho 

 

6.4. Premisa: [Los derechos de crédito] dan derecho a exigir una conducta de dar, hacer 

o no hacer susceptible, también, de apreciación económica. 

Nexo: porque  

Conclusión: Los derechos de crédito son patrimoniales 

 

6.5. Premisa: El daño causado en ejercicio regular de un derecho está justificado 

Nexo: por lo tanto  

Conclusión: [El daño causado en ejercicio regular de un derecho] no da lugar a 

resarcimiento a favor de quien lo sufre. 
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6.6. Premisa: la temperatura [de los átomos] es una medida de la velocidad de su 

movimiento. 

Nexo: puesto que 

Conclusión: Enfriar los átomos es retardar su movimiento 

 

7.1. Falacia ad misericordiam 

7.2. Falacia ad populum 

7.3. Falacia ad verecundiam 

7.4. Falacia ad hominem 

7.5. Falacia ad verecundiam 

7.6. Falacia ad misericordiam 

7.7. Falacia ad baculum 

7.8. Falacia de composición 

7.9. Falacia de división 

 

8.1. Razonamiento inductivo (generalización inductiva). 

8.2. Razonamiento deductivo (silogismo hipotético puro). 

8.3. Razonamiento inductivo (analogía). 

 

9.1. Afirmación del antecedente. Válido. 

9.2. Negación del consecuente. Válido. 

9.3. Falacia de afirmación del consecuente. 

9.4. Negación del consecuente. Válido. 

9.5. Negación del consecuente. Válido. 

 

10.1. Silogismo hipotético puro válido. 
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10.2. Silogismo disyuntivo válido. 

10.3. Silogismo hipotético puro válido. 

10.4. Silogismo disyuntivo inválido. 

 

11.1. "Todas las asociaciones de consumidores inscriptas en el Registro tienen 

legitimación activa para promover una acción colectiva." 

11.2. "Todos los contratos firmados bajo amenaza de sufrir un perjuicio físico son 

nulos". 

12.1. Analogía. 

12.2. Inducción estadística. 

12.3. Inducción estadística. 

12.4. Generalización inductiva. 

12.5. Generalización inductiva completa. 
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MÓDULO III 

ESTADO, GOBIERNO Y CIUDADANÍA: 

BASES INSTITUCIONALES DEL DERECHO 

  

Aníbal Germani 

Elsa Mercedes Otero 

María Eugenia Solé 

 

I. El concepto de “Estado” y el concepto de “Gobierno”. 

I.1 Introducción. 

Las sociedades humanas necesitan reglas para organizar la convivencia, resolver 

conflictos y proteger a sus integrantes; es decir, se requiere algún tipo de organización 

de esa vida en común. En consecuencia, sin una organización política y jurídica de la 

vida en sociedad sería imposible garantizar la seguridad, la cooperación y el desarrollo 

de los integrantes de ésta. 

En la teoría política moderna (Bobbio, 1998), el Estado es concebido como un 

organismo que organiza la sociedad mediante normas y procedimientos, cuya 

legitimidad se fundamenta en la eficacia de su administración, la protección de derechos 

y la resolución de conflictos. 

El poder, en esta concepción, se ejerce no sólo para garantizar la supervivencia, sino 

también para promover la justicia, la equidad y la cooperación social dentro de un 

marco de Estado de Derecho.  

Desde esta perspectiva el Estado se concibe como una organización jurídica 

permanente y con poder coactivo, y que es sujeto de derecho. Esto último implica que 

es una entidad con capacidad jurídica reconocida para tener derechos y contraer 

obligaciones, tanto a nivel nacional como internacional. Esta capacidad le permite 

actuar en el ámbito jurídico y ser responsable por sus acciones y omisiones. 

Al poder coactivo del Estado se le ha sumado, como característica, su legitimidad. Esto 

quiere decir que existe una convicción generalizada de que el Estado debe ser 

obedecido.  
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En esta visión del Estado -el Estado de Derecho- el objetivo del mismo es limitar el 

poder arbitrario de los gobiernos y promover la seguridad jurídica, la transparencia y el 

acceso a la justicia.  

Así, los principios esenciales del Estado de Derecho son: 

 La supremacía de la ley: todas las personas, humanas y jurídicas, incluido el 

propio Estado, deben acatar el propio ordenamiento jurídico.  

 Legalidad: las leyes se elaboran mediante procesos transparentes, democráticos 

y responsables.  

 Separación de Poderes: se separan las funciones del Estado en distintos órganos, 

para proteger la libertad. 

 Protección de los Derechos Humanos: se garantizan los derechos políticos, 

civiles y las libertades básicas.  

 Igualdad ante la ley: todas las personas gozan de la misma protección legal, sin 

excepciones.  

 Acceso a la justicia: se asegura el acceso a la justicia de todos los habitantes del 

Estado, mediante tribunales independientes e imparciales.  

 Transparencia del poder: se establecen instituciones que supervisan el ejercicio 

del poder político y se garantiza la transparencia en las decisiones y los procesos 

legales. 

 

I.2 Elementos del Estado 

Para que esta entidad pública y compleja exista y funcione, se requieren ciertos 

componentes esenciales: 

 La población: constituye el núcleo humano del Estado. Sin personas que 

habiten el territorio, no puede hablarse de una entidad política. La población es 

heterogénea, integrada por individuos con diferentes características culturales, 

sociales, económicas y políticas. Su organización social y participación en la 

vida pública es fundamental para el funcionamiento democrático y la legitimidad 

del poder estatal. Además, la población es el sujeto sobre el que se ejerce la 

autoridad y a quien deben garantizarse derechos y servicios básicos, como 

seguridad, educación y salud.  
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 El territorio: el espacio geográfico delimitado en el que el Estado ejerce su 

autoridad y jurisdicción. Incluye tierras, aguas, mares y espacio aéreo, y su 

delimitación es fundamental para determinar la extensión del poder estatal. El 

territorio proporciona los recursos naturales necesarios para la subsistencia y 

desarrollo económico del Estado La defensa del territorio es uno de los objetivos 

primordiales del poder estatal. 

 Una estructura de gobierno: es el conjunto de instituciones y órganos que 

administran y ejercen el poder público. Su función principal es garantizar el 

cumplimiento de normas, administrar recursos, resolver conflictos y promover 

políticas públicas que permitan el orden, la justicia y la convivencia pacífica. La 

estructura de gobierno asegura la eficacia del poder y la capacidad del Estado de 

responder a las necesidades de su población:   

 La soberanía: Es la capacidad suprema de un Estado para ejercer autoridad 

sobre su territorio y población sin estar subordinado a ningún otro poder. Por 

ello puede afirmarse, que es un atributo esencial del Estado, y que implica 

independencia política, jurídica y económica en relación a otros Estados.  

Podemos distinguir dos tipos de soberanía 

- Soberanía interna: relacionada con el gobierno dentro del Estado, leyes y 

normas internas. 

- Soberanía externa o internacional: relacionada con la independencia frente a 

otros Estados, tratados internacionales y reconocimiento diplomático. 

 

I.3 Diferencia entre los conceptos de “Estado” y “gobierno”. 

La distinción entre “Estado” y “Gobierno” es esencial, pues se trata de dos nociones -y 

realidades- diferentes. Como refiere Bobbio (1998), mientras que por un lado el Estado 

es el ordenamiento jurídico fundamental de una comunidad política, el gobierno está 

conformado por el conjunto de los órganos que ejercen el poder dentro de ese 

ordenamiento. Así, mientras el Estado permanece, los gobiernos se suceden. 

El gobierno, entonces es el conjunto de quienes ejercen el poder del Estado de forma 

temporal. Así, el gobierno esencialmente es temporal y cambiante, y es el encargado de 

hacer cumplir las normas, no siendo el Estado en sí mismo. Mientras el Estado 

permanece, los gobiernos se suceden (Bobbio, 1998). 
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Por ejemplo, el Estado argentino permaneció durante el siglo XIX, XX y lo que va del 

XXI, aunque fue gobernado por distintos partidos y/o gobiernos militares en ese siglo y 

medio. 

. 

  Estado Gobierno 

Naturaleza Institución jurídica y política 

permanente 

Conjunto de órganos y personas 

que ejercen el poder 

Duración Permanente. Subsiste en el 

tiempo 

Transitorio. Cambia por 

elecciones o crisis políticas 

Funciones Mantener el orden jurídico, 

garantizar continuidad y 

soberanía 

Administrar, dirigir y ejecutar 

decisiones políticas 

I.4 Formas de gobierno. 

Este gobierno puede ejercerse de diversas formas. Una posible clasificación de las 

formas de gobierno nos ofrece Aristóteles (2020), quien las organiza según el número 

de personas que ostentan el ejercicio del poder (uno, pocos o muchos) y los valores que 

los inspiran. Así, distinguió entre formas puras y formas impuras o degeneradas. 

• Formas Puras: aquellas en las que los gobernantes buscan el bien común, es decir, el 

bienestar de todos los ciudadanos. En ellas, el poder se ejerce con justicia, virtud y 

respeto por las leyes. Incluye: 

- Monarquía (gobierno de uno). 

- Aristocracia (gobierno de pocos). 

- República (gobierno de muchos). 

• Formas Impuras o Degeneradas: aquellas en las que los gobernantes gobiernan para 

su propio beneficio, olvidando el bien de la comunidad. En ellas el poder se usa de 

manera egoísta, injusta o abusiva. Incluye: 

- Tiranía (gobierno de uno solo en su provecho). 

- Oligarquía (gobierno de unos pocos con poder para su beneficio). 

- Democracia (gobierno de muchos). Vale aclarar que el término democracia 

como forma impura se condice con el concepto original de Aristóteles. Pero 
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como muchos siglos después “democracia” comenzó a tener un significado con 

carga valorativa positiva, la clasificación de Aristóteles se tradujo de forma 

distinta señalando como forma impura del gobierno de muchos la demagogia u 

oclocracia. En algunos casos democracia pasó a ocupar el lugar de la forma 

pura junto (o en lugar de) república.  

 

  Formas puras Formas impuras 

Individual Monarquía Tiranía 

Grupo selecto Aristocracia Oligarquía 

Todos/as República (luego traducido 

también como Democracia) 

Democracia (luego traducido 

como Demagogia u 

Oclocracia), 

 

II. El sistema federal de gobierno. Organización del poder en el territorio.  

II.1 El federalismo. La relación nación-provincias.  

El orden constitucional argentino adopta, desde su texto originario de 1853, una forma 

federal de gobierno, lo que implica una distribución territorial del poder político entre 

un gobierno central (la nación) y entidades subnacionales dotadas de autonomía 

institucional (las provincias).  

En esa línea, el artículo 1 de la Constitución Nacional establece que “la Nación 

Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana federal”, 

mientras que el Preámbulo señala que la Constitución fue sancionada por los 

representantes del pueblo reunidos “por voluntad y elección de las provincias que la 

componen”.  

Estas cláusulas iniciales de la Constitución, reflejan que el Estado argentino surge de un 

pacto político entre provincias preexistentes, que delegan determinadas competencias al 

gobierno federal, pero conservan una esfera propia de autonomía. 

Así, desde el punto de vista jurídico-constitucional, el federalismo argentino se 

caracteriza por una doble dimensión en la división del poder: 
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a. División horizontal del poder estatal: entre los órganos del gobierno 

federal (Poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial). 

b. División vertical o territorial del poder: distribuye competencias entre la 

Nación y las provincias, y que, tras la reforma constitucional de 1994, 

incluye también a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 

La estructura federal de nuestro país tiene como principio básico que las provincias 

conservan los poderes no delegados al gobierno federal. Este principio está 

expresamente consagrado en el artículo 121 de la Constitución y, en consonancia con 

ello, el artículo 122 establece que las provincias se dan sus propias instituciones y se 

rigen por ellas, eligiendo a sus autoridades sin intervención del gobierno federal.  

De esta manera, el sistema federal argentino reconoce a las provincias una autonomía 

política e institucional originaria, en la medida en que el poder central ejerce 

únicamente las atribuciones que le han sido delegadas por la Constitución. 

La organización territorial del poder en el sistema federal argentino se articula, por 

tanto, en varios niveles institucionales. En primer lugar, el Estado federal, que ejerce las 

competencias que la Constitución le atribuye, especialmente en materias vinculadas a 

las relaciones exteriores, la defensa, el comercio interprovincial e internacional, la 

legislación de fondo y la regulación de cuestiones estratégicas para el conjunto del país. 

En segundo lugar, las provincias, que conservan facultades propias y deben dictar sus 

constituciones asegurando el sistema representativo republicano, la administración de 

justicia, el régimen municipal y la educación primaria, conforme lo exige el artículo 5 

de la Constitución. 

En tercer lugar, la reforma constitucional de 1994 introdujo un reconocimiento expreso 

de la autonomía municipal, al establecer que cada provincia debe asegurar la autonomía 

de los municipios y reglamentar su alcance y contenido en el orden institucional, 

político, administrativo, económico y financiero.  

Asimismo, la reforma constitucional de 1994 incorporó un régimen particular para la 

Ciudad Autónoma de Buenos Aires. El artículo 129 dispone que la ciudad tendrá un 

régimen de gobierno autónomo, con facultades propias de legislación y jurisdicción, y 

con un jefe de gobierno elegido directamente por el pueblo. De este modo, la Ciudad de 

Buenos Aires se integra al sistema federal como una entidad política con características 
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singulares, distinta tanto del gobierno federal como de las provincias, pero dotada de 

autonomía constitucional. 

En síntesis, el sistema federal argentino configura un modelo de unidad política con 

descentralización constitucional del poder, en el cual la Nación ejerce las competencias 

delegadas por las provincias, mientras que estas conservan amplias facultades de 

autogobierno dentro del marco de la supremacía constitucional.  

La organización del poder en el territorio se estructura, así, en una compleja red 

institucional integrada por el Estado nacional, las provincias, la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires y los municipios, cuya interacción constituye uno de los rasgos 

fundamentales del constitucionalismo argentino. 

II.2 La constitución nacional como instrumento jurídico-político integrador.  

El proceso histórico que llevó a la sanción de la Constitución en 1853, y la posterior 

incorporación de Buenos Aires en 1860, muestran el papel fundamental de esta como 

instrumento integrador de las fuerzas políticas que perseguían conformar la nación. En 

esa línea, es posible afirmar que la Constitución es un instrumento de:  

 Integración política:  

La Constitución de 1853 (y su reforma de 1860) permitió unir a las provincias 

argentinas bajo un mismo marco legal después de años de guerras civiles. 

Estableció un Estado federal, donde conviven el gobierno nacional y los gobiernos 

provinciales, respetando las autonomías locales. Esto permitió pasar de un país dividido 

en regiones enfrentadas, a una nación organizada y unificada. 

 Integración jurídica:  

La Constitución funciona como la norma suprema del orden jurídico argentino, que 

integra y coordina todas las leyes del país. Todas las leyes deben estar en armonía con la 

Constitución, lo que garantiza derechos iguales para todos los habitantes, sin importar la 

provincia o región en que habiten. 

A partir de esta idea se establece una jerarquía normativa en el Estado, que puede 

representarse gráficamente en forma de pirámide: en la cúspide se encuentra la 

Constitución Nacional junto a los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. En el 

extremo opuesto, en la base, según la organización federal de nuestro país, las 

Ordenanzas Municipales. 
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Así tenemos que la jerarquía normativa en nuestro país se estructura del siguiente modo: 

 Constitución Nacional (norma más general, pero a la vez Suprema), dictada por 

una convención constituyente y algunos Tratados Internacionales de Derechos 

Humanos: acuerdos suscritos entre los Estados con el fin de reconocer, proteger 

y garantizar los derechos fundamentales inherentes a todas las personas, sin 

distinción alguna. En el caso argentino, la reforma constitucional de 1994 marcó 

un punto de inflexión, al otorgarles a ciertos tratados de derechos humanos 

jerarquía constitucional, según lo dispuesto en el artículo 75 inciso 22 de la 

Constitución Nacional. De esta manera, los derechos reconocidos en dichos 

tratados tienen igual valor que los derechos enumerados en la Constitución y 

deben ser aplicados por todos los poderes del Estado. 

 Otros Tratados Internacionales. 

 Leyes nacionales: normas jurídicas dictadas por el Congreso de la Nación 

Argentina (Poder Legislativo nacional) en el ejercicio de sus facultades 

constitucionales, con validez y aplicación en todo el territorio del país. Son 

obligatorias para todos los habitantes de la República Argentina y tienen 

jerarquía inferior a la Constitución Nacional. 

 Constituciones provinciales: cada provincia posee una Constitución, dictada por 

sus Asambleas o Convenciones Constituyentes, mediante la cual se organiza su 

propio sistema institucional, a partir de la autonomía de la que gozan. Las 

constituciones provinciales distribuyen funciones, reconocen derechos y 

establecen el régimen institucional interno de las provincias, siempre respetando 

los principios y límites fijados por la Constitución Nacional.  

 Leyes provinciales: son normas jurídicas dictadas por las Legislaturas de cada 

provincia argentina y de la ciudad autónoma de Buenos Aires, en el ejercicio de 
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las facultades que les otorga la Constitución Nacional y sus Constituciones 

provinciales. Surgen del poder legislativo provincial y tienen validez y 

aplicación dentro del territorio de esa provincia. 

 Ordenanzas municipales: son normas jurídicas dictadas en el orden municipal 

para regular asuntos de interés local, dentro del marco de la Constitución 

Nacional, la Constitución Provincial y las leyes nacionales y provinciales. Su 

alcance es limitado al territorio del municipio que las dicta. 

II.3 Vínculo entre Estado de derecho, Constitución y democracia. 

Diversos autores ofrecen definiciones distintas de qué se entiende por “Constitución”, 

de acuerdo a cuál/es elementos entienden que son más destacables.  

Por un lado, Hans Kelsen la entiende como la norma jurídica suprema, fundamento del 

resto de las normas del Estado. Por su parte, Maurice Duverger señala que la 

Constitución es un conjunto de normas jurídicas que organizan el poder político y 

aseguran los derechos fundamentales. En otro enfoque, Carl Schmitt enfatiza la 

dimensión política, y señala que la Constitución es la decisión política fundante que 

establece el orden del Estado. Por último, Norberto Bobbio afirma que la Constitución 

también se analiza como garantía de derechos y marco de legitimidad del poder 

político. 

Como es posible observar, estas definiciones no son incompatibles entre sí, sino que 

iluminan distintos elementos del concepto: algunas -la de Kelsen- hacen hincapié en su 

aspecto de parámetro de validez del resto de las normas; otras -la de Schmitt- se enfocan 

en el aspecto ordenativo del Estado, mientras que las hay también -la de Duverger y 

Bobbio- que explicitan su aspecto protectorio de derechos fundamentales. 

Específicamente, con relación a la última de las posturas, según Bobbio (1998) el 

Estado liberal (el Estado de las libertades) es el presupuesto no solo histórico, sino 

también jurídico del Estado democrático (el Estado en el que el gobierno está en manos 

de la mayoría). Es decir, para Bobbio, sin Estado de Derecho no puede haber 

democracia. 

A partir de esa idea, autores como Carlos Santiago Nino (1990) destacan que la 

democracia constitucional en definitiva es un sistema en el cual, además de los 

procedimientos democráticos -como el sufragio y la voluntad de la mayoría- se requiere 

la garantía de derechos fundamentales.  
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Es decir, que Nino busca conciliar el procedimiento democrático -votar y tomar 

decisiones por mayoría- con la sustancia de los derechos. La democracia constitucional 

exige que se garanticen derechos como la libertad de expresión, opinión y asociación, 

ya que son necesarios para que el proceso democrático funcione plenamente.  

II. 4 Poderes reservados y poderes delegados. 

Dentro de ese esquema integrador, se observa que, por un lado, las provincias se han 

reservado todos los poderes que no han delegado y los que conservan en función de 

pactos especiales.  

Por ejemplo, cada provincia dicta su propia Constitución, asegurando la autonomía 

municipal (artículo 5 constitución nacional) y estableciendo su orden institucional, 

político, administrativo, económico y financiero (artículo 123 constitución nacional). 

Son ejemplos de poderes reservados a la provincia la creación de instituciones y la 

elección de sus propios funcionarios (gobernadores, legisladores). Las provincias 

pueden promover su industria y la inmigración, colonizar tierras, construir ferrocarriles, 

e importar capitales extranjeros. También pueden promover el progreso económico, la 

educación, la ciencia y la cultura. 

En cambio, los poderes delegados son aquellos a los que las provincias renunciaron para 

transferirlos al estado nacional (artículo 126 constitución nacional).  

En concreto, las provincias no pueden: 

- Celebrar tratados parciales de carácter político. 

- Establecer aduanas provinciales o acuñar moneda. 

- Dictar leyes sobre comercio o navegación (interior o exterior). 

- Dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal y de Minería. 

- Armar buques de guerra o levantar ejércitos (salvo en caso de invasión exterior 

inminente, dando cuenta al Gobierno federal). 

 

II. 5 Autonomía y relaciones interprovinciales. 

Las provincias, una vez dictada la Constitución Nacional de 1853, tienen prohibido los 

enfrentamientos armados entre sí y sus disputas deben ser resueltas por el Estado 

Nacional. En concreto: 

 Ninguna provincia puede declarar o hacer la guerra a otra provincia. 
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 Las quejas entre provincias, deben ser sometidas a la Corte Suprema de Justicia 

de la Nación para su solución. 

 Las hostilidades de hecho entre ellas son consideradas actos de guerra civil, 

calificados de sedición o asonada, que el Gobierno federal debe sofocar y 

reprimir conforme a la ley. 

 

II. 6. El sistema representativo republicano. 

La forma representativa de gobierno se basa en el principio de que el pueblo no ejerce el 

gobierno directamente, sino a través de personas que éste elige para que actúen en su 

nombre.  

Así, el pueblo otorga un mandato a aquellos que elige para que lo gobiernen, mediante 

el voto (sufragio). Este principio se encuentra en el artículo 22 de la Constitución 

Nacional que establece explícitamente "El pueblo no delibera ni gobierna sino por 

medio de sus representantes y autoridades creadas por esta Constitución...". 

Si bien la reforma constitucional de 1994 introdujo elementos de democracia 

semidirecta que permiten una mayor participación de los ciudadanos en asuntos de 

importancia nacional, tales como la iniciativa popular y la consulta popular, son 

mecanismos excepcionales y la regla es que sólo los representantes -diputados y 

senadores- pueden legislar. 

II. 6. 1. Caracteres del sistema republicano. 

El término republicano proviene del latín res publicae, que significa "cosa pública" o 

"de todos". Esto implica que el destino y bienestar de la nación es interés de la sociedad 

en su conjunto, y no propiedad exclusiva del gobierno. 

La forma republicana de gobierno lo que procura es establecer límites jurídicos al poder 

político, y se caracteriza por las siguientes propiedades: 

a. División de Poderes. 

En una República, la autoridad del Estado se reparte en tres funciones distintas: el Poder 

Legislativo, el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial.  

Esta división es fundamental para impedir la acumulación de todas las funciones de 

gobierno en una sola persona -o grupo de personas-, lo que podría menoscabar la 

libertad y conducir a una "tiranía". 
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Estos poderes son los denominados poderes constituidos; es decir, son el conjunto de 

órganos del Estado creados por la Constitución para ejercer funciones determinadas 

dentro de los límites que ella misma impone. Su misión es hacer efectiva la voluntad 

soberana del pueblo expresada en la Constitución. 

b. Periodicidad de los mandatos. 

Los funcionarios elegidos para gobernar son nombrados por un tiempo limitado y deben 

renovar sus mandatos periódicamente. Este requisito se aplica aun cuando exista la 

posibilidad de reelección, la cual debe producirse mediante el voto popular y dentro de 

los límites establecidos por la Constitución. 

La excepción a este principio es la garantía de inamovilidad del cargo, de la que gozan 

los/as Jueces/juezas, que busca protegerlos/as de presiones políticas y garantizando la 

independencia del Poder Judicial, para garantizar que sus fallos sean imparciales. 

c. Publicidad de los actos de gobierno. 

Es una condición esencial que los actos de los gobernantes se presenten al conocimiento 

público para que los habitantes estén informados de lo que hace el gobierno. Para 

cumplir con este principio, se publican leyes y decretos en el Boletín Oficial (el diario 

oficial del Estado), para una mayor difusión y conocimiento de la población. 

d. Responsabilidad de los funcionarios públicos. 

La Constitución y las leyes detallan las obligaciones de quienes ocupan cargos públicos. 

Los funcionarios están sujetos a responder por mal desempeño, delitos contra el Estado, 

o delitos comunes. Esta responsabilidad puede ser de naturaleza política (como en el 

juicio político), penal, civil o administrativa. En definitiva, implica que el hecho de ser 

funcionario público no implica impunidad, sino que están sometidos a las leyes como 

cualquier ciudadano. 

e. Igualdad ante la ley 

Este es un principio que está explícitamente receptado en la Constitución Nacional 

(artículo 16). La Nación argentina no admite prerrogativas de sangre ni de nacimiento, 

fueros personales o títulos de nobleza. Todos los habitantes son iguales ante la ley. Este 

concepto se entiende como igualdad entre los iguales, en iguales circunstancias.  

f. Principio de legalidad. 

Implica que los órganos del Estado sólo pueden actuar dentro del marco establecido por 

la ley y que los particulares no pueden ser obligados ni sancionados sino en virtud de 
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una norma jurídica válida. Es decir, el ejercicio de la autoridad estatal, no puede ser 

arbitrario, sino que debe ajustarse a normas previamente establecidas por el orden 

jurídico.  

III. Sistema electoral nacional. 

III.1 Cuestiones generales. 

El Código Electoral Nacional (ley 19.945 y sus múltiples modificaciones) constituye el 

marco jurídico fundamental que regula el ejercicio de los derechos políticos y la 

organización de los procesos electorales para cargos nacionales en la República 

Argentina. Establece un sistema basado en el sufragio universal, igual, secreto y 

obligatorio, definiendo con precisión quiénes componen el cuerpo electoral, sus 

derechos, deberes y las garantías para su ejercicio. Es decir, este código regula 

exhaustivamente el proceso electoral, definiendo quiénes son electores y las condiciones 

para votar.  

La estructura del sistema electoral nacional se articula en torno a la Justicia Nacional 

Electoral, compuesta por la Cámara Nacional Electoral como máxima autoridad, los 

Jueces Federales con competencia electoral en cada distrito y las Juntas Electorales 

Nacionales, que operan específicamente durante los comicios.  

El Código también regula detalladamente las campañas electorales, fijando plazos 

estrictos para la publicidad y prohibiendo el uso de actos de gobierno con fines 

proselitistas en el período previo a la elección. Finalmente, se establece un régimen de 

faltas y delitos electorales, con su correspondiente procedimiento sancionatorio, que 

abarca desde la no emisión del voto hasta actos de fraude electoral, con el objetivo de 

salvaguardar la integridad y legitimidad de cada elección. 

III.2 El Cuerpo Electoral: quién es “el pueblo” habilitado a votar.  

Pueden ser electores los argentinos nativos y por opción a partir de los dieciséis (16) 

años, y los argentinos naturalizados desde los dieciocho (18) años. 

Están excluidos del padrón electoral 

- Los declarados dementes en juicio. 

- Los condenados por delitos dolosos a pena privativa de la libertad, por el 

término de la condena. 

- Los condenados por faltas relacionadas con juegos prohibidos. 
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- Los sancionados por deserción calificada. 

- Los declarados rebeldes en causa penal. 

- Otros inhabilitados por la Ley Orgánica de los Partidos Políticos o leyes 

específicas. 

Las personas procesadas que se encuentren cumpliendo prisión preventiva, pueden 

votar.  

Asimismo, es importante destacar que votar es una carga pública. Es decir, todo elector 

tiene la obligación de votar en las elecciones nacionales de su distrito. En caso de no 

hacerlo, es pasible de una sanción. 

Sólo están eximidos de la obligación de votar los/as jueces/juezas y auxiliares que 

deban trabajar durante los comicios; quienes se encuentren a más de 500 km de su lugar 

de votación por motivos razonables, debiendo justificarlo ante la autoridad policial; 

enfermos o imposibilitados por fuerza mayor, con certificación médica y personal de 

servicios públicos que deba trabajar. 

III. 3 Derechos y garantías del elector. 

El primer derecho con el que cuentan los electores es el secreto del voto. Esto permite a 

la persona a elegir libre de toda coerción física o amenaza. Vinculado con esto, los 

electores también tienen inmunidad lo que implica que ningún elector puede ser 

detenido desde 24 horas antes hasta la clausura de la elección, salvo en caso de flagrante 

delito o por orden de juez competente. 

A su vez, los electores tienen herramientas para proteger esos derechos, en caso de que 

alguien trate de vulnerarlos. La herramienta fundamental es conocida como amparo 

electoral. Así, el elector puede solicitar al Juez electoral de turno en el día de la elección 

su protección, si se ve afectado en sus inmunidades, libertad o si se le impide el 

ejercicio del sufragio. 

III.4 Sistemas electorales por cargo. 

El Código Electoral Nacional define sistemas de elección distintos para cada uno de los 

cargos públicos nacionales. 

 Presidente y vicepresidente. 

Para la elección de Presidente (y vicepresidente), se prevé un sistema de doble vuelta 

(conocido también como balotaje): la fórmula ganadora será aquella que obtenga más 
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del 45% de los votos afirmativos, o al menos el 40% con una diferencia mayor a 10 

puntos porcentuales sobre la segunda. De no cumplirse, hay una segunda vuelta entre 

las dos fórmulas más votadas. 

 Senadores nacionales. 

En el caso de los senadores nacionales, el sistema electoral es el de lista incompleta: se 

eligen tres senadores por cada distrito (es decir, por provincia y la ciudad autónoma de 

Buenos Aires). A la lista del partido o alianza que obtiene la mayoría de los votos, le 

corresponden dos bancas. A la lista que le sigue en número de votos, le corresponde una 

banca. 

 Diputados nacionales. 

En el caso de los diputados nacionales, se utiliza el sistema proporcional D’Hondt: los 

cargos se distribuyen proporcionalmente entre las listas que superen un umbral del tres 

por ciento (3%) del padrón electoral del distrito. 

III.5 Los partidos políticos como instituciones fundamentales del sistema 

democrático. 

Los partidos políticos constituyen uno de los pilares sobre los que se asienta el sistema 

democrático de la República Argentina. Como instrumentos de participación y 

representación ciudadana, su funcionamiento no es arbitrario, sino que está regulado por 

un marco jurídico específico que emana directamente de la Constitución Nacional y se 

complementa con leyes orgánicas.  

Un partido político se define como una asociación de ciudadanos, unidos por ideas 

comunes sobre cuestiones de gobierno, cuyo fin primordial es la conquista del poder a 

través del sufragio para o bien implementar un programa determinado o, en su defecto, 

ejercer control sobre quién gobierna. 

Jurídicamente, la creación y participación en un partido político es un ejercicio 

específico del derecho de asociarse con fines útiles, consagrado en el artículo 14 de la 

Constitución Nacional. Esto implica que sus miembros están ligados por un vínculo 

jurídico de carácter estable. Es crucial destacar que el partido tiene personalidad propia 

y no debe confundirse con el Estado: es una entidad diferente, situada al margen de la 

organización estatal. 

La referencia explícita a los partidos políticos fue introducida en la reforma 

constitucional de 1994, a través del artículo 38. Antes de esta reforma, su existencia y 
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legitimidad no estaban expresamente mencionadas en el texto constitucional, sino que 

se sustentaban de forma implícita en dos principios fundamentales de la Constitución de 

1853: 

 El régimen representativo, establecido en el artículo 1. 

 El derecho general de asociación, (que, como se vio, está reconocido en el 

artículo 14). 

Los partidos políticos, entonces, actúan como intermediarios entre las demandas de la 

sociedad y las estructuras del Estado. De acuerdo con el marco normativo (la ley 

23.298, la ley orgánica de los partidos políticos) y la teoría política, éstos desempeñan 

las siguientes funciones: 

 Captación y Propuesta: su labor principal es captar los problemas y demandas 

que emergen de la sociedad, jerarquizarlos y formular propuestas de gobierno 

coherentes para ofrecer soluciones. 

 Nominación de Candidatos: la Ley 23.298 les otorga la exclusividad en la 

nominación de candidatos para cargos públicos electivos. 

 Intermediación y Control: su rol varía según su resultado electoral. Si acceden al 

gobierno, actúan como respaldo a las iniciativas gubernamentales. Si no acceden 

al poder, su función es ejercer un control sobre los actos del gobierno y 

prepararse para futuras elecciones. 

 Formación Cívica: cumplen un papel pedagógico en la formación de 

gobernantes y ciudadanos, capacitando a sus miembros para la gestión pública y 

fomentando la cultura democrática en la sociedad. 

 

IV. La división de poderes en la Constitución Nacional. 

IV. 1 Cuestiones generales. 

La división de poderes es una característica fundamental de la forma de gobierno 

republicana, que, como hemos visto, consiste en la repartición de las funciones básicas 

del Estado entre diferentes órganos, buscando limitar la concentración del poder y 

proteger las libertades, que era una característica de las monarquías absolutas. 

La organización de un gobierno bajo el sistema republicano debe respetar el principio 

de separación, equilibrio y control mutuo entre los tres poderes del Estado (Legislativo, 

Ejecutivo y Judicial). En esa línea, la Constitución Nacional establece, entre otros 

aspectos, esta división, la cual también es replicada por las provincias. 
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IV. 2. Poder Legislativo (Congreso de la Nación).  

También llamado Congreso de la Nación Argentina, el Poder Legislativo nacional es 

bicameral, es decir, está compuesto por dos Cámaras: 

a. Cámara de Diputados de la Nación 

Para integrar la Cámara de Diputados se requiere haber cumplido la edad de veinticinco 

años, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio, y ser natural de la provincia que lo 

elija, o con dos años de residencia inmediata en ella.  

Duran cuatro años en sus funciones y pueden ser reelegidos. La Cámara, como órgano, 

se renueva cada dos años. 

b. Cámara de Senadores de la Nación  

La Cámara de Senadores representa a las provincias y a la Ciudad Autónoma de Buenos 

Aires. Para ser senador/a, es preciso contar con al menos treinta años, haber sido seis 

años ciudadano de la Nación y ser natural de la provincia que lo elija, o con dos años de 

residencia inmediata en ella.  

Cada provincia y la ciudad autónoma de Buenos Aires eligen tres senadores: dos por la 

mayoría y uno por la primera minoría. Duran seis años en sus funciones y pueden ser 

reelegidos indefinidamente. La Cámara se renueva por tercios cada dos años. 

 

El Poder Legislativo crea, modifica y deroga leyes. En concreto, el Congreso de la 

Nación es un órgano permanente, porque forma parte de la estructura esencial del 

Estado argentino y no se extingue ni se interrumpe su existencia institucional. Lo que no 

es permanente es su actividad legislativa, que se desarrolla en períodos determinados 

denominados “sesiones”, entre las que podemos distinguir: 

 

Tipo de sesión Quién convoca Qué se trata 

Ordinaria 

(del 1 de marzo al 30 

de noviembre) 

No requiere convocatoria. Todos los temas legislativos. 
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Extraordinaria Las convoca el Presidente de la 

Nación, cuando un grave interés 

de orden o de progreso lo 

requiera. 

Sólo temas incluidos en el 

decreto de convocatoria. 

Preparatoria Cada Cámara. Elección de autoridades 

internas (presidente, 

vicepresidente y secretarios). 

Prorrogada 

(Después del 30 de 

noviembre) 

Las prorroga el Presidente de la 

Nación, cuando un grave interés 

de orden o de progreso lo 

requiera. 

Continuar con temas 

pendientes del período 

ordinario. 

 

IV. 3 Poder Ejecutivo (Presidente de la Nación).  

El Poder Ejecutivo Nacional es ejercido por una sola persona, con el título de 

Presidente de la Nación Argentina. 

Para ser elegido Presidente de la Nación se requiere ser argentino nativo, o por opción, 

pero hijo de ciudadano nativo. Tener al menos 30 años de edad y gozar de las demás 

calidades exigidas para ser senador. Dura cuatro años en su mandato y puede ser 

reelegido una vez, en forma consecutiva. 

El artículo 99 de la Constitución Nacional enumera las facultades y atribuciones del 

Presidente de la Nación. Entre las más salientes, pueden destacarse las siguientes: 

 Representa al Estado argentino en el plano interno e internacional. En esta 

función dirige las relaciones exteriores, firma tratados y recibe a representantes 

diplomáticos extranjeros. 

 Nombra y remueve funcionarios (ministros, secretarios, embajadores) con 

acuerdo del Senado. 

 Dicta decretos reglamentarios para la ejecución de las leyes. 

 Promulga o veta las leyes que emanan del Congreso. 

 Concede indultos o conmutaciones de penas. 

 Es el Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas de la República. 

 Designa a los jueces de la Corte Suprema (con acuerdo del Senado). 
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IV. 4 Poder Judicial (Corte Suprema y Tribunales Inferiores). 

El Poder Judicial de la Nación es uno de los tres poderes del Estado argentino y tiene a 

su cargo la función de administrar justicia. Su misión es garantizar la supremacía de la 

Constitución Nacional, la vigencia de los derechos y garantías y el cumplimiento del 

principio de legalidad en todo el territorio del país. 

Está integrado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CSJN) y los tribunales 

inferiores, conforme al artículo 108 de la Constitución Nacional.  

Actualmente, la ley vigente (26.183) establece que la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación está compuesta por cinco jueces. Es el máximo tribunal judicial del país y la 

última instancia de apelación. 

Los requisitos para ser miembro implican tener 30 años de edad como mínimo, haber 

sido ciudadano argentino durante 10 años y poseer el título de abogado con ocho (8) 

años de ejercicio profesional. 

Los ministros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (así se llama a los jueces de 

la Corte), son designados por el Presidente de la Nación con el acuerdo del Senado, 

otorgado por dos tercios de los miembros presentes. 

Duran en sus mandatos mientras conserven su buena conducta -o hasta los 75 años, 

fecha en la que se requiere un nuevo acuerdo del Senado para volver a ser nombrados 

tales-. Solo pueden ser removidos por juicio político que es un mecanismo de 

destitución del cargo; perciben un sueldo que no puede ser disminuido durante su 

permanencia en el cargo, garantizando su independencia. 

Entre las atribuciones y facultades de la Corte Suprema encontramos que: 

 Interviene en todas las causas regidas por la Constitución, leyes nacionales y 

tratados internacionales. 

 Conoce causas que involucren a embajadores, ministros y cónsules extranjeros.  

 Actúa en conflictos entre provincias, o entre éstas y el Estado Nacional. 

 Ejerce el control de constitucionalidad, pudiendo declarar la inconstitucionalidad 

de normas contrarias a la Constitución.  

 Ejerce la superintendencia del Poder Judicial, dictando su propio reglamento 

interno y organizando los tribunales inferiores. 

Los tribunales inferiores de la Nación comprenden: 
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- Cámaras Federales de Apelaciones. 

- Juzgados Federales de Primera Instancia. 

- Tribunales Nacionales en materia civil, penal, comercial, laboral, contencioso-

administrativa, etc. 

Los requisitos para ser juez/a de tribunales inferiores son, además de ser ciudadano 

argentino y poseer título de abogado, tener como mínimo 25 años de edad y contar con 

idoneidad profesional y antecedentes éticos y jurídicos comprobables. 

La designación de los jueces inferiores de la Nación se realiza a través de un mecanismo 

que involucra a un órgano introducido por la reforma Constitucional de 1994, el 

Consejo de la Magistratura, al Presidente de la Nación y al Senado de la Nación. 

El Consejo de la Magistratura está conformado por representantes del Poder Ejecutivo, 

del Poder Legislativo, del Poder Judicial, académicos/as, y abogados/as y tiene entre sus 

funciones:  

- Evaluar y seleccionar candidatos mediante concurso público.  

- Elevar una terna vinculante al Poder Ejecutivo, que nombra al candidato 

designado con acuerdo del Senado. 

- Remover jueces, en caso de que se den las condiciones para tal sanción, a través 

de un jurado de enjuiciamiento. 

De esta forma, los jueces federales de los tribunales inferiores (es decir, todos los jueces 

federales excepto los de la Corte Suprema) son designados mediante un procedimiento 

complejo que involucra a tres órganos del Estado: el Consejo de la Magistratura, el 

Presidente de la Nación y el Senado. 

 El Consejo de la Magistratura realiza concursos públicos de antecedentes y 

oposición para seleccionar a los postulantes. Luego eleva una terna vinculante al 

Poder Ejecutivo. 

 El Presidente de la Nación elige a uno de los candidatos incluidos en la terna y 

lo propone para el cargo al Senado de la Nación. 

 Finalmente, para entrar en funciones, el candidato propuesto por el Presidente 

debe obtener el acuerdo del Senado. 
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IV. 5 La división de poderes en el derecho público provincial y municipal.  

Como se ha visto, la estructura federal de la República Argentina implica que el poder 

político se distribuye en distintos niveles (nacional, provincial y municipal) y la forma 

republicana exige que se distribuya en distintos órganos (Ejecutivo, Legislativo y 

Judicial), con el objetivo de evitar la concentración excesiva del poder y garantizar las 

libertades individuales. 

Así, cada provincia, en virtud de su propia constitución y del mandato del artículo 5 de 

la Constitución Nacional, adopta a su vez también la forma representativa y republicana. 

En esa línea, las constituciones provinciales establecen la división de funciones del 

Estado en los tres poderes (legislativo, ejecutivo y judicial). Al mismo tiempo, esa 

estructura debe respetar los principios constitucionales nacionales (como la supremacía 

constitucional, el reparto de competencias y los derechos fundamentales).  

A nivel municipal, la Constitución Nacional establece que las provincias deben 

reconocer la autonomía de los municipios y fijar su alcance. Dentro de ese marco, los 

municipios pueden contar con su propio órgano legislativo local (Concejo deliberante u 

órgano equivalente), un ejecutivo municipal (intendente o alcaldía) y, en algunos casos, 

funciones judiciales o de justicia de faltas delegadas, según lo establezca la constitución 

provincial y la carta orgánica municipal. 

Así, en el ámbito municipal también opera la división de poderes, pero adaptada a la 

escala local, lo cual contribuye al principio de descentralización y al control 

democrático de la gestión local. 

 

Poder Nación Provincia Municipio 

Legislativo Bicameral (Cámara de 

Diputados y Cámara de 

Senadores) 

Depende de cada 

provincia. Hay provincias 

con un Poder Legislativo 

bicameral (Buenos Aires) 

y otras con Unicameral 

(Córdoba) 

 

Ejecutivo Presidente Gobernador Intendente 

Judicial CSJN y Juzgados Federales Máximo Tribunal de 

Justicia Provincial y 

Juzgados inferiores 

- 

 

https://leyes-ar.com/constitucion_mendoza/12.htm?utm_source=chatgpt.com
https://sites.google.com/view/construyendociudadan/presentaci%C3%B3n/clase-iii-divisi%C3%B3n-de-poderes?utm_source=chatgpt.com
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V. Algunas nociones básicas de la estructura constitucional actual.   

La Constitución Nacional argentina fue sancionada en 1853, en ejercicio del poder 

constituyente originario, es decir, el poder que tiene un pueblo para darse su propia 

organización política fundamental. Posteriormente fue reformada en 1860, 1866, 1898, 

1957 y 1994, mediante el ejercicio del poder constituyente derivado, que es aquel que 

permite modificar la Constitución siguiendo los procedimientos establecidos por ella 

misma. 

Debe recordarse además que en 1949 se sancionó una reforma constitucional que fue 

posteriormente dejada sin efecto en 1956. Sin embargo, algunos contenidos de esa 

reforma, especialmente en materia de derechos sociales, fueron incorporados 

posteriormente en la reforma de 1957, particularmente a través del artículo 14 bis. 

Desde el punto de vista didáctico, se puede dividir a la estructura de la Constitución 

nacional en dos grandes partes: la parte dogmática y la parte orgánica. Esta división no 

aparece expresamente en el texto constitucional, sino que es una clasificación elaborada 

por la doctrina constitucional para facilitar su estudio y comprensión. 

a. Dogmática.  

Es la primera parte de la Constitución Nacional (desde el artículo 1 hasta el artículo 43), 

donde se establecen los principios filosóficos, políticos y jurídicos sobre los cuales se 

funda el Estado argentino. 

Se llama “dogmática” porque contiene los “dogmas”, esto es, los fundamentos del orden 

constitucional (derechos y garantías del pueblo). La doctrina constitucionalista señala 

que en esta parte pueden identificarse tres tipos de contenidos principales: 

 Declaraciones: son principios fundamentales que organizan el sistema político y 

jurídico del Estado. Se trata de definiciones generales que establecen el tipo de 

Estado y los valores sobre los cuales se basa el orden constitucional.  

 Derechos: el conjunto de facultades reconocidas a todas las personas por el 

orden jurídico supremo del Estado. Su función principal es proteger la dignidad 

humana y establecer límites al poder del Estado. En la Constitución argentina 

pueden identificarse distintos tipos de derechos: derechos civiles y políticos 

(artículos 14, 16, 17, 18, 19 y 20); derechos sociales (artículo 14 bis); “nuevos” 

derechos constitucionales (artículos 41, 42 y 43).  
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 Garantías: son los mecanismos jurídicos que aseguran el cumplimiento y la 

protección efectiva de los derechos reconocidos por la Constitución Nacional. Es 

decir que una garantía es un medio de defensa del ciudadano frente a posibles 

abusos del Estado o de otros particulares, permitiendo hacer efectivos los 

derechos proclamados en la Constitución. Entre ellas podemos identificar: el 

artículo 18 de la Constitución nacional, que protege las garantías del debido 

proceso, y el artículo 43 de la Constitución Nacional que incorpora garantías 

modernas como el amparo, el habeas corpus y el habeas data. 

b. Orgánica. 

La parte orgánica de la Constitución Nacional se extiende desde el artículo 44 hasta el 

artículo 129, además de las disposiciones transitorias incorporadas en la reforma de 

1994. 

Esta parte regula la organización y el funcionamiento de las instituciones del Estado, 

estableciendo la distribución del poder público y las competencias de los distintos 

órganos estatales. 

Entre los aspectos principales que regula la parte orgánica, se encuentran: 

1. La organización de los poderes del Estado 

Es decir, los tres poderes del Estado nacional, su funcionamiento y atribuciones: 

 Poder Legislativo (artículos 44 a 85). 

 Poder Ejecutivo (artículos 87 a 107). 

 Poder Judicial (artículos 108 a 119). 

 

2. Los órganos extra-poder 

La Constitución también prevé la existencia de organismos que no integran 

estrictamente ninguno de los tres poderes tradicionales del Estado, pero que cumplen 

funciones institucionales relevantes. 

● El Consejo de la Magistratura (artículo 114).  

● El Ministerio Público (artículo 120), órgano independiente encargado de 

promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses 

generales de la sociedad. 
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● El Defensor del Pueblo (artículo 86), cuya misión es la defensa y protección de 

los derechos humanos y demás derechos, garantías e intereses tutelados en la 

Constitución y las leyes ante hechos, actos u omisiones de la Administración; y 

el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas. 

 

3. La organización federal del Estado 

La parte orgánica también regula las relaciones entre el Estado nacional y las 

provincias, estableciendo el funcionamiento del sistema federal. Entre otras cuestiones, 

la Constitución: 

 Reconoce la autonomía de las provincias (artículo 121). 

 Regula las competencias del gobierno federal (entre otros, artículos 126, 127 y 

128). 

 Asimismo, el artículo 129, incorporado en la reforma de 1994, reconoce la 

autonomía de la Ciudad de Buenos Aires, otorgándole un régimen institucional 

propio. 
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ANEXO DE EJERCICIOS MÓDULO III 

I. Preguntas de opción múltiple 

1. La soberanía externa se refiere a: 

 a) El poder del Estado sobre su territorio 

 b) La independencia frente a otros Estados 

 c) La autoridad sobre la población 

 d) La capacidad de dictar leyes internas 

 

2. La forma de gobierno federal en Argentina implica: 

 a) La centralización del poder en el Estado Nacional 

 b) La absoluta subordinación de las provincias 

 c) La coordinación y cooperación entre nación y provincias 

 d) La desaparición de los municipios 

 

3. Según el artículo 22 de la Constitución Nacional, el pueblo: 

 a) Gobierna directamente 

 b) No delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes 

 c) Puede dictar leyes por plebiscito 

 d) Tiene por sí mismo un poder judicial 

 

4. Según la jerarquía normativa en el sistema argentino, la Constitución Nacional 

ocupa: 

 a) El nivel inferior del sistema jurídico 

 b) El mismo nivel que las leyes provinciales 

 c) La cúspide del ordenamiento jurídico 

 d) El nivel intermedio entre tratados y leyes 

 

II. Preguntas de verdadero o falso 

1. El Estado y el Gobierno son sinónimos. 

2. Se entiende que el Estado es permanente y el gobierno es transitorio. 

3. Las provincias argentinas delegaron todos sus poderes al Estado Nacional. 



110 
 

4. El Código Electoral Nacional establece que el voto es universal, secreto y 

obligatorio. 

5. La publicidad de los actos de gobierno es un principio esencial del sistema 

republicano. 

6. En el sistema federal argentino, las provincias pueden acuñar moneda y dictar 

códigos civiles. 

7. El Poder Legislativo argentino es unicameral. 

8. Los ministros de la Corte Suprema duran seis años en su cargo. 

9. La democracia constitucional combina el respeto a los derechos fundamentales 

con los procedimientos democráticos. 

10. El poder constituyente derivado puede modificar la Constitución sin límites. 

 

 III. Completar las siguientes oraciones 

1 El artículo 1 de la Constitución Nacional establece que la Nación adopta para su 

gobierno la forma __________, __________ y __________. 

 

2 El territorio del Estado comprende tierra, aguas, mares y __________. 

 

3 Las provincias conservan todo el poder_________ al gobierno federal. 

 

4 El sistema electoral argentino se encuentra regulado por el __________. 

 

5 El Poder Legislativo Nacional está compuesto por la Cámara de Diputados y la 

Cámara de __________. 

 

6 El principio de división de poderes busca evitar la __________. 
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7 El Estado de Derecho implica que todas las personas e instituciones están 

sujetas a la __________. 

 

8 Según la jerarquía normativa establecida por la Constitución Nacional, los 

tratados internacionales de Derechos Humanos poseen __________ 

constitucional. 

 

9 El poder constituyente originario crea el orden constitucional, mientras que el 

derivado se encarga de __________ la Constitución existente. 

 

RESPUESTAS 

I. Preguntas de opción múltiple  

1 b 

2 c 

3 b 

4 c 

 

II. Preguntas de verdadero o falso 

1 Falso 

2 Verdadero 

3 Falso 

4 Verdadero 

5 Verdadero 

6 Falso 

7 Falso 

8 Falso 

9 Verdadero 

10 Falso 
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III. Completar las siguientes oraciones 

1  → representativa, republicana y federal 

2 → espacio aéreo 

3 → no delegado 

4 → Código Electoral Nacional (Ley 19.945) 

5 → Senadores 

6 → concentración de poder.  

7 → ley. 

8 → jerarquía 

9 → reformar o modificar 
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MÓDULO IV 

EL ENTORNO DE APRENDIZAJE: SISTEMAS DE GOBIERNO DE LA 

UNIVERSIDAD NACIONAL DEL SUR 

Pablo G. Di Gerónimo 

Marcos Fernández Peña 

 

I. La universidad pública: funciones, derechos y obligaciones de los/as 

estudiantes. 

La Universidad Nacional del Sur (en adelante, UNS) es una universidad nacional 

pública y autónoma, lo que implica por un lado, que los gastos de su funcionamiento 

son sufragados por el Estado nacional y, por el otro, que se gobierna y administra a sí 

misma.  

Es decir, la UNS -siempre que se cumpla con los estándares que marca la Ley de 

Educación Superior y el Ministerio de Educación- está facultada para establecer sus 

propias normas, elegir sus autoridades, constituir su cuerpo docente y administrativo, 

confeccionar sus planes de estudio e investigación, otorgar títulos habilitantes para el 

ejercicio profesional, grados académicos y certificados de competencia, definir los 

alcances académicos de su título, disponer y administrar sus bienes y elaborar su 

presupuesto.  

En esa línea, uno de los principios fundamentales que consagra la Ley de Educación 

Superior 24.521 es la gratuidad de la enseñanza de grado, lo que significa que no se 

cobra arancel ni matrícula por los estudios de grado en las universidades nacionales, 

garantizando el acceso amplio y equitativo a la educación superior. Ese mismo espíritu 

es recogido por el Estatuto de funcionamiento de la Universidad Nacional del Sur. 

En consonancia con esos principios, las universidades públicas cumplen con tres 

funciones sustantivas: la docencia, la investigación y la extensión universitaria, a través 

de las cuales forman profesionales, generan conocimiento y vinculan ese conocimiento 

con las necesidades de la sociedad 

En cuanto a los/as estudiantes, la normativa vigente les reconoce una serie de derechos 

y obligaciones. La ley 24.521 establece que tienen derecho, entre otras cuestiones, a 
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acceder a los estudios sin ningún tipo de discriminación y en igualdad de oportunidades, 

a asociarse libremente en centros de estudiantes y participar de la vida y gobierno de la 

universidad, así como a recibir becas y otras ayudas económicas que favorezcan la 

igualdad real en el estudio 

Del mismo modo, los/as estudiantes deben cumplir una serie de obligaciones básicas, 

tales como respetar los estatutos y reglamentos de su universidad, cumplir con las 

condiciones de estudio, trabajo, investigación y convivencia que la institución 

establezca, y respetar la diversidad de opiniones dentro del ámbito académico 

En particular, el Estatuto de la UNS enfatiza en que es deber del alumno dedicarse con 

la mayor intensidad posible a su formación universitaria, tanto en la adquisición de 

conocimientos como en su desarrollo integral como persona. 

 

II. Ética docente y ética estudiantil. 

II.1. Cuestiones generales. 

La universidad es una institución dedicada a la producción y transmisión del 

conocimiento. Por ello, su funcionamiento no depende únicamente de normas jurídicas 

o reglamentos administrativos, sino también de una comunidad académica basada en 

valores compartidos. 

La responsabilidad, el respeto, la honestidad intelectual y el compromiso con la 

formación científica constituyen elementos esenciales para el desarrollo de la vida 

universitaria. En este sentido, la ética docente y la ética del estudiante no deben 

entenderse como reglas aisladas, sino como parte de una misma comunidad académica 

orientada a la búsqueda del conocimiento y al desarrollo de la sociedad. 

Es decir, la vida universitaria no se organiza únicamente a partir de normas 

institucionales o estructuras de gobierno. También se sostiene sobre principios éticos 

que orientan la conducta de quienes la integran. 

El propio Estatuto de la UNS establece que la universidad tiene como finalidad la 

formación integral de sus miembros, fomentando el respeto por las normas e 

instituciones de la Constitución Nacional y promoviendo la transmisión y el desarrollo 

del conocimiento científico y cultural. 
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En ese marco, pueden distinguirse dos dimensiones fundamentales de la ética 

universitaria: la ética docente y la ética del estudiante. 

 

II.2. Ética docente. 

El/la docente universitario/a cumple una función central en la vida académica, ya que es 

responsable de transmitir conocimientos, orientar el aprendizaje y contribuir al 

desarrollo científico y profesional de los/as estudiantes. 

Por esta razón, su actividad debe regirse por principios éticos vinculados con la 

responsabilidad académica y el respeto por la comunidad universitaria. Entre los 

principios más importantes de la ética docente se encuentran: 

a. Compromiso con la enseñanza y la investigación 

La actividad docente implica una dedicación responsable a la enseñanza, la 

investigación y la formación de estudiantes. La Ley de Educación Superior establece 

que los/as docentes deben cumplir con responsabilidad sus funciones académicas y 

mantener actualizada su formación profesional. 

b. Honestidad intelectual 

La actividad universitaria exige rigor científico y respeto por la verdad. El docente debe 

promover el pensamiento crítico y fomentar la producción responsable del 

conocimiento. 

c. Respeto por la libertad académica 

El Estatuto universitario reconoce la libertad académica del docente en el ejercicio de su 

tarea, por supuesto dentro del marco de la coordinación institucional de la enseñanza y 

la investigación. Esto implica que el/la docente, puede desarrollar sus actividades de 

enseñanza e investigación con autonomía intelectual, siempre respetando los planes de 

estudio y la organización académica de la universidad. 

d. Trato respetuoso hacia los/as estudiantes 

La relación pedagógica debe desarrollarse en un clima de respeto mutuo. El/la docente 

debe promover un ambiente académico abierto al diálogo, donde los/as estudiantes 

puedan expresar ideas, formular preguntas y participar activamente en el proceso de 

aprendizaje. 

II.3. Ética del estudiante. 
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Así como los docentes tienen responsabilidades éticas, los estudiantes también. La 

universidad no es solamente un espacio de recepción pasiva de conocimientos, sino un 

ámbito de participación intelectual y compromiso académico. 

En esa línea, hemos visto que la Ley de Educación Superior reconoce que los 

estudiantes tienen derechos importantes dentro del sistema universitario (como acceder 

a la educación superior sin discriminaciones, asociarse libremente en centros de 

estudiantes y participar en el gobierno de la institución), pero, asimismo, estos derechos 

se acompañan también de deberes académicos y éticos. 

Entre los principios fundamentales de la ética del estudiante pueden mencionarse los 

siguientes: 

a. Compromiso con el estudio 

El Estatuto de la UNS señala que es deber del/a estudiante dedicarse con la mayor 

intensidad posible a su formación universitaria, tanto en la adquisición de 

conocimientos como en su desarrollo personal. Esto implica asistir a clases, preparar los 

contenidos de las materias y participar activamente en las actividades académicas. 

b. Honestidad académica 

La vida universitaria exige respeto por el trabajo intelectual propio y ajeno. El/la 

estudiante debe evitar prácticas contrarias a la ética académica, como el plagio, la copia 

en exámenes o la utilización indebida de trabajos de otras personas. 

c. Respeto por la comunidad universitaria 

El estudiante debe respetar las normas institucionales, así como a docentes, 

compañeros/as y personal de la universidad. La convivencia académica requiere 

tolerancia frente a la diversidad de opiniones y perspectivas. En concreto, la Ley de 

Educación Superior establece que los estudiantes deben cumplir las normas 

institucionales y respetar la diversidad de ideas dentro del ámbito académico. 

d. Participación responsable en la vida universitaria 

Los/as estudiantes tienen la posibilidad de participar en el gobierno de la universidad 

mediante sus representantes en los distintos órganos de cogobierno. Esta participación 

implica también un compromiso con el funcionamiento institucional y con la defensa de 

los valores universitarios. 

II.4. El pilar de la ética docente y la ética estudiantil: la honestidad/integridad 

académica. 
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Como hemos visto, uno de los principios fundamentales de la vida universitaria es la 

integridad/honestidad académica. Este concepto se refiere al compromiso de todos los 

miembros de la comunidad universitaria con la honestidad intelectual, el respeto por el 

trabajo académico y la producción responsable del conocimiento. 

Dado que la universidad es una institución dedicada a la búsqueda, generación y 

transmisión del conocimiento, su funcionamiento depende en gran medida de la 

confianza en que los trabajos académicos, investigaciones, exámenes y evaluaciones 

reflejan realmente el esfuerzo y la producción intelectual de quienes los presentan. 

En este sentido, tanto docentes como estudiantes deben actuar con honestidad 

intelectual, evitando prácticas que vulneren los principios éticos de la actividad 

académica. En ese sentido, una conducta que puede vulnerar seriamente la 

integridad/honestidad académica es el plagio. 

Se considera plagio a un trabajo, una idea, un texto o una investigación que una persona 

presenta como si fuera propio pero que, en verdad, fue elaborada por otra persona o 

sistema, sin reconocer adecuadamente su autoría. 

Puede adoptar diversas formas, por ejemplo: 

a. Copiar total o parcialmente un texto sin citar la fuente. 

b. Reproducir ideas o argumentos de otro autor sin mencionarlo. 

c. Presentar trabajos realizados por otra persona como propios. 

d. Copiar respuestas durante una evaluación. 

e. Utilizar material académico sin indicar su origen. 

El plagio no sólo constituye una falta ética, sino que también puede implicar sanciones 

académicas, ya que vulnera los principios fundamentales del trabajo universitario. Las 

universidades cuentan con reglamentaciones y procedimientos para evaluar este tipo de 

situaciones, y las consecuencias pueden incluir desde la desaprobación de trabajos o 

evaluaciones hasta sanciones disciplinarias más graves como la suspensión o expulsión 

del estudiante. 

Pero, más allá de las sanciones formales, el plagio afecta el principio básico sobre el 

cual se sostiene la vida universitaria, que es la confianza mutua de los integrantes de la 

comunidad académica en la producción del conocimiento. 

En el contexto actual, los/as estudiantes cuentan con múltiples herramientas digitales 

para acceder a información, bibliografía y recursos académicos. Estas herramientas 
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pueden ser muy útiles para el aprendizaje, siempre que se utilicen de manera 

responsable. 

En esa línea, el uso de libros, artículos, bases de datos, recursos en línea o herramientas 

tecnológicas, debe realizarse respetando siempre la autoría de las ideas y la correcta 

citación de las fuentes. Debe recordarse en ese sentido que el objetivo del estudio 

universitario, no es simplemente reproducir información, sino comprender, analizar y 

reflexionar críticamente sobre el conocimiento disponible. 

Por ello, el verdadero aprendizaje consiste en desarrollar la capacidad de interpretar, 

discutir y elaborar ideas propias a partir del conocimiento existente. El comportamiento 

ético dentro de la comunidad universitaria sigue un camino análogo: no se limita a 

cumplir normas formales, sino que implica asumir una actitud responsable frente al 

conocimiento y frente a la comunidad académica de la que se forma parte. 

 

III. Sistema de gobierno en la UNS: Asamblea Universitaria, Consejo 

Superior y Rectorado. 

III. 1. Cuestiones generales. 

Como se ha descripto en el apartado anterior, las Universidades Nacionales son 

autónomas. En esa línea, la Universidad Nacional del Sur se rige por un sistema de 

cogobierno en el que participan los distintos claustros (profesores, auxiliares, 

estudiantes y personal no docente) de forma representativa.  

Este sistema de gobierno colegiado está conformado principalmente por estos dos 

órganos: la Asamblea Universitaria y el Consejo Superior Universitario.  

La participación de los estudiantes en estos órganos está garantizada por ley: es la 

propia Ley de Educación Superior la que reconoce el derecho de los alumnos a elegir 

representantes y formar parte del gobierno de su institución conforme lo dicten los 

estatutos universitarios 

En la UNS, este principio se concreta mediante la presencia de representantes 

estudiantiles con voz y voto, tanto en la Asamblea Universitaria como en el Consejo 

Superior, asegurando la representatividad de la comunidad estudiantil en las decisiones 

de gobierno. 

III.2. La Asamblea Universitaria. 
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La Asamblea Universitaria es el órgano de gobierno superior de la UNS. Se trata de un 

cuerpo político deliberativo de máxima jerarquía, encargado de tomar las decisiones 

estratégicas más trascendentes.  

En esa línea, es la Asamblea quien elige o remueve al Rector de la universidad, aprueba 

la creación de nuevas carreras de grado, la que tiene la facultad de crear o suprimir 

departamentos, centros, institutos o títulos, y realiza reformas al Estatuto universitario, 

entre otras atribuciones importantes. 

En cuanto a su composición, la Asamblea está compuesta por 72 miembros titulares 

(con igual número de suplentes) que representan a todos los claustros de la Universidad. 

Según el Estatuto vigente, integran la Asamblea de la Universidad Nacional del Sur: 

 36 representantes del claustro de profesores. 

 10 representantes del claustro de docentes auxiliares. 

 24 representantes del claustro estudiantil. 

 2 representantes del personal no docente.  

Esta distribución garantiza la participación democrática de la comunidad universitaria 

en las decisiones de largo alcance. Los asambleístas duran dos años en sus cargos, a 

excepción de los asambleístas alumnos que se renuevan anualmente, pudiendo en 

ambos casos ser reelectos. 

III.3. El Consejo Superior Universitario. 

El Consejo Superior Universitario es el órgano de gobierno ordinario y permanente, es 

decir, que conduce la universidad en el día a día académico y administrativo. 

Concretamente, toma decisiones sobre cuestiones como planes de estudio, reglamentos, 

temáticas de investigación, de extensión, aspectos presupuestarios y otros asuntos 

universitarios de alcance general. 

Es el Consejo Superior el que proyecta y propone a la Asamblea Universitaria la 

creación o supresión de departamentos, centros, institutos o establecimientos de 

enseñanza y, también, quien proyecta y propone a la Asamblea la creación o supresión 

de carreras universitarias o títulos. 

Es asimismo función del Consejo Superior actuar como órgano de consulta y legislación 

interna, por lo que dicta reglamentaciones para el funcionamiento institucional. En 

cuanto a su composición, al igual que la Asamblea, representa a los diversos claustros 
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que forman parte de la comunidad universitaria, por lo que está integrado de forma 

representativa y plural. 

Concretamente, está integrado por: 

a. El Rector o la Rectora (que es quien lo preside). 

b. Los/as Directores/as Decanos/as de los Departamentos 

c. 9 representantes de los profesores. 

d. 3 representantes de los docentes auxiliares. 

e. 9 representantes estudiantiles. 

f. 1 representante del personal no docente.  

Este esquema asegura nuevamente el cogobierno, permitiendo que las perspectivas de 

todos los estamentos estén presentes en las resoluciones cotidianas de la universidad. 

Los/as Consejeros/as Superiores Universitarios/as, duran dos años en sus funciones, con 

excepción de los/as Consejeros/as Alumnos/as que se renuevan anualmente. En ambos 

casos, pueden ser reelectos para períodos ulteriores.  

III.4. El/La Rector/a. 

El/la Rector/a es el órgano unipersonal que ejerce la conducción ejecutiva de la UNS. 

Es la máxima autoridad individual de la universidad y la representa legal e 

institucionalmente. A éste lo acompaña un Vicerrector/a, que es elegido/a 

simultáneamente con el primero y por fórmula indivisible. 

El/La Rector/a, es elegido por la Asamblea Universitaria por mayoría absoluta de los 

miembros presentes, por un período de cuatro años, con posibilidad de reelección 

inmediata por un único período adicional más.  

Este órgano preside las sesiones del Consejo Superior, aunque sólo vota en caso de 

empate. Con relación a la Asamblea, es quien la convoca y tiene voz en sus discusiones, 

pero no derecho a voto. En particular, se encarga de ejecutar las políticas y resoluciones 

definidas por estos órganos colegiados, dirigiendo la gestión diaria de la institución. 

Promueve las actividades de extensión universitaria y mantiene las relaciones con las 

distintas entidades oficiales o privadas. 

Asimismo, por intermedio de sus siete Secretarías -la Secretaría General Académica, la 

Secretaría General de Bienestar Universitario, la Secretaría General de Ciencia y 

Tecnología, la Secretaría General de Cultura y Extensión Universitaria, la Secretaría 

General de Relaciones Institucionales y Planeamiento, la Secretaría General de 
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Planificación y Gestión Presupuestaria, y la Secretaría General de Servicios Técnicos y 

Transformación Digital-, implementa las decisiones de gobierno y administra los 

recursos necesarios para el cumplimiento de sus funciones sustantivas de docencia, 

investigación y extensión. 

En resumen, el sistema de gobierno de la UNS combina órganos colegiados (Asamblea 

y Consejo Superior, con representación de la comunidad universitaria en su conjunto) y 

órganos unipersonales (Rectorado) para garantizar tanto la democracia interna como la 

eficiencia en la gestión de la universidad.  

 

IV. El sistema Departamental de la Universidad Nacional del Sur. 

Una de las características distintivas de la Universidad Nacional del Sur es que organiza 

su actividad académica mediante un sistema departamental y no con un sistema de 

facultades, como muchas otras universidades. 

El Estatuto de la Universidad establece que la UNS adopta como base de su 

organización académica y administrativa la estructura departamental, cuyo objetivo es 

proporcionar una orientación sistemática a las actividades docentes y de investigación 

mediante el agrupamiento de disciplinas afines. De esta manera se promueve la 

comunicación entre docentes y estudiantes de distintas carreras, se fortalece la 

cooperación académica y se optimiza el uso de recursos humanos y materiales.  

En este sistema, los departamentos constituyen las unidades fundamentales de la 

enseñanza universitaria. Cada uno reúne áreas del conocimiento relacionadas entre sí y 

desarrolla sus funciones a través de tres actividades principales: 

 Docencia, mediante el dictado las carreras y sus respectivas materias. 

 Investigación, mediante proyectos científicos y académicos. 

 Extensión, mediante actividades que vinculan a la universidad con la sociedad. 

En la Universidad Nacional del Sur, al 2026, existen 17 departamentos académicos, 

dedicados a distintas áreas del conocimiento: Agronomía; Biología, Bioquímica y 

Farmacia; Ciencias de la Administración; Ciencias de la Educación; Ciencias e 

Ingeniería de la Computación; Ciencias de la Salud; Derecho; Economía; Física; 

Geografía y Turismo; Geología; Humanidades; Ingeniería; Ingeniería Eléctrica y de 

Computadoras; Matemática; Química; Ingeniería Química. 

IV.2. Diferencia entre el sistema departamental y el sistema de facultades 
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Para comprender mejor el funcionamiento de la UNS, es útil distinguir el sistema 

departamental del sistema de facultades, que es el modelo organizativo más frecuente en 

muchas universidades. 

En el sistema de facultades, cada facultad reúne generalmente una o varias carreras 

relacionadas con un campo del conocimiento. Por ejemplo, puede existir una Facultad 

de Derecho, una Facultad de Ingeniería o una Facultad de Medicina. Cada facultad suele 

tener su propio cuerpo docente, su estructura administrativa y su organización 

académica relativamente autónoma. 

En ese modelo, los docentes suelen estar vinculados principalmente a una facultad y las 

materias se dictan exclusivamente para las carreras que pertenecen a esa unidad 

académica. 

En cambio, en el sistema departamental, como el que adopta la Universidad Nacional 

del Sur, la organización académica se estructura alrededor de disciplinas o áreas del 

conocimiento, y no exclusivamente alrededor de carreras específicas. 

Por esa razón, un mismo departamento puede dictar materias para varias carreras 

diferentes. Esto significa que los docentes de un departamento (por ejemplo, del 

Departamento de Derecho) no enseñan exclusivamente a estudiantes de una sola carrera 

(por ejemplo, de Abogacía), sino que pueden dictar asignaturas que forman parte de los 

planes de estudio de otras carreras (por ejemplo, hay docentes del Departamento de 

Derecho que enseñan materias de Derecho a estudiantes de las carreras de Contador 

Público o Arquitectura). 

Asimismo, cada Departamento puede dictar más de una carrera de grado (por ejemplo, 

el Departamento de Derecho, además de dictar la carrera de Abogacía, dicta la carrera 

de Licenciatura en Seguridad Pública). 

En términos simples, puede decirse que el sistema de facultades organiza la universidad 

en torno a las carreras, mientras que el sistema departamental la organiza en torno a las 

disciplinas o áreas del conocimiento. 

IV.3. Gobierno de los departamentos. 

Desde el punto de vista institucional, cada departamento posee también sus propios 

órganos de gobierno, que permiten organizar su funcionamiento académico y 

administrativo. 
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En particular, los departamentos se gobiernan a través de: el Consejo Departamental, 

que es el órgano colegiado de gobierno del departamento y el/la directora/a-Decano/a, 

que ejerce la conducción ejecutiva del mismo. 

El Consejo Departamental es la autoridad máxima dentro de cada departamento y tiene 

a su cargo la orientación y coordinación de las actividades de docencia e investigación. 

Este consejo está integrado por representantes de distintos claustros de la comunidad 

universitaria: profesores/as; docentes auxiliares y estudiantes. 

Esta composición refleja nuevamente el principio de cogobierno universitario, que 

permite la participación de los distintos estamentos de la comunidad académica en las 

decisiones institucionales. 

Por su parte, el/la directora/a-Decano/a es la autoridad unipersonal que ejerce la 

dirección académica y administrativa del departamento y preside el Consejo 

Departamental. 

De esta manera, el sistema departamental combina órganos colegiados (Consejo 

Departamental) y órganos unipersonales (Director-Decano), reproduciendo a nivel 

departamental el mismo esquema institucional que organiza el gobierno general de la 

universidad. 

 

V. El Departamento de Derecho. 

V.1. Cuestiones generales.  

En particular, el Departamento de Derecho de la UNS (donde, en la actualidad, se dictan 

las carreras de Abogacía y Licenciatura en Seguridad Pública, además de carreras de 

posgrado como las distintas Especializaciones, la Maestría en Derecho y el Doctorado 

Interinstitucional en Derecho) se gobierna a través de su Consejo Departamental y su 

Decanato, conforme a lo establecido por el Estatuto universitario. 

V.2. El Consejo Departamental del Departamento de Derecho. 

Es la autoridad colegiada máxima dentro del Departamento y ejerce el gobierno del 

mismo. En concreto, a este órgano le corresponde orientar y coordinar las actividades de 

docencia e investigación en el ámbito del Departamento. 

Entre las muchas funciones de relevancia que cumple, se encuentran: 
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a. Aprobar los programas de estudio de las materias. 

b. Proponer la reglamentación para adjudicación de becas. 

c. Disponer llamados a concurso para asistentes y ayudantes de docencia. 

d. Proponer al Consejo Superior el llamado a concurso para profesores titulares y 

adjuntos. 

e. Reglamentar y autorizar cursos libres. 

f. Establecer cursos de posgrado. 

Al igual que ocurre con el Consejo Superior, el Consejo Departamental también posee 

una estructura de cogobierno. En esa línea, está compuesto por representantes de los 

distintos claustros de la unidad académica, bajo la presidencia de la decana o decano.  

En concreto, integran el Consejo Departamental de Derecho:  

a. El/la Director/a Decano/a del Departamento. Sin voto, salvo caso de empate. 

b. 6 consejeros por el claustro de profesores. 

c. 2 consejeros por el claustro de docentes auxiliares. 

d. 4 consejeros por el claustro de estudiantes. 

Los Consejeros Departamentales son elegidos por el voto directo de los integrantes de 

los respectivos claustros del Departamento y duran dos años en sus funciones, a 

excepción de los Consejeros estudiantes, que se renuevan anualmente. Pudiendo ser 

reelectos  

De esta forma, puede advertirse cómo, también a nivel departamental, se asegura la 

participación de los estudiantes y de los demás estamentos en las decisiones que afectan 

a la carrera de Derecho. 

V.3. El Decanato. 

El Decanato del Departamento de Derecho está constituido por el/la Decano/a (también 

llamado/a Director/a Decano/a) y un/a Vicedecano/a, asistidos por secretarios 

académicos y otras coordinaciones.  

En concreto, el/la Decano/a, es la autoridad unipersonal máxima del Departamento y 

quien ejerce la dirección académica y administrativa de éste. Actúa asimismo como 

presidente del Consejo Departamental.  

Entre sus atribuciones se encuentran: 

a. Convocar y presidir las reuniones del Consejo Departamental. 
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b. Ejecutar las resoluciones adoptadas por el Consejo Superior, el Rectorado y el 

propio Consejo Departamental en el ámbito de su Departamento. 

c. Representar al Departamento de Derecho ante las autoridades universitarias y 

terceros. 

Este órgano es elegido por colegios electorales, que se constituyen en cada 

Departamento al sólo efecto de elegirlo. Estos electores son elegidos por el voto directo 

de los integrantes de los respectivos claustros del Departamento (profesores, auxiliares y 

alumnos). 

El/la Decano/a tiene un mandato por un período de cuatro años, pudiendo ser reelecto 

por otro período igual. Para postularse al cargo, se requiere ser profesor/a de la 

universidad con al menos 6 años de antigüedad. Junto al/a Decano/a, el/la Vicedecano/a 

(que se elige entre los profesores consejeros) lo asiste y puede sustituirlo/a en caso de 

ausencia o finalización anticipada del mandato. 

V.4. Importancia del conocimiento del Departamento. 

En primer lugar es importante conocer la dinámica y estructura del Departamento 

porque muchas decisiones que afectan la vida académica cotidiana del/a estudiante de 

Derecho se toman en el Consejo Departamental: la oferta de materias optativas, los 

programas de estudio, los apoyos a actividades académicas, etc. son tratadas en ese 

ámbito.  

Asimismo, dado que los/as estudiantes tienen representación en el Consejo 

Departamental, pueden canalizar inquietudes o propuestas a través de sus consejeros 

estudiantiles. Conocer quiénes son el/la Decano/a y los miembros del Consejo, permite 

al/a estudiante saber a quién dirigirse ante distintas situaciones y comprender cómo se 

gobierna su carrera.  

Además, cada año los estudiantes de Derecho, mediante elecciones obligatorias, eligen a 

sus representantes estudiantiles en el Consejo Departamental y en el Consejo Superior, 

de modo que informarse sobre el funcionamiento de estos órganos les permite participar 

responsablemente en la vida institucional de la universidad y ejercer sus derechos 

políticos como estudiantes.  

En suma, el Departamento de Derecho no es sólo un conjunto de cátedras, sino que es 

una comunidad con un gobierno participativo, y conocer su estructura (el Consejo y el 

Decanato) ayuda al ingresante a integrarse plenamente en la vida universitaria. 
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VI. Organización de la vida estudiantil: profesores, cátedras, comisiones, 

parciales y finales. 

Al ingresar a la vida universitaria, es fundamental entender cómo se organiza la 

actividad académica diaria. En la UNS, las materias son dictadas por equipos docentes 

conformados por profesores y auxiliares, que en conjunto reciben el nombre de 

Cátedra. En síntesis, el término “cátedra”, alude al conjunto de docentes que dictan una 

materia y al enfoque académico que éstos le imprimen. 

Cada cátedra está integrada por profesores/as -Titulares, Asociados/as, Adjuntos/as- y 

docentes auxiliares - graduados, como los Asistentes de Docencia y los Ayudantes de 

Docencia “A”, o alumnos, como los Ayudantes de Docencia “B”-, que se encargan de 

enseñar los contenidos de la materia. Es la cátedra la que planifica la modalidad de 

cursado y evaluación de la asignatura, siempre dentro de lo permitido por la 

reglamentación y con la aprobación de las autoridades departamentales. 

Un elemento central en esta organización, es el programa de estudios de la materia. Se 

trata de un documento académico formal elaborado por la cátedra, que define y 

estructura los aspectos fundamentales de la asignatura: sus objetivos, los contenidos que 

se desarrollarán, la metodología de enseñanza, los criterios de evaluación y la 

bibliografía correspondiente. De este modo, el programa funciona como una guía tanto 

para docentes como para estudiantes, ya que establece con claridad qué se espera del 

cursado y bajo qué condiciones se evaluará el desempeño académico. 

En cuanto a las dinámicas de los cursados, dependiendo de la cantidad de estudiantes, 

las materias pueden organizarse en comisiones de cursado. Una comisión es 

simplemente un grupo o división de alumnos que cursa la materia en determinado 

horario o con determinados docentes auxiliares.  

Por ejemplo, una materia con muchos inscriptos puede ofrecer múltiples comisiones 

(Comisión A, Comisión B, etc.) para las clases, de modo de trabajar con grupos más 

reducidos. Cada comisión sigue el mismo programa de la materia, pero en diferentes 

franjas horarias o con distintos docentes a cargo de las clases prácticas. Es importante 

que el/la estudiante se inscriba y asista siempre a la comisión que le corresponde, ya que 

allí se llevan a cabo tanto las evaluaciones parciales como las eventuales tomas de 

asistencia.  
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A modo de resumen, es posible afirmar que las cátedras, y eventualmente si existen, las 

comisiones, junto con el programa de estudios que organiza y orienta el proceso de 

enseñanza, conforman la estructura básica a través de la cual se imparte la enseñanza en 

cada asignatura. 

VI.1. Evaluaciones: parciales y finales. 

Un aspecto central de la vida académica universitaria son las evaluaciones. En la carrera 

de Derecho de la UNS, como en muchas otras, se utiliza el sistema de exámenes 

parciales y exámenes finales.  

Los parciales son exámenes intermedios que se toman durante el cursado de la materia 

(por lo general se programan dos parciales a lo largo del cuatrimestre). Para aprobar la 

cursada de una materia, normalmente se requiere aprobar dos exámenes parciales. Si un 

estudiante desaprueba un parcial, tiene derecho a un recuperatorio, es decir, a repetir 

una vez ese examen en fecha posterior para intentar aprobarlo. 

En caso de no aprobar tampoco el recuperatorio, la cursada de la materia queda 

desaprobada y el/la estudiante deberá recursarla, lo que significa volver a cursar la 

materia en otro período para obtener la regularidad.  

En cuanto a las modalidades de los parciales, eso entra dentro del ámbito de 

organización y decisión de cada cátedra. Abarcan contenidos específicos vistos hasta 

cierto punto de la cursada y, asimismo, las fechas de parciales de todas las materias de 

un mismo cuatrimestre se coordinan a nivel departamental. 

Los/as estudiantes pueden revisar sus parciales una vez que han sido calificados, por lo 

que cada cátedra ofrece la posibilidad de que el estudiante vea su examen, conozca sus 

errores y el criterio de evaluación, antes de rendir el recuperatorio correspondiente.  

Una vez finalizado este proceso de parciales y eventuales recuperatorios, se concluye la 

cursada. Esto es, al finalizar la cursada (habiendo cumplido con los parciales y demás 

requisitos de asistencia o trabajos, conforme lo disponga cada cátedra), el/la estudiante 

alcanza la condición de “estudiante regular” en esa asignatura, lo que lo/a habilita a 

presentarse al examen final.  

El examen final es una evaluación integral de todos los contenidos de la materia, que se 

rinde en las mesas de examen previstas en el calendario académico. En la carrera de 

Derecho, los finales suelen ser orales, aunque algunas materias pueden tener finales 
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escritos o modalidades mixtas. La organización de la modalidad y forma de los 

exámenes finales también es potestad de cada cátedra en particular. 

El examen final es tomado por docentes de la cátedra, quienes evalúan los 

conocimientos globales del estudiante. Para aprobar la materia definitivamente y 

obtener la calificación final, el estudiante debe obtener como nota al menos un 4, que es 

la nota mínima de aprobación. Si no aprueba, podrá volver a presentarse en otro turno 

de examen. 

Cabe mencionar que existe también la posibilidad de rendir exámenes finales en 

condición de alumno/a libre. Rendir “libre” significa intentar aprobar la materia sin 

haberla cursado regularmente; en tal caso, el estudiante debe prepararla por su cuenta y 

suele enfrentar un examen final más extenso (a veces con una instancia escrita adicional 

previa al oral, u otros requisitos especiales), lo cual es dispuesto por cada cátedra. 

Esta modalidad requiere un esfuerzo muy grande de estudio autodidacta. Por ello, lo 

aconsejable es cursar regularmente las materias, aprovechar las clases y comisiones, 

cumplir con los parciales y llegar bien preparados/as al final. 

En algunas materias, existe la modalidad de promoción, lo que permite aprobarla sin 

rendir examen final. En estos casos, el/la estudiante deberá cumplir con una serie de 

requisitos durante el cursado -como puede ser la aprobación de los exámenes parciales 

con calificaciones específicas, la realización de trabajos prácticos o evaluaciones 

adicionales, y en algunos casos una mayor exigencia de asistencia-. Cuando se alcanzan 

esas condiciones, la materia se considera aprobada directamente con la nota obtenida 

durante la cursada. La implementación concreta de este sistema, así como sus requisitos 

específicos, es definida por cada cátedra en el marco de la reglamentación vigente. 

VI.2. El calendario académico 

Un instrumento fundamental para organizar la vida universitaria es el calendario 

académico. El calendario académico es el documento oficial que publica cada año la 

Universidad y que establece las fechas más importantes del funcionamiento 

institucional y del cursado de las materias.  

Allí se fijan, entre otras cuestiones: 

 La fecha de inicio y finalización de los cuatrimestres. 

 Los períodos de inscripción a materias. 
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 Los períodos de receso académico. 

El calendario académico es aprobado por las autoridades universitarias y tiene carácter 

oficial, por lo que todas las actividades académicas deben organizarse conforme a las 

fechas allí establecidas. Esto significa que los distintos exámenes y fechas de control de 

correlatividades se regirán dentro de lo estipulado por el calendario académico. 

Por esta razón, es muy importante que los/as estudiantes consulten periódicamente el 

calendario académico disponible en la página web de la Universidad Nacional del Sur, 

ya que de esa información depende la correcta planificación del cursado, de los 

exámenes y del avance en la carrera. Conocer el calendario académico permite evitar 

inconvenientes administrativos y organizar el estudio con anticipación. 

VI.3. El plan de estudios y el sistema de correlatividades 

Cada carrera universitaria posee un plan de estudios, que es el documento institucional 

que organiza la formación académica de los estudiantes. 

El plan de estudios establece: 

a. Las materias que integran la carrera 

b. El orden sugerido para cursarlas. 

c. La duración estimada de la carrera (en cantidad de cuatrimestres o años). 

d. Las correlatividades entre materias. 

En el caso de la carrera de Derecho de la UNS, el plan de estudios organiza las materias 

a lo largo de distintos años de cursada, con el objetivo de garantizar una formación 

progresiva en el conocimiento jurídico. Dentro del plan de estudios aparece también el 

sistema de correlatividades. 

Las correlatividades son reglas académicas que establecen qué materias deben 

aprobarse previamente para poder cursar o rendir otras. En el caso de que sea 

necesario aprobar una materia previamente para poder cursar otra, se dice que la 

correlatividad es “fuerte”, mientras que si para poder cursar otra materia, simplemente 

se debe contar con el cursado de la correlativa, se dice que la correlatividad es “débil”. 

Por ejemplo, puede ocurrir que para cursar una materia “X” sea necesario haber 

aprobado previamente la materia “Y”. De esta forma, el sistema asegura que el/la 

estudiante cuente con los conocimientos necesarios antes de avanzar hacia contenidos 

más complejos. 
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El fundamento del sistema de correlatividades es precisamente éste: garantizar una 

progresión ordenada del aprendizaje, evitando que se cursen materias avanzadas sin 

contar con los conocimientos básicos que las sustentan. Por esta razón, al planificar su 

trayectoria académica, es importante que los/as estudiantes consulten siempre el plan de 

estudios de su carrera y verifiquen las correlatividades antes de inscribirse en una 

materia. 

Esto es así dado que comprender el funcionamiento del plan de estudios y de las 

correlatividades, permite organizar mejor el cursado y avanzar de manera regular en la 

carrera universitaria. 

VI.4. Colofón.  

La vida estudiantil en la UNS –y particularmente en el Departamento de Derecho– se 

organiza en torno a las cátedras de cada materia, las comisiones de clase, y el calendario 

de parciales y finales.  

Es fundamental que quien ingresa se familiarice con estos conceptos, ya que de su 

comprensión depende una mejor adaptación al ritmo universitario. Saber quiénes son 

los/as profesores/as y auxiliares, cómo funcionan las cátedras, en qué comisión debe 

cursar, y cuándo y cómo se evalúa su desempeño (parciales, recuperatorios y finales) le 

permitirá planificar su estudio y aprovechar al máximo su experiencia universitaria. 

Además, cumplir en tiempo y forma con parciales y finales es necesario para avanzar 

regularmente en la carrera. Conocer estos elementos básicos de la cursada brinda al/a 

estudiante las herramientas para transitar su primer año de Derecho con confianza, 

entendiendo las reglas del juego académico y los recursos a su disposición.  

De este modo, podrá integrarse plenamente en la vida académica y alcanzar el éxito en 

su trayectoria universitaria, haciendo valer sus derechos y, también, cumpliendo sus 

responsabilidades como estudiante de la UNS. 

 

VII. Glosario de conceptos básicos de la vida universitaria. 

Este glosario resume algunos de los conceptos institucionales más importantes para 

comprender el funcionamiento de la universidad, de lo que se ha visto en el Módulo. 



132 
 

 Autonomía universitaria: principio según el cual las universidades públicas 

tienen la facultad de gobernarse a sí mismas, dictar sus normas internas, elegir 

sus autoridades y organizar sus actividades académicas. 

 Calendario académico: documento oficial que fija las fechas de inicio y 

finalización de los cuatrimestres, períodos de inscripción, exámenes y recesos 

académicos. 

 Claustro: conjunto de integrantes de la comunidad universitaria que comparten 

una misma condición institucional. En la universidad existen distintos claustros: 

profesores, docentes auxiliares, estudiantes y personal no docente. 

 Cogobierno universitario: sistema de gobierno en el cual los distintos claustros 

participan en las decisiones institucionales a través de representantes en los 

órganos de gobierno. 

 Cátedra: equipo docente encargado del dictado de una materia, integrado por 

profesores y auxiliares de docencia. 

 Comisión: grupo de estudiantes que cursa una materia en un horario 

determinado o con determinados docentes. 

 Consejo Departamental: órgano colegiado de gobierno de cada departamento 

académico, integrado por representantes de los distintos claustros, elegido 

democráticamente. 

 Correlatividad: regla académica que establece qué materias deben aprobarse o 

cursarse previamente para poder cursar o rendir otras. 

 Departamento: unidad académica fundamental de la UNS que agrupa disciplinas 

afines y desarrolla actividades de docencia, investigación y extensión. 

 Director/a-Decano/a: autoridad unipersonal que dirige un departamento 

académico y preside el Consejo Departamental, elegido/a democráticamente. 

 Examen: instancia de evaluación formal mediante la cual se valoran los 

conocimientos y habilidades del/la estudiante sobre los contenidos de una 

materia; puede ser parcial (durante la cursada) o final (integral). 

 Integridad académica: principio ético que exige honestidad intelectual en el 

estudio, la investigación y las evaluaciones, evitando prácticas como el plagio o 

la copia en exámenes 
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 Plan de estudios: documento institucional que organiza la estructura de una 

carrera universitaria, estableciendo las materias que la integran, su orden de 

cursado y las correlatividades. 

 Programa de estudios: documento académico que organiza y define los 

objetivos, contenidos, metodología, criterios de evaluación y bibliografía de una 

asignatura. 

 Promoción: modalidad especial de aprobación, disponible sólo en algunas 

materias, que requiere cumplir durante la cursada con condiciones académicas 

más exigentes fijadas por la cátedra, a fin de aprobar la materia sin rendir 

examen final. 

 Regularidad: condición que obtiene un estudiante cuando cumple con los 

requisitos de cursado de una materia y queda habilitado para rendir el examen 

final. 
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ANEXO DE EJERCICIOS MÓDULO IV 

I. Preguntas de opción múltiple. 

 

1. ¿Qué significa que la Universidad Nacional del Sur sea una universidad 

autónoma? 

a. Que no recibe financiamiento del Estado. 

b. Que puede gobernarse a sí misma y establecer sus propias normas 

institucionales. 

c. Que depende exclusivamente de organismos internacionales. 

d. Que no debe respetar las leyes nacionales. 

 

2. Según la Ley de Educación Superior, uno de los principios fundamentales de las 

universidades nacionales es: 

a. La gratuidad de los estudios de grado. 

b. El arancelamiento obligatorio de todas las carreras. 

c. La eliminación de la investigación científica. 

d. La designación directa de autoridades por el Ministerio de Educación. 

 

3. Las tres funciones sustantivas de la universidad pública son: 

a. Docencia, evaluación y disciplina. 

b. Docencia, investigación y extensión. 

c. Docencia, gestión y financiamiento. 

d. Investigación, política y administración. 

 

4. ¿Cuál es el órgano de gobierno superior de la Universidad Nacional del Sur? 

a. El Rectorado. 

b. El Consejo Departamental. 

c. La Asamblea Universitaria. 

d. El Ministerio de Educación. 
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5. ¿Cuál es el órgano de gobierno permanente que administra la universidad en su 

funcionamiento cotidiano? 

a. La Asamblea Universitaria. 

b. El Consejo Superior. 

c. El Decanato. 

d. El Consejo Departamental. 

 

6. ¿Cuál de los siguientes es un órgano de gobierno de los departamentos? 

a. Consejo Departamental. 

b. Asamblea Universitaria. 

c. Ministerio de Educación. 

d. Rector. 

 

7. En el Departamento de Derecho, el Consejo Departamental está integrado por 

representantes de: 

a. Profesores, docentes auxiliares y estudiantes. 

b. Profesores y autoridades nacionales. 

c. Estudiantes y funcionarios del Ministerio de Educación. 

d. Sólo docentes titulares. 

 

8. ¿Qué es una cátedra? 

a. Un edificio donde se dictan clases. 

b. El conjunto de docentes que dictan una materia. 

c. Un órgano de gobierno universitario. 

d. Un grupo de estudiantes. 

 

9. ¿Qué se entiende por “correlatividad fuerte”? 

a. Cuando basta con haber cursado una materia para cursar otra. 

b. Cuando es necesario aprobar una materia para cursar otra. 

c. Cuando dos materias se cursan al mismo tiempo. 

d. Cuando no existe relación entre las materias. 
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10. ¿Cuál es el objetivo principal del sistema de correlatividades en un plan de 

estudios? 

a. Reducir la cantidad de materias que los estudiantes deben cursar. 

b. Organizar el aprendizaje de manera progresiva, asegurando que los estudiantes 

tengan los conocimientos necesarios antes de cursar materias más avanzadas. 

c. Permitir que los estudiantes cursen todas las materias en cualquier orden. 

d. Determinar los horarios de las clases en cada cuatrimestre. 

 

II. Verdadero o Falso. 

Indique si las siguientes afirmaciones son verdaderas (V) o falsas (F). 

1. El plagio consiste en presentar como propio un trabajo o idea elaborada por otra 

persona sin reconocer su autoría. 

2. En el sistema departamental de la UNS, cada departamento dicta materias 

exclusivamente para una sola carrera. 

3. El Consejo Superior Universitario está integrado exclusivamente por profesores 

de la universidad. 

4. La Universidad Nacional del Sur organiza su estructura académica 

principalmente a través de facultades. 

5. En el sistema departamental, los docentes pertenecen a un departamento y 

pueden dictar materias en distintas carreras. 

 

RESPUESTAS 

I. Opción múltiple 

1. B 

2. A 

3. B 

4. C 

5. B 

6. A 

7. A 

8. B 

9. B 
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10. B 

 

II Verdadero  o Falso 

1. V 

2. F 

3. F 

4. F 

5. V 


